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introducción
Una paradoja de las luchas sociales consiste en que 
los movimientos se convierten en prisioneros de sus 
éxitos. Gracias a la intensa capacidad de movilización 
que despliegan, consiguen modificar la relación de 
fuerzas en el terreno político, pero ese nuevo escena-
rio a menudo se vuelve en contra de ellos, los debilita 
y en ocasiones hasta provoca divisiones, con lo que 
los movimientos entran en un período de repliegue 
y desmovilización.
(Raúl Zibechi).
La irrupción del movimiento indígena en el escenario social y 
político de Ecuador durante las últimas décadas ha supuesto el cuestiona-
miento al modelo democrático vigente en el país. El movimiento indígena 
ha interpelado permanentemente a una sociedad excluyente que desconoce 
su historia y se niega a observar su propia diversidad, negando también 
la existencia de sujetos sociales cuya cultura y cosmovisión no han tenido 
cabida en el modelo homogeneizador predominante en el proceso de cons-
trucción del Estado-Nación.
La historia del movimiento indígena ecuatoriano da cuenta del 
proceso de construcción de un sujeto social que se ha instituido en actor 
político y cuyos planteamientos son ya un referente ineludible para el análi-
sis de las propuestas de cambio en el país. En este sentido, las últimas déca-
das han sido un espacio histórico importante por la significativa presencia 
de una serie de acciones sociales que demandan mejores condiciones de 
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vida y nuevas formas de organizar la sociedad, el sistema político y el mo-
delo de desarrollo económico.
Esta presencia ha dinamizado una nueva relación de la sociedad 
civil con el sistema político –expresada en los movimientos sociales–, la 
cual ha puesto en tela de juicio la visión y práctica liberal de la política y 
lo público. Al romperse el predominio de los partidos en los procesos de 
acción y representación política, los movimientos sociales emergen para 
constituirse en reales actores políticos en momentos específicos. Tal es la 
problemática que se aborda y se reflexiona en el desarrollo del presen-
te trabajo.
El análisis del proceso de debilitamiento del sistema político, que 
se manifestó en la deslegitimación de los gobiernos y la pérdida de credibi-
lidad del sistema de representación política (régimen de partidos, sistema 
parlamentario, sistema electoral), tiene como contexto la aplicación de po-
líticas orientadas a garantizar la rentabilidad del capital y cuyas consecuen-
cias fueron el agudizamiento de la crisis económica del país y el deterioro 
en las condiciones de vida de la población. Esto motivó de forma decisiva 
la irrupción de una serie de acciones colectivas a partir del protagonismo 
del movimiento indígena, lo que a su vez generó un nuevo ciclo en las prác-
ticas de los movimientos sociales ecuatorianos, caracterizado por su clara 
proyección política. En este sentido, la agenda de los movimientos gira en 
torno a la oposición al carácter regresivo y antidemocrático de las políticas 
económicas aplicadas en el país, la denuncia del tipo de democracia vigente 
y la necesidad urgente de cambios profundos en el conjunto del sistema 
político y del modelo económico de desarrollo.
A lo largo del trabajo se identifica que la crisis de representación 
de los partidos y la dinamización de la lucha social, replantearon el tipo de 
relación entre los movimientos sociales y el sistema político, lo que per-
mitió a los movimientos jugar un rol más activo en la escena pública del 
país. Se volvieron partícipes en la búsqueda de alternativas para un nuevo 
régimen político, que se caracterice por la incorporación de una perspec-
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tiva más democrática en la relación del Estado con la sociedad, no solo en 
términos de representación, también en los procesos para definir e imple-
mentar políticas de una forma diferente.
Del análisis de la experiencia del movimiento indígena, se dedu-
ce que la dimensión política de los movimientos sociales –como una de 
las característica que responden a su propia historicidad– demanda de la 
reflexión académica la tarea de precisar los roles de los distintos actores 
políticos con el fin de construir una sociedad y una democracia incluyentes; 
comprendiendo que el tema de las acciones colectivas está directamente 
relacionada con los modelos o proyectos de desarrollo nacional e interna-
cional, un aspecto que adquiere mayor relevancia y profundidad por las 
consecuencias que tiene la praxis política indígena en el proceso democrá-
tico ecuatoriano y en el funcionamiento del sistema político nacional.
En esta línea, el presente trabajo responde algunas preocupacio-
nes académico-políticas centrales: ¿Qué relación hay entre los movimientos 
sociales, el sistema político y la construcción de la democracia? ¿Qué papel 
jugaron los movimientos sociales (especialmente el movimiento indíge-
na) en los procesos de crisis y desinstitucionalización del sistema político? 
¿Cuál es su rol en el actual contexto sociopolítico? ¿Cuál ha sido el efecto de 
la reinstitucionalización del sistema político sobre el movimiento indígena?
Para el análisis, se definieron momentos y procesos claves que 
identifican la relación de los movimientos sociales, particularmente del 
movimiento indígena, con el sistema político. En primer lugar está la ex-
periencia desarrollada desde el protagonismo de la CONAIE frente los 
distintos gobiernos, en sus levantamientos; un segundo momento clave es 
cuando el movimiento indígena pasa a ser parte del sistema político a tra-
vés de la participación institucional, ya sea con el Movimiento de Unidad 
Plurinacional Pachakutik, Nuevo País (MUPP-NP) o formando parte del 
gobierno de Lucio Gutiérrez; finalmente, el tercer momento comprende 
su distanciamiento del sistema político, en la presidencia de Rafael Correa.
10
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En este contexto, el trabajo asume como su objetivo central carac-
terizar las relaciones y roles de los movimientos sociales en los procesos de 
crisis y reconstrucción del sistema político ecuatoriano, a partir del estudio 
de caso del movimiento indígena ecuatoriano, buscando determinar los ro-
les de los movimientos sociales en el sistema político y sus relaciones con el 
proceso y la dinámica de representación. 
La información que sirve de base para el análisis, parte básica-
mente de fuentes secundarias, en consideración que existen algunos estu-
dios que aportan elementos interesantes –aunque parciales– y que permi-
ten obtener los datos básicos. Además, no se cuenta con fuentes testimo-
niales personales directas, aunque estas se recogieron de las mismas fuentes 
bibliográficas. 
El presente trabajo está dividido en cuatro partes. En la primera 
se realiza un breve recorrido de las principales corrientes y perspectivas 
teóricas sobre democracia y democratización, así como una breve revisión 
del proceso de construcción de la democracia en el país y sus característi-
cas, para contextualizar el carácter profundamente político de las acciones 
de los movimientos sociales al combinar sus demandas y reivindicaciones 
de derechos con las acciones de protesta y oposición a las políticas gene-
radoras de las condiciones de empobrecimiento. En la segunda parte, se 
presenta una panorámica de las diversas perspectivas teóricas con las que 
se analizan los movimientos sociales, resaltando el reto de construir una 
teoría que permita articular una visión integral para dar cuenta de la doble 
dimensión de los movimientos sociales en el país: su dimensión instru-
mental y la cultural simbólica. El tercer capítulo es un recorrido a través 
del proceso de constitución del movimiento indígena, sus cambios estruc-
turales y los diversos aportes que posibilitaron su constitución, además se 
rememora su repertorio de acciones colectivas desarrolladas a lo largo de 
las dos últimas décadas y que le han permitido al movimiento constituirse 
en sujeto político. El último capítulo está centrado en desarrollar un aná-
lisis más preciso de las relaciones del movimiento indígena con el sistema 
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político y su incidencia mutua en los procesos de crisis, deslegitimación y 
reinstitucionalización del sistema político.
En términos generales, el propósito del trabajo consiste en apor-
tar elementos que permitan ampliar horizontes de sentido y abran posi-
bilidades para que los movimientos sociales jueguen un rol más activo en 
la reconstrucción de los sistemas políticos. Los movimientos deben apor-
tar, desde sus capacidades y con sus dinámicas propias, a la construcción 
de la democracia como un sistema que no se agote en sus rasgos procedi-
mentales, porque eso la lleva a su degradación. Además es importante que 
desde el espíritu andino, ecuatoriano y latinoamericano, se proyecte una 
democracia sustantiva, que dé cuenta de las diversidades que caracterizan 
a la sociedad.
Los criterios y el enfoque de análisis, así como sus conclusiones, 
son de absoluta responsabilidad del autor de la presente Tesis y no involu-
cra ni criterios ni posiciones institucionales. 
Expreso los profundos reconocimientos y agradecimiento a la 
Universidad Politécnica Salesiana, por la oportunidad y el apoyo concedido 
para cursar este proceso de formación y capacitación académica, la misma 
que se inscribe en la perspectiva de aportar a los procesos de mejora de 
los niveles de aprendizaje de los estudiantes, razón de ser de la Institución. 
Igualmente, los agradecimientos a todo el equipo docente por compar-
tir sus aportes y posibilitar espacios de diálogo y debate en torno a temas 
trascendentes. 

¿La democracia? o ¿procesos 
de democratización?
Cuando los discursos de los actores políticos, los medios de co-
municación, los movimientos sociales y los sectores académicos abordan 
temas políticamente trascendentes, se los relaciona de forma inevitable con 
la democracia.
En los últimos días de septiembre de 2010, a propósito de la insu-
bordinación o “huelga de la policía nacional”, hubo una absoluta unanimi-
dad al rechazar toda intención de golpe de Estado y defender la institucio-
nalidad del Estado de Derecho y la Democracia. “No se trataba de defender 
al Presidente Correa” decía la oposición, “se trata de Defender la Democra-
cia” afirmaron muchos sectores. “La democracia se ha vuelto en estos años 
el denominador común de todas las cuestiones políticamente relevantes, 
teóricas y prácticas” (Bobio, 1991: 9) o como dice Alcántara, la democracia 
es “uno de los conceptos centrales en la política” (Alcántara Sáenz, s/a: 129).
Históricamente se puede evidenciar que los discursos dominan-
tes de la vida política nacional, tanto de los sectores de poder político y 
económico como los de los sectores sociales subordinados, se desarrollan 
en el campo de la democracia. Por lo tanto, se vuelve imprescindible contar 
con un referente teórico para mirar y analizar la problemática expuesta en 
el presente trabajo, es decir, la relación de los movimientos sociales con el 
llamado régimen político democrático.
Al respecto cabe rescatar la diferencia que Helio Gallardo (2004) 
establece entre “la” democracia y los llamados “procesos de democratiza-
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ción”. La primera es entendida como “concepto-valor” que tiene existencia 
solo en el marco de los discursos y que en esa medida tiene significacio-
nes distintas, en dependencia de las teorías y autores que la formulan. “Así, 
por ejemplo, no es lo mismo poliarquía, o democracia procedimental, en 
la conceptuación y presentación de Robert Dahl, que en la exposición más 
roussoniana de J. Habermas, quien la estima proceso discursivo y argumen-
tativo orientado a la formación de una voluntad común. En la primera, 
gobierna la ‘clase política’. La segunda idea apunta hacia la comunicación 
y la soberanía popular” (Gallardo, 2004). En este sentido, la democracia 
como categoría conceptual, no tiene existencia histórico-social real, aun-
que como parte de los discursos de actores sociopolíticos incida en los pro-
cesos, pudiendo ser rebatible por otros discursos más democráticos o no 
democráticos. En suma, “la democracia” en cuanto modelo ideal no tiene 
existencia real o concreta.
Los procesos de democratización, en cambio, son procesos his-
tórico-sociales concretos que se expresan en instituciones y en la institu-
cionalización bajo “lógicas democráticas”, producto de las relaciones entre 
fuerzas sociales en el marco de un Estado de Derecho, lo cual implica la pre-
sencia de una “convivencia regulada y sancionada por leyes de aplicación 
universal (general), y que funcionan de un modo tal que nadie pueda ser 
perseguido y hostilizado, excepto por la comisión o sospecha de comisión 
de algún delito” (Gallardo, 2004).
Cuando se refiere a la presencia de lógicas democráticas, se con-
nota que el poder –no solo el político/estatal, sino en sus distintas esferas y 
ámbitos de la sociedad– no es autocrático, ya sea que tenga un origen na-
tural o teológico. El sentido democrático se construye cuando se establecen 
procesos cuyo origen se cimenta “no por súbditos sino por ciudadanos ac-
tivos que se interesan por la cosa común o pública (república) y participan 
en su administración y control. Un ciudadano posee, por tanto, autonomía 
(que se deriva y materializa de su información y capacidad para actuar), 
consigue autoestima con su participación en la vida pública, e irradia esta 
autoestima (colectiva) a otros” (Gallardo, 2004).
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Desde esta perspectiva, se generan procesos de democratización 
cuando las acciones políticas impulsadas y las instituciones organizadas se 
encuentran animadas “por una lógica democrática (participación de la ma-
yoría ciudadana, generación de identidades y autoestima humanas, sociales 
y ciudadanas, irradiación colectiva de ellas, etc.)” (Gallardo, 2004), es decir, 
son el producto de relaciones sociales no discriminatorias en las cuales la 
persona construye su liberación personal y colectiva.
La segunda dimensión de los procesos de democratización es la 
institucionalización, la misma que consiste en la capacidad de legitimación 
de los procesos políticos en la medida que se orientan a la constitución 
de relaciones sociales no discriminatorias y que allanen el camino hacia 
la liberación humana; solo en ese sentido puede hablarse de procesos de 
democratización real. No se trata de tener un marco institucional formal, el 
marco institucional o el Estado de Derecho en abstracto no son democráti-
cos por sí mismos, sino en cuanto representan la condensación de procesos 
reales de democratización, pues en ciertas condiciones una revolución so-
cial e incluso un golpe de Estado, podría ser considerado un recurso válido 
para el impulso de los procesos de democratización.
Esta diferenciación analítica entre “la” democracia y “los procesos 
de democratización” permite identificar el potencial y los límites de las ac-
ciones de los movimientos sociales en la construcción de lógicas democrá-
ticas para la sociedad, pues no se trata de partir de la validez intrínseca de 
un concepto teórico, que en contextos de relaciones de poder, puede jugar 
roles más bien ideológicos (recuérdese que en nombre de la Democracia 
se invade territorios para llevar guerra y destrucción e imponer relaciones 
sociales de dominio, como la guerra de Bush en Irak). 
De otra parte, esta diferenciación permite organizar la exposi-
ción del presente trabajo: por un lado, se realiza una breve referencia a “la” 
democracia como concepto y por otro se reflexiona sobre los procesos de 
democratización desarrollados en el país y el papel de los movimientos so-
ciales en la construcción, estancamiento y avances de dichos procesos. De 
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esta forma se intenta superar la visión que ha hegemonizado los análisis del 
régimen político democrático, estudiándolo desde el concepto abstracto y 
midiendo la realidad para determinar cuánto se acerca o se aleja de ese 
modelo idealizado.
1.1  “La” democracia: una visión panorámica y crítica
Resulta importante analizar los diferentes fundamentos teóri-
cos sobre esta categoría conceptual, para comprender los alcances y pro-
yecciones de los discursos que erigen los diversos actores en torno a las 
distintas problemáticas políticas que deben enfrentar cuando abordan la 
relación del sistema democrático con la dinámica de los movimientos so-
ciales y su trascendencia en la configuración y transformación de los regí-
menes democráticos.
El concepto democracia es complejo e histórico-social en la me-
dida que asume dimensiones y conceptualizaciones particulares, en depen-
dencia de los momentos históricos en los que se ubica y de los actores que 
lo enuncian.
En términos muy generales, se puede identificar tres grandes 
perspectivas históricas (Alcántara Sáez, s/a: 129 y ss.): la primera, la clásica, 
como herencia de la teoría aristotélica para el gobierno de todos quienes 
eran considerados ciudadanos en su momento; la segunda, la teoría medie-
val de origen romano, referida a la soberanía popular como un concepto 
derivado del pueblo o del príncipe y que es trasmitido por delegación del 
superior al inferior; y la tercera, la visión moderna, nacida con el Estado-
nación que implica una nueva forma de organizar la representación y la 
participación política, en base a la formación de instituciones y procesos 
como el sistema de partidos y los sistemas electorales.
En el marco de la modernidad y en términos referenciales se pue-
de evidenciar que: 
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Hay por lo menos dos concepciones principales de la democracia: 1) como 
forma de gobierno; y 2) como modo de vida (…) la democracia como for-
ma de gobierno es una clase de régimen político que deriva su autoridad 
soberana y la titularidad del poder político de todo el pueblo, no de un 
personaje ni de unos cuantos. (…) Sin embargo, la democracia como forma 
de gobierno está inmersa en una configuración más amplia: la democracia 
como modo de vida. Por esta razón, no debe ser identificada exclusivamen-
te con el Gobierno sino además debe involucrar a cualquier organización 
humana, desde el Estado hasta la sociedad misma (Flores, s/a: 197).
Durante el siglo XX el debate sobre el concepto democracia se 
concentró en las doctrinas políticas de la época: el liberalismo (represen-
tación ideológica de las sociedades capitalistas) y el socialismo (expresión 
de los países con regímenes socialistas y comunistas), cada una reclamando 
para sí la “auténtica democracia”.
En medio de esta discusión se fortaleció la idea de democracia 
basada en la “libertad política”, al estilo de las democracias liberales, que 
reivindican la noción de participación y representación en las instituciones 
del Estado. En esta idea es donde se inscriben las actuales democracias lati-
noamericanas, incluyendo la ecuatoriana.
Existían diferencias fundamentales en las dos formas de concebir 
la democracia: para la perspectiva liberal la forma de representación del 
poder es delegativa, para lo cual se necesita una institucionalidad especí-
fica, de actores y mecanismos que cumplan el papel de mediación entre el 
Estado como condensación del poder público y la sociedad. Mientras que 
para la democracia socialista, la forma de representación (por lo menos en 
su definición teórica-conceptual) es directa, lo que no requiere de organis-
mos de mediación, sino de otras formas como la participación “directa” del 
pueblo en las decisiones.
A partir de la derrota política del campo socialista, la perspectiva 
liberal ha quedado, aparentemente como la única opción válida y legitima-
da por su permanencia.
18
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Las teorías democráticas más actuales han tratado de legitimarse presentan-
do la democracia como un método político neutro constituido por un con-
junto de arreglos institucionales, que pueden ser utilizados por cualquier 
agrupación política independientemente de su posición política. El aspecto 
central de este método es la competencia entre los líderes políticos por los 
votos del pueblo. La participación, en esta concepción, de la democracia es 
limitada y circunscrita a la defensa de los intereses privados (Guillén, 2009). 
Esta perspectiva teórica sostiene que la única especificidad de la 
democracia es su carácter procedimental, pues ella permite que los distintos 
actores políticos puedan confiar en su neutralidad y objetividad, asumien-
do una dimensión exclusivamente descriptiva de los hechos y los procesos 
políticos, soslayando o incluso negando explícitamente toda referencia al 
carácter normativo de la democracia. Esta pretensión de neutralidad sobre 
la democracia se da en el contexto de los procesos de globalización de un 
sistema político liberal y su reivindicación como el único válido: el sistema 
político norcéntrico, que se fundamenta en el pensamiento pragmático de 
Bentham y James Mill.
Como parte de su carácter infalible, producto de su neutralidad 
y su apariencia técnico-científica, se ha generado toda una red mundial de 
instituciones, especialistas y tecnócratas en los distintos ámbitos y subsis-
temas que comprende dicha ‘democracia’: sistemas de partidos, sistemas de 
elecciones, sistema de veedores, marketing, etcétera. 
Esta línea de pensamiento hegemónico basada en las característi-
cas del régimen político democrático liberal, tiene como ideólogo central a 
Joseph. A. Schumpeter, para quien la democracia es el método que permite 
resolver la competencia de las élites por el voto del pueblo, el cual definiría 
quién tiene la autoridad para resolver los temas políticos nacionales. En esta 
línea de pensamiento se podría decir que la democracia constituye una es-
pecie de mercado de la política, donde los ciudadanos se comportan como 
consumidores y los actores políticos –los partidos– se vuelven comerciantes 
que juegan en el mercado libre de la política, en busca de consumidores de 
discursos y agendas de campaña, a cambio de un voto.
19
Edgar Tello
Las tesis de Schumpeter responden a una posición elitista de la 
democracia cuando sostiene que el electorado no debe interferir en las de-
cisiones de la clase política y que su papel principal es escoger a quienes le 
van a gobernar. Afirma Schumpeter (1942: 362) “la democracia no significa 
ni puede significar que el pueblo gobierne efectivamente en ninguno de los 
sentidos evidentes de pueblo y gobernar. La democracia significa tan sólo 
que el pueblo tiene la oportunidad de aceptar o rechazar a los hombres que 
han de gobernarle (…) la democracia es el gobierno del político”. 
Esta postura, con diversos matices, es asumida por algunos teóri-
cos que han reflexionado sobre la democracia como Sartori, Robert A. Dahl 
y Norberto Bobbio, quienes han desarrollado y/o establecido algunas espe-
cificaciones. Satori, por ejemplo, señala que la competencia política posee 
una característica que la diferencia de la económica y consiste en los meca-
nismos de control que la limitan y en la capacidad de evaluar los productos 
políticos. Dahl por su parte señala el peligro que tendría la democracia al 
permitir la posibilidad de ampliar la participación y la toma de decisiones 
hacia actores más amplios, pues ello podría generar la inestabilidad del sis-
tema. (Guillén, 2009).
Por su parte Norberto Bobbio, defiende la tesis de la necesidad de 
contar con un sector de políticos especializados que garanticen un ejercicio 
profesional de la política.
Las razones que da para defender este tipo de democracia es que: el mundo 
moderno es individualista; y que la complejidad de la sociedad moderna 
lleva a la necesidad de que los representantes, expertos en política desem-
peñen de manera más eficiente la labor política que las personas ordinarias. 
Dentro de esta visión de la democracia, Bobbio le otorga un papel relevante 
al liberalismo, ello porque “está basado en una concepción filosófica que, nos 
guste o no, dio origen al mundo moderno: la concepción individualista de la 
sociedad y la historia (Guillén, 2009).
Sin embargo, el autor en referencia, fiel a su perspectiva, critica 
los límites y errores con los que en la práctica se ejecutan los procesos elec-
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torales en cuanto a la transparencia del ejercicio del voto. Señala que existen 
claros síntomas de falta de expresión genuina de la voz popular y reconoce 
la falta de profesionalización en el ejercicio de las funciones públicas por 
parte de los profesionales políticos.
Hay que señalar que tras el discurso neutral y descriptivo que dice 
caracterizar este enfoque teórico, está presente una perspectiva prescriptiva 
o normativa, en la medida que implica afirmar que el único sistema político 
válido, correcto y deseable a ser alcanzado e implementado a nivel mundial, 
es el impuesto por el país modelo de la democracia: los Estados Unidos 
de América.
En este sentido, el discurso de la democracia ha adquirido un ca-
rácter “eulógico o bendito” (Gallardo, 2004), en la medida que el concepto-
valor en referencia se lo ha proyectado como una sensibilidad (percepción 
más valoración) social dominante y que reivindica dicha sensibilidad como 
la única opción válida para las sociedades modernas, en la medida que se 
la asocia directamente con todas las características de los procesos de mo-
dernización: el crecimiento económico, tecnologización, independencia y 
libertades políticas, derechos humanos, felicidad personal, etcétera.1
En el sistema de democracia liberal, la participación política ciu-
dadana viene a estar dada a través de mecanismos como el voto directo y 
universal y el sistema de partidos.
En este campo, es importante resaltar la influencia de la llamada 
teoría empírica de la democracia, la misma que se construye con las con-
tribuciones teóricas de Schumpeter, Dahl y Sartori. Para Pablo Andrade 
(2000) este enfoque integra conceptos, procesos y principios.
1 “Si la democracia va pareja a la modernización, si donde llega la una a continuación 
llega también la otra (…), es razonable prever que la geografía de la democracia se 
irá extendiendo en sintonía con la geografía de la modernización” (g. Sartori, citado 
por gallardo: 84).
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En el nivel conceptual y citando a Whitehead (1997) señala que 
el “rasgo esencial, constitutivo, de la democracia sería la existencia de una 
categoría amplia de ciudadanos, quienes pueden pedir el rendimiento de 
cuentas a los gobernantes por sus acciones públicas mediante la competen-
cia y cooperación de los representantes electos” (Andrade, 2000: 46).
En cuanto a los procesos, Dahl es quien aporta los elementos mí-
nimos a ser considerados para que un sistema político sea considerado de-
mocrático, a saber:
•	 Las decisiones políticas gubernamentales están dadas por oficiales 
públicos que tienen atribuciones constitucionalmente asignadas.
•	 Los oficiales públicos son escogidos en elecciones frecuentes. 
•	 Todos los ciudadanos adultos tienen derecho a votar en la selección 
de quienes toman decisiones. 
•	 Todos los ciudadanos pueden ser electos como oficiales para tomar 
decisiones. 
•	 Libertad de expresión en asuntos públicos. 
•	 Los ciudadanos tienen derecho al libre acceso a fuentes de informa-
ción 
•	 Libertad de organización: partidos políticos o grupos de interés.
Estos procedimientos básicos serían una garantía para que los ac-
tores políticos tengan un espacio o marco de acción mínimo, lo que algu-
nos autores llaman la “incertidumbre limitada”.
Estos principios básicos estarían orientados, desde la perspectiva 
de Sartori, a poner límites al poder y de esta manera proteger al pueblo de 
los posibles abusos del poder.
Los procedimientos democráticos, según Sartori, permiten realizar el com-
ponente esencial de la democracia liberal, cual es la protección del pueblo 
(el demos) de la tiranía, y en el largo plazo la implantación del poder del 
pueblo libre. De esta justificación filosófica se deduce, entonces, que siendo 
la protección del pueblo el componente esencial, necesario y universal de la 
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democracia, ésta puede entenderse en tanto que forma constitucional que 
provee de “los medios legales y estructurales para limitar y controlar el ejer-
cicio del poder”, y por lo tanto crear potencialmente un espacio vacío (‘la 
casa del poder’) donde el pueblo libre puede entrar para dotar “a la política 
de contenidos, esto es de inputs concretos y outputs procesados por, y den-
tro, de la forma política” (Andrade, 2000: 47).
Sin embargo, esta protección de la que habla Sartori, desde la 
perspectiva de Gallardo, se relacionaría más bien con las relaciones que 
operan en la dinámica y la racionalidad del sistema capitalista y la necesi-
dad de buscar acuerdos de las élites de poder en la disputa de producción 
y distribución de los excedentes económicos, garantizando condiciones de 
gobernabilidad. 
La democracia liberal como el esfuerzo por combinar la lógica de acumu-
lación de capital con un régimen político representativo o de sufragio (…) 
La democracia (sufragio, mandato limitado) no pretendía transformar a 
la gente en algo mejor, sino administrar políticamente su afán de lucro de 
modo de tornar posibles y sostenibles los beneficios privados de los empre-
sarios (Gallardo, s/a: 95).
Al respecto cabe rescatar el concepto de ‘patrón histórico de po-
der’ que aporta Aníbal Quijano al análisis de las relaciones sociales. Quija-
no señala que este concepto se refiere a la organización determinada de la 
disputa y solución del control tanto sobre los recursos y los productos de la 
autoridad pública y del trabajo, como sobre la subjetividad y la intersubje-
tividad. En este marco:
Lo que el término democracia mienta en el mundo actual, en el patrón 
mundial de poder colonial/moderno/capitalista/eurocéntrico, es un fenó-
meno concreto y específico: un sistema de negociación institucionalizada 
de los límites, de las condiciones y de las modalidades de explotación y de 
dominación, cuya figura institucional emblemática es la ciudadanía y cuyo 
marco institucional es el moderno estado-nación (Quijano, 2000: 15).
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Desde esta perspectiva, Gallardo resalta que en un plano más 
académico, la democracia aparece como la “forma más adecuada para re-
solver conflictos de intereses”. Existen muchos estudios que reflexionan la 
democracia como régimen desde la perspectiva del conflicto y catalogan la 
amplitud de la misma por la cantidad de conflictos que incorporan y reco-
nocen en la normatividad jurídica. Uno de los autores que desarrolla esta 
perspectiva es Simón Pachano:
La relación entre conflicto y democracia es tan estrecha que es posible defi-
nirla a partir de él: podría decirse que es la manera de resolverlo sin negar-
lo. Entre ambos términos se da una doble relación: la democracia surge a 
partir del conflicto (contradicciones de clase, enfrentamientos ideológicos, 
conflictos de poderes, conflictos interétnicos, diferencias regionales, dispa-
ridades en el grado de desarrollo, etc.) y existe para procesarlo. Por tanto, 
en el extremo opuesto, la dictadura se puede definir como la negación au-
toritaria del conflicto (y por tanto de la política) (Pachano, 2003: 109-110).
1.2  La Democracia en Ecuador
Dos grandes concepciones sobre la democracia han marcado tan-
to los debates teórico-académicos como las propuestas y prácticas políticas 
en el país, a partir del proceso de retorno constitucional.
Una se articula en torno a las teorías institucionalistas y de la go-
bernabilidad, desarrolladas a partir de las tesis de Samuel Huntington en 
los 70 y 80 y de las nuevas versiones de autores como Michael Copeddge y 
Manuel Alcántara, que se articulan más hacia el manejo y perfeccionamien-
to del “patrón ideal de la democracia representativa”, como “paradigma 
político dominante”, y que dan cuenta solo del funcionamiento jurídico-
político del sistema democrático, sin correspondencia y condicionamiento 
a la dinámica económica social de los distintos actores que operan en las 
sociedades. Entonces, ‘democracia’ se remite a una forma de gobierno y a 
una manera de elegir Gobiernos; esta reducción del concepto puede carac-
terizarse como una “desviación politicista” de la democracia. 
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Aquí resalta la “teoría empírica de la democracia” que ha tenido 
una profunda influencia en el pensamiento y la acción política ecuatoriana 
(movimientos sociales, mundo mediático, la academia, etc.). La hegemonía 
de la teoría empírica de la democracia es el producto, entre otros factores, 
de la derrota del proyecto nacional-popular y del marxista-socialista, los 
mismos que buscaron organizar una nueva matriz socio-política que arti-
culara directamente las dimensiones política, económica y social.
En términos analíticos, la teoría empírica de la democracia separa 
lo político de lo económico y lo social, realizando algunas precisiones con-
ceptuales respecto a lo ciudadano, el proceso político, el gobierno respon-
sable y las decisiones políticas, para desprenderse de conceptos incómodos 
como el de democracias sustantivas. En este sentido, la teoría política de 
la democracia adquiere objetividad y pragmatismo, y como tal puede ser 
empíricamente mensurable y estudiada, e hipotéticamente mejorada y per-
feccionada. Esto se puede ver en la siguiente tipología de los problemas que 
han estado presentes en los diagnósticos realizados sobre la democracia en 
el país, donde son evidentes los límites politicistas de dicha democracia:
Del lado del orden deseable: gobernabilidad, estabilidad institucional, ins-
titucionalización de demandas sociales, sociedad civil, ciudadanía, sistema 
de partidos, representatividad. Participación política, rendimiento de cuen-
tas, consenso; y del lado de las patologías o disfuncionalidades del orden 
realmente existente: autoritarismo, patrimonialismo, clientelismo, inesta-
bilidad, corrupción, bloqueo político. Fragmentación social, conflicto (An-
drade, 2000: 49).
Esta perspectiva tiene uno de sus fundamentos en la separación 
eurocéntrica del mundo de la economía, de lo social y de la política, y en tal 
medida señala que la democracia es un espacio neutral que no está atrave-
sado por relaciones de poder.
Sólo deslindando totalmente la idea de democracia de toda asociación con 
la matriz de distribución social del poder, es posible explicarse el hecho de 
que simultáneamente con los procesos de reemplazo de regímenes auto-
ritarios de diversa índole, por regímenes democrático-liberales en todo el 
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mundo en las últimas décadas, se ha producido un proceso de acelerada 
concentración de la riqueza, entre los países y al interior de éstos (Lander, 
1997: 8).
La otra vertiente se articula en torno a la preocupación de forta-
lecer la democracia participativa y está influenciada por las corrientes del 
pensamiento crítico, desde Alain Touraine hasta Jürgen Habermas2. Gira en 
torno al discurso de la ciudadanía social y el protagonismo de la sociedad 
civil y sus actores ante el Estado. Busca transformar la democracia repre-
sentativa, fundamentándola en la participación de los actores sociales y en 
el restablecimiento del vínculo entre política y ética: una cultura democrá-
tica que se proyecta como más vigorosa.
Sin embargo, la concepción hegemónica de democracia que pre-
valece, se ha reducido a su aspecto formal, procedimental e instrumental, es 
decir que la representación y la legitimación están dadas a través de la for-
ma electoral para acceder al poder del Estado. Para algunos autores (Simón 
Pachano) el régimen político democrático ecuatoriano, en general, se ca-
racteriza por su debilidad formal pues no logra incorporar y reconocer en 
el marco democrático, de forma adecuada y pertinente, todos los conflictos 
presentes en el país a partir de la crisis del modelo económico-político que 
venía operando, debido a su limitada capacidad para identificar actores y 
propiciar su incorporación al espacio institucional respectivo. (Pachano, 
1996: 19).
La reducción de la democracia a un tratamiento puramente pro-
cedimental y jurídico-técnico, sin haber logrado desarrollar procesos de re-
2 Alain Touraine, ¿Qué es la democracia?, Ediciones Temas de HoY, Madrid, 1994. 
¿Podremos vivir juntos? iguales y diferentes. La discusión pendiente: el destino del 
hombre en la aldea global. Fondo de Cultura Económica, Argentina, 1997 y Jürgen 
Habermas, La reconstrucción del materialismo histórico, Taurus Ediciones, Madrid, 
1992. Problemas de legitimación en el capitalismo tardío, Amorrortu Editores, 
Buenos Aires, 1973, Teoría de la acción comunicativa.
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conocimiento y articulación de las nuevas relaciones sociales emergentes, 
resultantes de las transformaciones que vive la sociedad, buscaba eliminar 
el peligro de la presencia y participación política de los nuevos sujetos so-
ciales, los cuales -según la perspectiva teórico-política del elitismo- podrían 
traer inestabilidad al régimen y la pérdida del monopolio de la representa-
ción excluyente que ha imperado en las prácticas políticas del país. Por ello 
era necesario reducir todo el juego político democrático, a la existencia de 
ciertos procesos legales que regulen el acceso al poder vía elecciones. Esta 
tendencia teórica y práctica del sistema democrático en América Latina y 
Ecuador, ha dado piso para caracterizarla como “democracia delegativa”.
Esta perspectiva centraliza la representación y actuación política 
en el sistema de partidos -posteriormente ampliada a los movimientos po-
líticos como nueva figura jurídica, pero que en sus características centrales 
juegan roles similares a los partidos-, lo cual acarrea dos implicaciones: 
por un lado, vuelve a los partidos el eje central de sustentación del sistema 
político de representación y por otro, descalifica o deslegitima las demás 
formas de representación, participación, demandas y movilización que res-
ponden a la realidad compleja y múltiple de la sociedad ecuatoriana, es 
decir, no aporta a la construcción de una ciudadanía socio-política como 
un cuerpo articulado.
En esta dirección, la Constitución Política de 1978 estableció el 
monopolio absoluto de la participación y la representación política a través 
de los partidos, monopolio reforzado con las disposiciones de la Ley de 
Partidos y de Elecciones, aprobada como componente central del proce-
so de retorno democrático, bajo la orientación de la Democracia Cristiana 
inspirada en el pensamiento de Huntington.
Sin embargo, este monopolio no pudo impedir que la dinámica 
de la representación y mediación política se realice indistintamente en dos 
espacios: el político partidario y el social-político. Esto fue el resultado de 
las transformaciones sociales que vivió el país y de la pérdida de legitimi-
dad de la democracia, al no ser capaz de revertir los costos sociales de las 
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medidas de ajuste estructural que comenzaron a ejecutarse a partir de los 
años 80 y que tuvieron su correlato en un ciclo ascendente de acciones y 
movimientos sociales a partir de los 90.
Igualmente, el marco jurídico-político no dio cuenta de la emer-
gencia de nuevos sujetos sociales que reivindicaron el reconocimiento de 
sus identidades particulares y sus derechos a la diferencia; particularmente 
el movimiento indígena y el movimiento de mujeres, que siendo funda-
mentales no estuvieron incorporados ni en la normatividad constitucional 
ni en la dinámica procesal que implica la democracia ecuatoriana.
Estos límites determinaron una profunda crisis de legitimidad y 
representatividad, tanto del régimen como del sistema político democrá-
tico del país, los cuales fueron interpelados por los movimientos sociales 
para que fuesen sustituidos y cuyo resultado fue una grave crisis política.
1.2.1  De las perspectivas conceptuales a los procesos políticos-socio-
económicos
Jorge León (2004: 88) reconoce que al igual que en otros ámbitos 
de la dinámica social, en la democracia, el Ecuador importó ideas y esque-
mas políticos que respondían a otras realidades como la europea y que al 
aplicarlas en el país, se encontraron con procesos distintos. Por ello se pien-
sa, se analiza y se pretende vivir la democracia en forma idealizada, en la 
medida que es concebida como un modelo al que hay que llegar por ser la 
expresión de lo avanzado y lo moderno, es decir: lo correcto. Sin embargo, 
esta sensibilidad desconoce los procesos concretos de democratización que 
se presentan y construyen en las condiciones concretas de los países.
La reflexión sobre la democracia en el Ecuador se realiza más en 
relación a la dinámica política y social del país -que tiene sus condiciones 
y características específicas-, que en relación al modelo ideal, es decir, a 
pautas prescriptivas que necesariamente evidenciarían debilidades y vacíos.
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“Ni la dictadura ni la democracia en Ecuador han seguido los 
parámetros establecidos” (León, 2004: 93). Fueron los militares quienes se 
constituyeron en los actores que buscaron, a través del Plan de Reestruc-
turación Jurídica del Estado, avanzar en el proceso de modernización del 
régimen político ecuatoriano, lo que para el modelo ideal o la teoría liberal 
representaría un contrasentido, pues un régimen pretoriano jamás podría 
encabezar un proceso de modernización y democratización del sistema po-
lítico, buscando generar límites a la forma oligárquica del quehacer político 
del país.
La transición democrática en el Ecuador no fue el resultado de 
un acuerdo o pacto social que involucró la participación y representación 
de todos los sectores sociales, se trató más bien de un acuerdo para rees-
tructurar la dominación de las élites económicas y políticas, en un contexto 
donde las clases subalternas no estaban movilizadas y por ende no fueron 
consideradas. En este sentido:
Las transiciones democráticas en América Latina han tenido lugar sin la más 
mínima transformación de las sociedades nacionales y sin cambio alguno en 
la correlación de fuerzas económicas y políticas. Una tal transición democrá-
tica ha obedecido más bien a una necesaria modernización de las socieda-
des y de los sistemas políticos nacionales, pero a condición de mantener las 
mismas estructuras sociales y el mismo modelo de dominación política y de 
concentración y acumulación de riqueza. 
Por otra parte, y sobre todo, dichas transformaciones democráticas tanto en 
América Latina como en el mundo entero respondía también a una moder-
nización del mismo modelo global de acumulación y concentración capita-
listas, a una mundialización del capital (Sánchez Parga, 2003, 3).
El retorno a la democracia, fue más bien un proceso de refor-
ma técnica del sistema político antes que un cambio de sistema, ya que no 
supuso una transformación de estructuras. “Consiguientemente, los regí-
menes políticos se asentaron sobre una ‘ciudadanía plana’ sin diferencias. 
Esta construcción se expresó en las diferentes Constituciones Políticas, que 
29
Edgar Tello
asumieron a una ciudadanía política conformada abstractamente, que no 
podía apelar a la diversidad” (Verdesoto, 2008).
Aun así, cuando se puso en riesgo el retorno a la llamada demo-
cracia (o más propiamente la modernización del régimen político) o se 
pretendió poner límites a dicho proceso desde los sectores tradicionales del 
país, el rol que jugaron los movimientos sociales, en particular el sindical, 
campesino y estudiantil, fue protagónico y decisivo. Al contrario del papel 
desempeñado por los sectores de poder económico, desde donde se buscó 
escamotear el proceso, dejando la masacre de los trabajadores de Aztra en 
1997, como el signo más representativo de esta confrontación.
La historia evidencia que las clases subordinadas son los prin-
cipales actores de los procesos de democratización en todos los ámbitos 
(político, social, económico, cultural, etc.), mientras los sectores domi-
nantes tienden a oponer resistencias a dichos procesos, ya que defienden 
las relaciones sociales preestablecidas. Lastimosamente las historias de las 
sociedades son escritas desde las visiones oficiales, donde se trastocan los 
papeles: en el centro de los escenarios aparecen las élites gobernantes y los 
partidos políticos, mientras las clases subordinadas son presentadas como 
un peligro para la democracia y la estabilidad del orden.
Uno de los grandes objetivos que se había formulado el Plan de 
Reestructuración Jurídica del Estado, era la consolidación de un sistema 
moderno de partidos, buscando la configuración de tres grandes tenden-
cias ideológico-políticas que copen el espectro nacional, lo cual, según el 
discurso oficial, garantizaría la estabilidad de la democracia. Sin embargo, 
las prácticas clientelares y los estilos populistas siguieron siendo las carac-
terísticas principales de los procesos electorales, de manera que el peso del 
CFP y los partidos de derecha siguió siendo significativo.
Prácticas clientelares [que] distorsionan a la representación, y hacen aún 
más influyente y determinante el poder del dinero en el proceso electoral 
y la toma de decisiones. No solamente en el sentido de que los partidos 
clientelares no abogan por cambios estructurales, sino porque también las 
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necesidades de proveer servicios y bienes particulares, aunque sean pocos, 
crean incentivos para los políticos que les impiden cohesionarse alrededor 
de propuestas que sirvan para producir bienes colectivos, como por ejem-
plo un eficaz modelo económico o un régimen tributario progresivo (Co-
llins, 2000: 64).
Esto se explica por las características estructurales del capitalis-
mo ecuatoriano, que al estar cimentado en una dinámica que no permite 
niveles importantes de participación de la población en la producción y 
distribución de la riqueza nacional, genera condiciones de pobreza extre-
ma, las cuales determinan –en términos de Sánchez Parga (2003) –, que 
grandes sectores sociales sean irrepresentables en el sistema político. Así, 
los sectores más pobres están dispuestos a negociar su voto, su apoyo elec-
toral, a cambio de pequeñas concesiones materiales que alivien sus difíciles 
condiciones de vida.
En este sentido, el proceso de constitución del régimen político y 
del sistema democrático, tiene dos aspectos que hay que caracterizar. Por 
una parte no genera cauces lo suficientemente institucionales para canali-
zar la dinámica social y ello da espacio para que las prácticas corporativas 
logren conquistas importantes, incluso más allá de la representación de los 
partidos, con lo que se confirma una constante en la dinámica política na-
cional: la “inestabilidad e inorganicidad de la representación”.
Por otra parte, el régimen político democrático no va acompaña-
do de procesos de democratización económica y social, es decir, no genera 
dinámicas para la redistribución de la riqueza, lo cual implica un perma-
nente y continuo descontento ante el sistema en su conjunto.
Cuando la democracia política no va acompañada con la demo-
cracia social y económica, la protesta se legitima y agudiza, pues ya no se 
trata solo de reivindicaciones sociales de carácter democrático, sino que se 
proyecta como una “protesta política” que exige un cambio del sistema en 
su conjunto.
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El diseño del nuevo sistema político impedía que los representantes una 
vez elegidos reciban presión desde abajo, la democracia se introduce pre-
cisamente para calmar a las masas descontentas y no para movilizarlas o 
abrirles nuevos canales de participación. Se trataba de una democracia 
irradiada desde arriba, construida por las élites sin participación popular y 
con un propósito claro: restar legitimidad a las luchas populares que tenían 
como objetivo no solo el fin de las dictaduras, sino la lucha por la justicia, 
redistribución de la riqueza etc. La nueva democracia no era otra cosa que 
la mascarada constitucional de la dictadura de los aparatos de Estado (Mo-
reano 1983: 153).
Por otra parte, el proceso de debilitamiento de la instituciona-
lidad política se da en el marco de la hegemonía de un proyecto de rees-
tructuración del sistema capitalista transnacional bajo la lógica neoliberal, 
proyecto que implica la primacía absoluta de las reglas del mercado libre y 
el correspondiente debilitamiento del rol de los Estados. En este marco, se 
va con figurando lo que O’Donnell denominará las “Democracias Delega-
tivas”, en donde el espacio de la representación va siendo copado por po-
líticos que antes de ser representantes de lo público, representan intereses 
abiertamente privados.
En la práctica la “representación delegativa”, que obligaría a los representan-
tes a actuar de acuerdo a un “mandato imperativo” de sus representados, no 
es más que una ficción, un artificio, quizás peor una impostura o una co-
rrupción, en la medida que no se puede instaurar un modelo de representa-
ción de derecho privado en un contexto institucional de derecho público y 
político, como es el régimen democrático (Sánchez Parga, 2009: 151).
Esta característica que asume la democracia, hace que la política 
sufra una creciente pérdida de legitimidad.
El cuestionamiento de la política resulta de su creciente incapacidad para 
cumplir las funciones que eran tradicionalmente las suyas, de forma muy 
particular las del poder, el discurso, la representación y la legitimidad. Es in-
discutible la pérdida de poder de lo político en razón de la relativización del 
lugar del Estado-nación (…) una especie de balcanización de los poderes, 
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sin que emerja una verdadera gobernanza mundial a la altura de la globali-
zación de las cuestiones políticas actuales (medio ambiente, salud, pobreza, 
regulaciones económicas, terrorismo, etc.). Lo que el poder político ha per-
dido con el declive de la autonomía de las naciones no lo ha recuperado en 
otras instancias que puedan reivindicar para ellas una auténtica legitimidad 
democrática y un ejercicio efectivo del poder (Sue, 2002).
Al declinar lo político –en la medida que las relaciones sociales 
pasan a depender de la dinámica espontánea y “natural” del mercado libre– 
es indudable que declina la democracia como sistema y como régimen, ha-
ciendo que la política y la democracia se estanquen ante la sociedad que 
exige nuevas formas para regular las relaciones sociales, es decir nuevas 
formas de política.
La presencia de la crisis y la adopción continua de las medidas de 
ajuste estructural de parte de los distintos Gobiernos, a partir de Osvaldo 
Hurtado, generan una serie de protestas sociales y legitiman la protesta, la 
misma que va marcar enormemente la vida política nacional en las últimas 
décadas, incidiendo profundamente en la legitimidad de la democracia, 
pues la protesta social “Estará caracterizada por orientaciones políticas am-
biguas en relación a la democracia, de rechazo o distancia de su ejercicio y 
de defensa cuando es amenazada” (León, 2004: 97).
Las reivindicaciones y demandas de mayor participación, que habían dado 
lugar a los movimientos y conflictos sociales, y sobre las cuales se había 
“ordenado” el conflicto democrático, se desgastan y comienzan a declinar, 
para ir siendo progresivamente sustituidas por las protestas contra los go-
biernos y políticas neoliberales, contra el nuevo orden económico mundial 
y más directamente contra el despojo que supone la creciente exclusión so-
cial (…) La no-participación social en la riqueza y la no-distribución social 
más que producir pobres y mayor empobrecimiento responde a una lógica 
y dinámica de violentas exclusiones por todo el tejido de la sociedad, que 
da lugar no tanto a “excluidos”, puesto que nadie queda nunca sociológica-
mente “fuera” de la sociedad, cuanto a la supresión, a la ruptura, al rechazo 
y negación de la participación en la sociedad, pero a la que nunca se deja de 
pertenecer. Esto es lo que explicará la protesta y no tanto la pobreza. Toda 
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la violencia social se cifra en estar en la sociedad pero sin poder participar 
de ella, siendo constantemente excluido de ella. Y sólo esta violencia social 
explica y justifica la violencia de la protesta política, tanto como el carácter 
defensivo y reactivo de su lucha3 (Sánchez Parga, 2004: 5).
Esta característica de la acción de los movimientos sociales es la 
que va explicar la inestabilidad del marco institucional del sistema político 
ecuatoriano desde el accionar de los sectores subalternos. Se está ante un 
régimen político que no regula el conflicto y la forma de resolverlo y ante 
una sociedad civil en peramente movilización para exigir mayores niveles 
de participación en la producción y reparto de la riqueza nacional. 
Producto de este cuadro se puede observar una constante ines-
tabilidad del marco institucional: tres presidentes (Bucaram, Mahuad y 
Gutiérrez) fueron destituidos bajo formas de explosión social que inme-
diatamente se legalizaron, lo que permitió que la democracia -como pro-
cedimiento formal- se mantenga y se valore. Esta idea pasó a gerenciar la 
crisis (León, 2004), pero evidentemente no estaba en capacidad de mejorar 
las condiciones de vida de la población, con lo que se generaban nuevas 
protestas, produciendo más momentos de inestabilidad y descontento res-
pecto al conjunto del sistema democrático4.
En general, la democracia tiende a ser eva luada por los actores 
sociales según dos parámetros: eficiencia y equidad. En los años del ajuste 
neoliberal, uno de los ejes centrales de la crítica a la democracia era pre-
cisamente su incapacidad para resolver la crisis económica y atender los 
problemas sociales generados: incremento de la pobreza e inequidad de las 
relaciones sociales. El crecimiento económico en sí no es garantía de estabi-
3 Este sería el contexto de comprensión de la consolidación de las acciones sociales 
colectivas, y no un problema subjetivo.
4 El proceso de desconfianza en la democracia pasa del 31% al 15% en el periodo 
comprendido entre 1997- 2001. (León, 2004: 98).
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lidad, mientras no se operen procesos de distribución social, pues la crisis 
institucional puede regresar y ser más profunda.
Por ello, la capacidad que tienen los movimientos sociales de ar-
ticular distintos sectores en torno a propuestas programáticas, permite, en 
primera instancia, superar el aislamiento que genera la pobreza y a la par 
permite proyectar alternativas que vayan más allá de reivindicar aspectos 
parciales y se proyecten hacia replanteamientos generales de sociedad.
En este sentido, se puede afirmar que la forma de participar en 
esta democracia es la protesta, que convierte a los movimientos sociales en 
interlocutores públicos y que se concretaron en las diversas versiones de las 
Mesas de Diálogo en una primer fase, para luego expresarse en Asambleas 
o Parlamentos Populares y finalmente a través de “decidores” en ciertos es-
pacios institucionales, como en la caída de Mahuad, cuando se tomaron el 
Parlamento y luego el Palacio de Gobierno para posesionar al Triunvirato.
1.2.2  Democracia, comunidad política y proyecto nacional 
Un aspecto importante de análisis en la construcción de la demo-
cracia y relacionado con el movimiento indígena, es el relativo a la necesa-
ria existencia de una comunidad política que soporte la vigencia de un real 
proceso de democratización. 
Cuando se habla de comunidad política, se refiere a la existencia 
de un conjunto socio-cultural que ha construido un proyecto de nación en 
torno al cual se ha constituido una identidad, articulando a la población 
dentro de un imaginario social de lo que es ser nacional y ciudadano.
Esta característica es parte de lo que la teoría de la moderniza-
ción sostiene cuando decía que la vigencia de la democracia requería ciertas 
condiciones estructurales previas relacionadas con el grado de desarrollo 
económico y la presencia de una determinada estructura social que haga 
viable el proyecto modernizador político, condiciones que en los países an-
dinos –y particularmente en el Ecuador– no se presentaron.
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Esta identidad, en sociedades con diversidades étnico-culturales 
como la ecuatoriana, se ha resuelto desde las élites, en base a la negación de 
la diversidad y se ha impuesto el mecanismo de la asimilación y la adhesión. 
“En el pasado la asimilación era la pauta para lograr la adhesión a la comu-
nidad política y de hecho a la ciudadanía como legitimación-integración 
al Estado. Sin embargo, amplios sectores de la población socializados en 
las pautas de la discriminación y exclusión étnica han considerado que el 
Estado y sus autoridades eran de los otros” (León, 2004: 113).
Esta forma de configurar la comunidad política, que ha sido el es-
tilo de los grupos tradicionales de poder en el país, parecería una constante 
pues el movimiento indígena sigue sintiendo lo mismo en las condiciones 
actuales, con el Gobierno de Rafael Correa. La comunidad política sigue 
siendo ajena a los intereses del mundo indígena y de algunos de los mo-
vimientos sociales, los mismos que no se sienten o no quieren ser vistos o 
tratados como simples ciudadanos; saben que en esas condiciones, a pesar 
de una supuesta igualdad, ésta se diluye en los partidos, por eso plantean 
ser interlocutores sociales colectivos, en busca de nuevas formas de repre-
sentación socio-política.
De otra parte, la versión clásica de la democracia en el plano polí-
tico, supone una interrelación con el plano económico y social. En este sen-
tido, mientras no se articulen programas orientados a una real inclusión de 
la población en la dinámica económica estructural del país y se mantenga 
solo una política de ‘bonos’ (vivienda, desarrollo humano, etc.), realmente 
no se estará construyendo una integración social. Sánchez Parga, al comen-
tar el tema afirma que para hablar de democracia es necesario pensar en 
la integración económica y social de los ciudadanos, generando amplios 
niveles de participación en los procesos de producción y distribución de la 
riqueza social.
Estrecha articulación o correspondencia entre la democracia representativa 
o representación política de la democracia y la participación social o distri-
bución social de la riqueza de una sociedad; las desigualdades sociales po-
drán ser más o menos grandes o insuperable, pero mientras se mantengan 
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ciertos márgenes de distribución social y de participación en la riqueza so-
cialmente producida, la democracia podrá representar políticamente toda 
la conflictividad en torno a la mayor distribución y a las reivindicaciones de 
mayor participación. En otras palabras, sin real participación social no hay 
posible representación política (Sánchez Parga, 2004: 2).
Esto implica la existencia de un sector social dirigente que sea por-
tador de un proyecto societal que articule tanto la dimensión política, como 
las otras dimensiones sociales. La inexistencia de dicho proyecto, a decir de 
León (2004), se constituye en una real amenaza a la misma democracia o 
dicho en otras palabras: no se puede hablar en estricto rigor de Democracia 
como abstracción, aunque en el discurso genérico se lo haga, pero sí señalar 
que existen límites reales de los procesos de democratización que se impul-
san en concreto, pues no se fijan objetivos ni intereses generales en torno a 
hacer equitativas o menos discriminatorias las relaciones sociales. “No se 
propone un proyecto de sociedad o de vida que evoque grandes principios 
y situaciones referidos en alguna noción de interés general, de rechazo a lo 
inadmisible, de un límite social a rechazar o de un ideal a lograr” (León, 
2004: 119).
La democracia ecuatoriana está desprovista del sentido de proyección his-
tórica que consolidó a las democracias europeas y norteamericanas como 
referentes de acción política, social y vida cotidiana. La igualdad social no es 
ciertamente un prerrequisito para la ciudadanía ni para el funcionamiento 
del régimen democrático en sus dimensiones institucionales, pero un régi-
men político sin proyecto de sociedad se deteriora y cumple mal su rol de 
cohesionador de la colectividad. Lo sorprendente es que en la actualidad, 
este tema no tiene promotores ni conceptualizadores. Los políticos ecuato-
rianos no tienen proyecto favorable a la igualdad social, cualquiera fuera; 
algunos se limitan a la retórica de distribuir la riqueza, que conjuga bien en 
las campañas electorales con la visión de redención de la política, pero no 
conlleva proyecto alguno. Otros, probablemente la mayoría, han incorpora-
do simplemente el discurso de lucha contra la pobreza que promueven los 
organismos internacionales. En los casos clásicos de democracia, empero, 
ésta se consolidó precisamente al resolver el proceso de constante búsqueda 
de igualdad social. Es posible que durante este período, la democracia en 
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América Latina termine por mantenerse con un divorcio entre lo social y lo 
político (…). Se trataría de una democracia de procedimientos pero vacía 
del ideal y de sus procesos sociales definitorios (León, 2004: 119).
En tal medida, la perspectiva que ha marcado los análisis de la 
democracia como sistema de gobierno, ha dado cuenta solo de su dimen-
sión política, reducida al significado de gobernabilidad entendida como el 
acuerdo entre las élites de poder.
1.2.3 Democracia, movimientos sociales, inestabilidad  
y democratización
Los movimientos sociales buscan rescatar y construir el sentido 
preciso de los procesos de democratización. Al desarrollar sus acciones que 
combinan lo reivindicativo y la protesta, presionan por una mejor y más 
justa participación en la producción y distribución de la riqueza nacio-
nal, así como por la construcción de mecanismos nuevos de representación 
y participación política de todos los sectores e intereses que actualmente 
no son tomados en cuenta. Al mismo tiempo formulan propuestas para 
cambiar el sistema en su conjunto y transformar las actuales las relaciones 
sociales discriminatorias por otras, donde el parámetro sea la solidaridad.
Las experiencias de Ecuador respecto a la destitución de tres pre-
sidentes, el rol de los movimientos sociales, la opinión pública y las mismas 
instituciones armadas en esas destituciones, así como la posterior legiti-
mación de parte del Congreso de dichos procesos, es uno de los problemas 
teóricos trascendentes y uno de los puntos centrales en la reflexión respecto 
al concepto mismo de democracia.
La presencia de reglas en una democracia formal hace casi im-
posible el cambio de un Gobierno. por las vías normales e institucionales, 
cuando éste evidencia síntomas de incompetencia, corrupción e inestabili-
dad, aun cuando la protesta social de los movimientos sociales y la opinión 
pública digan que debe irse, pues el marco institucional no asume la idea 
del cambio de Gobierno por mal desempeño.
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En tal medida, es el carácter de la democracia ecuatoriana el que 
ha generado el tipo de movimientos sociales que actúan en el espacio socio-
político ecuatoriano en una relación de presión directa con el Estado y en 
particular con el Gobierno, desarticulando la dinámica del sistema político 
cuando los canales legales de representación como partidos y movimientos 
han perdido toda autoridad y legitimidad. Esto es lo que sucede sistemáti-
camente como fundamento del protagonismo el movimiento indígena: al 
no haber una representación política que dé cuenta de las perspectivas e 
intereses del sector, éste tiene que recurrir directamente a la acción política.
En este contexto, la protesta social, al rebasar el marco institucio-
nal y reivindicar ciertas “normas de sanción, más éticas que legales, preci-
samente cuando el sistema no funciona o ha perdido legitimidad” (León, 
2004: 116), se proyecta como una forma de participación política directa, 
es decir: una participación ciudadana que puede ser asumida como un me-
canismo de democratización social y política y como una forma de repre-
sentación no tradicional ni formal.
En este sentido, la protesta de la sociedad civil se constituye en 
una acción profundamente democrática, que expresa la exigencia de la po-
blación para que las autoridades políticas representen realmente los intere-
ses de la sociedad.
Podríamos concluir, entonces, que esta intervención de la protesta que re-
basa los procedimientos democráticos establecidos, bien puede ser una in-
novación que contribuye a construir las normas de una sociedad que exige 
democracia, responsabilidad y sanción incluidas. La mencionada interven-
ción implica una ampliación de la práctica ciudadana, lo que, en relación 
al ideal de democracia, lejos de distanciarse del mismo, lo refuerza. Estos 
precedentes pueden ser considerados, igualmente, como elementos que 
permiten constituir la sociedad civil, pues dan lugar a una dinámica que 
define pautas de funcionamiento no limitadas a la intención de moldear la 
sociedad por el Estado, sino que la sociedad se dota de normas en relación a 
lo que debe ser el Estado constituyendo normas propias de límites de ética 
social a partir de su realidad y no de normas importadas. Estos son, pues, 
39
Edgar Tello
elementos constitutivos de una sociedad civil que abonarían a modificar la 
dependencia de la sociedad frente al Estado como su organizador (León, 
2004: 116).
En esta línea de reflexión, se puede evidenciar la existencia de una 
relación directamente proporcional entre la fuerza y la acción de los mo-
vimientos sociales y la calidad de la institucionalidad política del sistema 
político y de la representación, pues mientras el sistema es más eficiente 
y tiene mejor capacidad de canalizar las demandas sociales, menor será la 
movilidad social; al contrario, cuanto menor sea esa capacidad, mayor será 
el accionar de la sociedad civil a través de la organización y la movilización 
social, es decir, habrá más tomas, huelgas, marchas, etc., lo que a su vez 
profundizará la crisis de legitimidad del sistema institucional. Sin embargo, 
este proceso de participación y representación que han asumido los movi-
mientos sociales tiene un reto estratégico que enfrentar:
Como forma de representación y negociación permanente, viene a ser muy 
costoso para la economía en general, y por eso no muy viable como una 
estrategia a largo plazo, o como un modelo alternativo de representación 
(Collins, 2000: 65).
La evidencia clara que el modelo ideal o abstracto de democracia 
y su relación con los movimientos sociales no corresponde a la realidad de 
América Latina y Ecuador, lo señala Sánchez Parga cuando sostiene que 
ninguna de las condiciones o características que definen al modelo teórico 
de la democracia idealizada -tal como ésta fue pensada en la realidad euro-
pea- está presente en la dinámica concreta de nuestro país.
En Ecuador, y en general en América Latina, estos factores sociopolíti-
cos influyeron tanto en la intensidad de los conflictos sociales como en el 
fracaso de sus reivindicaciones durante la “década perdida” de los 80. En 
primer lugar, las desigualdades sociales eran tan radicales e irreductibles, 
que impidieron en mayor o menor escala toda posible distribución de ri-
queza, bloquearon y frustraron las demandas de más y mejor participación 
social protagonizadas por los “movimientos sociales”; en segundo lugar, 
la ausencia de una sociedad política, de un sistema de partidos y de un 
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Congreso, suficientemente fuertes e independientes de las fuerzas e inte-
reses de las clases dominantes, no sometidos a las oligarquías dominantes, 
hizo imposible una real representación política de las reivindicaciones y 
conflictos sociales; en tercer lugar, tampoco los gobiernos de la “transición 
democrática”, ni el Estado en su organización político administrativa fue-
ron capaces de responder a las reivindicaciones expresadas en los conflic-
tos y protagonizadas por los “movimientos sociales”, ni mucho menos de 
implementar políticas redistributivas y programas sociales, que atenuaran 
dichos conflictos y satisficieran en parte dichas reivindicaciones (Sánchez 
Parga, 2009: 161).
Concluyendo, la reflexión sobre la democracia exige superar la 
visión prescriptiva a impuesta por abstracciones que no responden a rea-
lidades históricas concretas, sino a construcciones discursivas ideologiza-
das que procuran reproducir un orden social acorde a unas determinadas 
relaciones de poder. En su lugar, hay que asumir el concepto de ‘procesos 
de democratización’ para dar dimensión y sentido histórico a los procesos 
sociales y políticos, en la medida que responden a relaciones sociales espe-
cíficas, ubicadas en contextos concretos, de manera que puedan acoplarse 
a las dinámicas endógenas, pero en el marco de articulaciones mundiales.
sociedad civiL 
y movimientos sociaLes
Un concepto central de reflexión que se aborda en el presente 
trabajo es el de sociedad civil. Este concepto y sus asociados: “movimientos 
sociales”, “tercer sector” y “capital social”, se inscriben en contextos de cam-
bios y transformaciones presentes en los últimos años a partir del avance de 
las alternativas al neoliberalismo en Ecuador y América Latina, los cuales 
tienden a revalorizar la política y el papel activo del Estado tanto en los 
discursos como en las prácticas socio-políticos.
Estos cambios del contexto y de los discursos son el producto de la 
nueva correlación de fuerzas presente a partir del agotamiento del neolibe-
ralismo como modelo hegemónico. Este modelo estuvo orientado a superar 
la crisis de acumulación y reproducción ampliada del capital y a recuperar la 
tasa de ganancia del capital, lo que abrió espacio a la reconstitución y avance 
de nuevas perspectivas ante la grave crisis de América Latina y Ecuador. 
El significado de “sociedad civil”, al igual que de otros conceptos 
semejantes, responde a las condiciones socio-históricas en las que se utili-
zan y a los actores que lo enuncian. En este sentido, el concepto tiene una 
connotación política profunda que es imposible no considerarla.
La matriz desde la cual se realiza la presente reflexión reconoce 
la “representación tripartita de lo social” (Fernández, 2004) constituida, en 
primera instancia, por la dinámica económica destinada a la reproducción 
material de la sociedad, en la misma que convergen varias racionalidades, 
articuladas y subordinadas a una dominante (en el caso actual del país, a la 
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racionalidad mercantil lucrativa capitalista); en segundo lugar, por la socie-
dad política -aparato del Estado en términos de Gramsci- conformada por 
un conjunto de instituciones que se encargan de reproducir el orden social 
hegemónico; y finalmente, por el espacio de lo cultural-simbólico, que en 
términos gramscianos constituye la “sociedad civil”, como escenario de la 
conducción ética de la sociedad y de la construcción de la hegemonía cultu-
ral. Este último es el espacio donde se configuran los sentidos y las actitudes 
de los ciudadanos, ya sea en su forma individual o colectiva, así como sus 
múltiples relaciones con la economía y el poder político.
Desde esta perspectiva, el sentido y carácter que asume la socie-
dad civil en el caso ecuatoriano, debe comprenderse a partir de procesos y 
contextos políticos y sociales que lo diferencian de otros países, tanto de 
países del llamado mundo desarrollado (donde el sentido de la sociedad 
civil y de todas las instituciones es el reavivar los procesos de participación 
socioeconómica, lo que implica plantearse como horizonte político central 
consolidar y profundizar la Democracia vigente en sus sociedades, pero ac-
tuando por fuera del sistema político que se encuentra lo suficientemente 
institucionalizado), como de los países del Cono Sur o de la ex órbita so-
viética, cuya acción social, en su momento, tenía como eje central la lucha 
contra el autoritarismo y el totalitarismo en sus Estados.
En el caso ecuatoriano, el sentido principal de la percepción y 
acción social desde los sectores subordinados ha estado orientado por la 
reivindicación y la conquista de derechos correspondientes a regímenes 
democráticos -como a la exigencia de derechos socio-económicos-; pero 
las acciones sociales se caracterizaban por ser muy activas en su relación 
e incidencia en el sistema político, lo que generó una actuación social con 
nítidos roles políticos, que muchas veces llevó a sustituir las funciones de 
los llamados actores políticos institucionales y a asumir claramente sus ro-
les. Esta realidad determinó que el concepto ‘movimientos sociales’ fuese 
el más vigente en el discurso académico, político y mediático, relegando 
importancia al concepto ‘sociedad civil’.
43
Edgar Tello
2.1  Sociedad civil: lugar y objetivo  
de los movimientos sociales
A partir de la representación tripartita mencionada, a la socie-
dad civil se la podría caracterizar como un “lugar”, en la medida que se 
lo comprendería como el espacio de construcción y disputa de sentidos y 
significados ético-culturales, inscrito en determinadas relaciones de poder.
Según Touraine “la forma en que una sociedad institucionaliza 
sus orientaciones culturales supone a la vez el conflicto social y las relacio-
nes sociales de dominación” (Cohen y Arato, 2001). Esta significación de 
sociedad civil se inscribe en la conceptualización gramsciana que carac-
teriza la sociedad civil “como el conjunto de los organismos vulgarmen-
te llamados privados (…) y que corresponden a la función de hegemonía 
que el grupo dominante ejerce en toda la sociedad” (Portelli, 1987: 17). Sin 
embargo, la sociedad civil se podría concebir también como “objetivo”, en 
tanto entra en la disputa de sentidos por la legitimidad de sus reivindica-
ciones y proyectos societales, es decir, por la conducción ético-cultural del 
conjunto social para construir hegemonía a partir de sus específicos hori-
zontes político-culturales. 
Un punto de debate central respecto a la caracterización de la 
sociedad civil y su relación con los movimientos sociales, es el referido a 
su dimensión política no estatal, en la medida que se constituye en un es-
pacio tanto de construcción de hegemonía ideológico-cultural como de 
cuestionamiento de las estructuras de dominación y de disputa de proyec-
tos históricos. Esta disputa de proyectos supone considerar las necesarias e 
innegables relaciones de los movimientos sociales tanto con el escenario y 
dimensión de la política-poder (Estado), como con el escenario y los pro-
cesos de la reproducción material de la sociedad (el mundo de la dinámica 
económica).
Ver la sociedad civil como espacio y objetivo de los movimientos 
sociales, así como su correspondiente relación con la política-poder y la 
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reproducción material -el mundo de la economía-, implica reconocer el ca-
rácter complejo y articulado de las distintas dimensiones que comprenden 
las sociedades.
Esta mirada de articulación ente la sociedad civil, movimientos 
sociales, sociedad política (aparato del Estado) y la reproducción económi-
co-social (mundo de la economía-mercado), permite caracterizar la políti-
ca como un fenómeno o una realidad “socialmente condicionada”, pues la 
dinámica de la sociedad civil incide de forma directa en la estructuración 
de lo político y la política.
2.2  Movimientos sociales
El estudio de los movimientos sociales ha vivido momentos his-
tóricos diversos. En un inicio los movimientos sociales no fueron asumidos 
como objetos específicos de análisis y de reflexión teórica. Desde la pers-
pectiva funcionalista se los concebía como un producto disfuncional del 
sistema social, en la medida que expresarían que éste sufría una inestabili-
dad o alteración en su dinámica estructural.
Una concepción funcionalista de la realidad social, donde todos los ele-
mentos juegan un rol similar a los órganos del cuerpo humano, considera 
que los MS constituyen una reacción a una situación de desequilibrio del 
sistema social, una disfunción o desviación, que se puede corregir para res-
tablecer el sistema (capitalista o socialista) valorado implícitamente como 
la mejor sociedad posible y la definitiva (Serra Vázquez, 1990: 7).
Esta concepción funcionalista sigue presente en muchos discur-
sos políticos y mediáticos. Cuando se pretende deslegitimar o desvalorizar 
las acciones de los movimientos sociales, es común la referencia de muchos 
mandatarios a éstos en términos de “un problema” que se debe solucionar.
Una comprensión integral de los movimientos sociales permite 
entenderlos como una forma de acción colectiva, concertada e intenciona-
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da, que requiere actuar en conjunto como un proyecto voluntario, lo cual 
les da una clara dimensión política. “Alain Touraine (1978) señalaba que los 
movimientos sociales son, por definición, un componente singular e im-
portante de la participación política” (Neveu, 2000: 22). Esto implica que 
los movimientos sociales se definen a partir del desarrollo de una relación 
social, que implica identificar otro actor contra quien planear acciones en 
procura de ciertas reivindicaciones en positivo (alza de salarios, una ley, 
etc.) y en negativo (oposición a determinadas decisiones políticas).
Esta definición general deja de lado otras acciones colectivas 
como las de autoayuda, que no confrontan directamente con un adversa-
rio, sino que son entendidas como acciones de complemento, las mismas 
que implican procesos de despolitización en la medida que tienden a reem-
plazar las políticas públicas o roles del Estado y asumen, desde la gestión 
privada –que puede ser colectiva–, las problemáticas sociales. Vale señalar 
que este tipo de acciones colectivas de apoyo pueden ser también parte de 
los movimientos sociales cuando se impulsan programas mutualistas, por 
ejemplo los casos de acciones cooperativas para la dotación de vivienda o la 
conformación de cooperativas de crédito, en el caso de sectores campesinos.
Los movimientos sociales definen y expresan claramente su ca-
rácter político en la medida en que influyen en las definiciones de las políti-
cas públicas.5 El Estado, así como las instancias de gobiernos locales, sienten 
la presión permanente de las acciones sociales colectivas, ya sea bajo la for-
ma de protesta como de propuestas. 
El movimiento social es un universo complejo a ser abordado. No 
es un objeto aislado de análisis, su tratamiento implica interrelacionarlo 
con distintas dimensiones y aspectos de la realidad social, su comprensión 
5 “La noción de políticas públicas (Muller, 1990) designa las acciones de las autori-
dades, cuando se trata de diversos asuntos, en contraste con el concepto de política 
entendido como lucha para el ejercicio del poder” (neveu, 2000: 27).
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solo puede ser cabal en la medida que se lo estudia en contexto. Entre di-
chos aspectos cabe mencionar los siguientes:
Participación social y política en la vida nacional: la forma más básica de 
ejercicio político se define a partir del ejercicio del voto; sin embargo, en 
ciertas realidades y sistemas políticos, ya sean por sus propias características 
estructurales de organización y funcionamiento y/o por los momentos de 
crisis que atraviesan “…la movilización social y acción colectiva ha demos-
trado que ha sido la única vía posible de participar en la vida nacional” 
(Neveu, 2000: 51).
En ocasiones, las problemáticas más sentidas permiten ser visibilizadas solo 
cuando las acciones colectivas se presentan para demandar la intervención 
del Estado a través de las correspondientes políticas públicas.
Frente a las formas de vida imperantes, surgen nuevas y alternativas formas 
de vivir e insertarse en la sociedad, en la medida que “Los movimientos so-
ciales son espacios donde se expresan y se cristalizan identidades colectivas, 
formas de vivir y su inserción en la sociedad” (Neveu, 2000: 51). 
Sin embargo, dadas las condiciones de América Latina, el carác-
ter político de los movimientos sociales se proyecta hasta la disputa del 
ejercicio del poder político. Como podría observarse en algunos países, la 
constitución de fuerzas políticas institucionales se han dado a partir del 
acumulado de acciones impulsadas por una diversidad de movimientos so-
ciales, que con los niveles correspondientes de coordinación y convergencia 
llegan a constituir ‘Un’ Movimiento Social –con mayúscula–, como lo seña-
la Manuel Garretón al estudiar la dinámica de los movimientos sociales en 
América Latina (Garretón, 2000).
Se pueden observar las experiencias recientes de Bolivia, Ecuador 
y Brasil, donde a partir de los movimientos sociales particulares, se consti-
tuyó Un Movimiento Social Democrático Anti-Neoliberal con sus corres-
pondientes expresiones políticas institucionales electorales: movimientos y 
partidos políticos.
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Sin duda los cambios sociales, políticos y culturales han modi-
ficado la definición de lo que es un ‘movimiento social’. Ése es justamente 
uno de los puntos más debatidos en los espacios académicos, sin tener una 
respuesta única o clara. Se trata de una problemática de índole teórico-
político que ha generado mucha polémica, sobre todo cuando fuerzas po-
líticas resultantes de luchas anti-neoliberales han llegado a ser gobiernos y 
están abocados a la tarea de construir nuevos regímenes democráticos.
2.2.1  La doble dimensión de los movimientos sociales
En el contexto de América Latina y Ecuador, la constitución de 
los movimientos sociales, al operar como expresión de acciones en tor-
no a reivindicaciones y protestas socioeconómicas y políticas y al cons-
truir identidades colectivas a partir de varios referentes, entra en tensión 
y cuestiona las expresiones y los fundamentos culturales hegemónicos de 
las sociedades.
En este sentido, los movimientos sociales, en la realidad ecuato-
riana, responderían tanto a una perspectiva estratégico-instrumental que 
apunta a lograr reivindicaciones económicas, sociales y políticas (en la me-
dida que buscan influenciar en el poder para ampliar espacios de la sociedad 
y lograr la inclusión de nuevos actores), como a una perspectiva para la cons-
trucción de identidades culturales colectivas que se orienten a “modernizar 
la sociedad civil en el sentido de desmantelar las estructuras tradicionales de 
la dominación, exclusión y desigualdad arraigadas en las instituciones socia-
les, las normas, las identidades colectivas y los valores culturales basados en 
el prejuicio racial y de clases” (Cohen y Arato, 2001: 571).
Esta característica la podemos constatar en el accionar del mo-
vimiento indígena ecuatoriano. De una parte, sus estrategias y líneas de 
acción se han orientado a impregnar en la sociedad civil una perspectiva 
de interculturalidad, que cuestiona la visión monocultural que ha hege-
monizado la sociedad ecuatoriana y que responde a los proyectos de los 
sectores de poder económico y cultural que han controlado la sociedad 
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ecuatoriana desde una perspectiva blanco-occidental. De otra parte, como 
movimiento social, ha impulsado una estrategia instrumental, (teoría de 
la “Movilización de Recursos”), que busca la “inclusión política de grupos 
anteriormente excluidos”, junto a la obtención de beneficios materiales en 
base a políticas públicas en áreas como: agrícola, minera-petrolera, educa-
tiva, etcétera.
2.2.2  Enfoques de análisis
Realizar el análisis de los movimientos sociales en cuanto a su 
relación con el sistema político, exige una comprensión más amplia del 
concepto de movimientos sociales, buscando una perspectiva más general 
e inclusiva, o como se ha señalado: buscando comprenderlo como un con-
cepto “atrápalo-todo”.
Son varios los enfoques desde donde se han realizado los estudios 
e investigaciones sobre movimientos sociales, sin embargo, los que más han 
incidido son dos grandes tendencias que responden a lo que Luisa Ramos 
(Ramos, 1997) define como el paradigma de la identidad -o de los nue-
vos movimientos sociales- y el paradigma de la movilización de recursos 
-o enfoque estratégico. El reto es articular una conceptualización de los 
movimientos sociales desde una perspectiva política, que articule distintas 
visiones sobre el tema: las que ponen el acento en factores culturales para 
explicar la dinámica de los movimientos sociales y las visiones que resaltan 
los aspectos más instrumentales o estratégicos para la consecución de obje-
tivos, la llamada “movilización de recursos”.
Desde la perspectiva de la identidad, se afirma que los movimien-
tos sociales se articulan en la medida que buscan construir relaciones en 
donde puedan desarrollar sus especificidades como sectores sociales diver-
sos, dado que las relaciones generadas por la sociedad racional y moder-
na tiende a homogenizar y limitar la necesidad de identidad. Al respecto, 
Melucci plantea que “lo que las personas demandan de forma colectiva es 
el derecho a realizar su propia identidad: la posibilidad de disponer de su 
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creatividad personal, su vida afectiva y su existencia biológica e interperso-
nal” (Ramos, 1997).
Desde la perspectiva teórica de la movilización de recursos, los 
movimientos sociales son el resultado de la búsqueda de recursos para po-
der lograr ciertos objetivos que surgen de la situación común en la que 
viven determinados sectores marginados. Esta visión se basa en la teoría de 
elección racional, que busca definir y seleccionar las estrategias más ade-
cuadas para el logro de un fin. Así, los movimientos sociales no pensarían 
en el conjunto social y ni podrían constituirse en reales actores políticos.
La teoría de la ‘elección racional’ responde a principios filosóficos 
que partirían de una relación causa-efecto, es decir, se utiliza la lógica o la 
racionalidad instrumental para estudiar aquellas acciones colectivas deno-
minadas movimientos sociales e identificar las motivaciones que tienen los 
individuos para participar en una movilización.
Desde la perspectiva de las teorías de movilización de recursos, el elemento 
que define a un movimiento social sería la acción de grupos sociales que se 
movilizan para adquirir recursos. Este paradigma concibe a los movimien-
tos como acciones de respuesta a los agravios. En tanto que los agravios son 
universales, lo que caracterizaría a los movimientos son los recursos que 
son capaces de movilizar. Influidos por las teorías de elección racional (Ol-
son, 1965), se trata de analizar la medida en que la acción colectiva depende 
de la capacidad de las asociaciones para movilizar recursos y comportarse 
de acuerdo a una acción racional y planificada (Ramos, 1997). 
Respecto a los factores de surgimiento y los posibles impactos 
en el conjunto social, se identifican dos enfoques: uno que responde a una 
perspectiva más global y que afirma que los movimientos sociales son el 
resultado de factores más estructurales y como tales, su rol es constituirse 
en actores y protagonistas del cambio social; y otro que los define desde 
un espacio pequeño, incluso individual, en donde los nuevos movimientos 
sociales serían la expresión de orientaciones compartidas a nivel más par-
ticular, perdiendo las perspectivas del conjunto de la problemática social.
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Adicionalmente se encuentra el enfoque de la “estructura de 
oportunidad política”, el cual permite que el análisis sitúe “no sólo los fac-
tores que explican el surgimiento y desarrollo de los movimientos sociales, 
sino también como plataforma de arranque desde la que analizar los po-
sibles efectos de los movimientos sobre el sistema político” (Ramos, 1997: 
248). Este enfoque posibilita examinar las relaciones de los movimientos 
sociales con las instituciones políticas. Una de las ideas centrales de este 
enfoque se refiere a la “estructura de oportunidad política”, comprendida 
como el contexto en que son viables determinadas acciones colectivas.
Para el desarrollo del presente trabajo es importante considerar 
algunas variables enunciadas por los teóricos de la “estructura de opor-
tunidad política”, en la medida que se constituyen en parámetros para el 
análisis de las posibilidades de los movimientos sociales en el contexto de 
los sistemas políticos donde interactúan. Entre dichas variables se pueden 
identificar las siguientes:
•	 cambios o transformaciones en el marco institucional
•	 variaciones en las relaciones informales de poder
•	 grado de apertura del sistema político institucionalizado
•	 estabilidad o inestabilidad de las alineaciones entre las élites
•	 presencia o no de aliados entre aquellas élites
•	 capacidad represiva del Estado. 
Estas variables no son inmutables ni fijas; según Doug McAdam 
los movimientos sociales pueden influir en las estructuras de las oportuni-
dades políticas, ya sea para ampliarlas o reducirlas. Esta perspectiva permi-
te reconocer el carácter interactivo de las relaciones.
La relación entre sociedad civil y movimientos sociales queda 
claramente establecida en las tesis de Touraine cuando afirma que la cons-
trucción de las identidades de los movimientos sociales implica un cuestio-
namiento y una disputa de sentido con la identidad social general.
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Alain Touraine, a mediados de los 80, genera un salto importante 
en el tratamiento del tema, al analizar las acciones colectivas en relación 
con el sistema político. Para el autor (1998), la constitución de un movi-
miento social es el eje principal de su propuesta teórico-analítica. Este mo-
vimiento es comprendido a partir de la oposición al sistema general, en la 
medida “que cuestiona o interpela ciertas formas de dominación, y que en 
consecuencia pugna por valores y orientaciones generales de la sociedad 
con sus antagonis tas” (Mirza, 2006: 51), lo que supone una dimensión sig-
nificativa distinta a la de los grupos de interés, que juegan como factores de 
presión política frente a circunstancias específicas.
Este carácter del movimiento social implica la existencia de un 
conflicto central, que involucra una oposición a la racionalidad hegemóni-
ca del sistema vigente y a la vigencia fetichizada del mercado. Esta disputa 
de las orientaciones generales significa la disputa por la hegemonía, en la 
medida que implica el conflicto cultural e ideológico del conjunto social.
A partir de esta perspectiva, es necesario comprender el carácter 
de la disputa de sentidos que se desarrolla en el Ecuador. El movimien-
to indígena pretende ir más allá de la presión política por determinadas 
reivindicaciones e inscribirse en el debate sobre el carácter del Estado. Lo 
mismo se puede decir del movimiento feminista que cuestiona el carácter 
patriarcal del conjunto social y su materialización en las diversas institu-
ciones privadas y públicas. En la década de los 70 y 80, tenemos que en 
el movimiento sindical, más allá de su lucha reivindicativa, era parte de 
un movimiento social y político que cuestionaba el carácter explotador el 
sistema y proyectaba una visión civilizatoria distinta; en esa medida el mo-
vimiento sindical, se constituía en una alternativa al statu quo. De igual ma-
nera se podría hablar del movimiento étnico-cultural que pone en cuestión 
el carácter mono-cultural de la sociedad ecuatoriana y forja una diputa de 
proyectos sociales distintos.
Touraine complementa su perspectiva de los movimientos socia-
les al establecer su relación directa con la democracia, pues ubica a ésta 
52
Movimiento indígena y sistema político en Ecuador
como condición de los primeros y a la vez señala la necesidad de un alto 
nivel de autonomía de los movimientos sociales respecto la dinámica de los 
actores políticos.
De otra parte, es importante considerar que la construcción de 
un movimiento social implica asumir una historicidad, cuya conceptuali-
zación, según Touraine, es la lucha por una hegemonía o control de aque-
llas orientaciones culturales e ideológicas en una sociedad determinada. Lo 
mismo que Garretón replantea como la dimensión histórico-estructural, 
en la cual se dirimen los proyectos y contraproyectos sociales. O lo que 
Zemelman señala como la consolidación de una conciencia histórica y la 
capacidad de los sujetos para reactuar sobre las circunstancias.
Ya en la década de los 90 se genera una nueva corriente que abor-
da los movimientos sociales desde la perspectiva definida como de los 
“nuevos” movimientos sociales. En el contexto de América Latina (cen-
trando el análisis en las transformaciones de la acción social colectiva y su 
relación con los procesos de democratización política y social) toma mos 
los aportes del sociólogo Manuel Antonio Garretón como centrales para el 
presente trabajo.
Manuel Garretón construye una perspectiva de los movimientos 
sociales y de El Movimiento Social (similar al Movimiento Societal de Tou-
raine), a partir de la articulación con la matriz socio-política, cuyos cam-
bios generan condiciones distintas que inciden en el carácter o naturaleza 
de los movimientos sociales. Igualmente resalta el impacto de dichos cam-
bios en la necesidad de la construcción de nuevos andamiajes conceptuales 
para comprender las nuevas dinámicas políticas y sociales.
Garretón define los movimientos sociales como “una acción co-
lectiva con alguna estabilidad en el tiempo y algún grado de organización, 
orientados hacia el cambio o la conservación de la sociedad o de alguna de 
sus esferas” (Garretón, 1996). A partir de esta definición, se comprende que 
los movimientos sociales tienen dos dimensiones: una que comprende la 
referencia a cierta visión de totalidad o globalidad, en la medida que mira 
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hacia el conjunto social, y otra que surge desde la especificidad de su reali-
dad particular.
La idea de movimientos sociales tiende a fluctuar entre dos polos en la teo-
ría social. Uno es la visión de movimientos sociales como acción colectiva 
que responde a tensiones o contradicciones específicas en la sociedad y que 
se orienta a poner término a esa contradicción específica. El otro es el movi-
miento social como portador del sentido de la historia y como encarnación 
y principal agente del cambio social global. 
Ambos polos de la teoría pueden verse como dos dimensiones de los mo-
vimientos sociales históricos. Por un lado, el Movimiento Social (MS con 
mayúscula) orientado hacia la “problemática socio-histórica” de una socie-
dad dada y que define el conflicto y contradicción central de ésta. Por otro 
lado, los movimientos sociales (mss, en plural) que son los actores concre-
tos orientados hacia metas específicas y que forman parte del MS. Las rela-
ciones entre ambas dimensiones son históricas y su naturaleza pertenece a 
cada sociedad (Garretón, 2002: 1).
Según Garretón el carácter de los movimientos sociales y de El 
Movimiento Social están definidos por una matriz socio-política, la cual es:
El modo mediante el cual los actores sociales se constituyen como tales en 
una sociedad dada y al tipo de relaciones entre el Estado y la sociedad. Más 
específicamente, una MSP define las relaciones entre el Estado y sus dife-
rentes dimensiones (unidad nacional, relaciones de dominación, agente de 
desarrollo e integración), el sistema de representación (instituciones, siste-
ma de partidos) y la base cultural y socioeconómica de los actores sociales 
(sociedad civil y economía). Las mediaciones institucionales entre estos tres 
componentes constituyen el régimen político (Garretón, 2002).
A partir de la relación entre movimientos sociales y Matriz Socio-
Política, Garretón sostiene que se dan cambios significativos en el carácter 
de las acciones colectivas y en las formas que éstos son interpretados. Así, los 
movimientos sociales ya no tienen un referente único de articulación que 
fundamente y proyecte su horizonte de sentido, es decir ya no está presente 
una sola corriente socio-histórico-política que aglutine a los diversos mo-
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vimientos sociales y los proyecte en una dinámica general única (situación 
que se diferencia respecto al momento histórico anterior, cuando existía Un 
Movimiento Social que respondía a las características de la Matriz Socio Po-
lítica vigente y que generaba una horizonte político más o menos común). 
Hoy nos encontramos con movimientos que dan cuenta de una gran varie-
dad de situaciones, generándose “formas de lucha más autónomas, cortas y 
menos políticamente orientadas, relacionadas con las instituciones en lugar 
de las protestas, más orientadas hacia las inclusiones sectoriales, las moder-
nizaciones parciales y la democratización e integración social gradual que 
hacia los cambios globales radicales” (Mirtza, 2007: 53-54).
Las nuevas condiciones socioeconómicas y políticas generadas a 
partir de la dinámica del capitalismo bajo orientaciones neoliberales, cons-
tituyeron el marco en el cual los movimientos sociales gestaron sus accio-
nes, diversificando los ámbitos y ejes en torno a los cuales emergieron dis-
tintas formas6 de acción colectiva en distintos ámbitos de la sociedad7, las 
cuales han hecho que se los movimientos sociales se definan como nuevos 
ejes de conflicto, reivindicación y exigencia.
La democratización política (sobre todo a partir de los proce sos de reins-
talación de los regímenes democráticos y su concomitante consolidación); 
la democratización social apoyada en la revalorización de los derechos so-
6 En la conceptualización de garretón, van desde las acciones individuales en rela-
ción (“mundos de la vida”) hasta las acciones generales colectivas globales, las que 
construyen la historicidad de las sociedades, es decir las que al construir proyectos de 
cambio y/o oponerse a ellos, marcan la dinámica de las historia de cada sociedad. 
7 respecto de las esferas o ámbitos de acción, ellas corresponden al modo de satisfacer 
las necesidades materiales de la sociedad, lo que se llama economía; a las fórmulas e 
instituciones de convivencia, conflictos, estratificación o jerarquización que definen 
la estructura u organización social en un sentido amplio; a la configuración de las 
relaciones de poder referidas a la conducción general de la sociedad, lo que se deno-
mina política; y a los modelos éticos y de conocimiento y su aplicación, las visiones 
del tiempo y la naturaleza, la representación simbólica y la socialización, que es lo 
que llamamos cultura.
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ciales y de ciudadanía; la reconstrucción de las eco nomías nacionales y su 
inserción en el proceso reciente de globaliza ción (desde la implantación del 
esquema neoliberal); y la reformula ción de la modernidad (modernidades, 
según Garretón, que combinan de manera diversa patrones de racionalidad 
científico-tecnológica con la dimensión más expresivo-comunicacional y la 
memoria histórica co lectiva) (Mirtza, 2007: 54).
Por supuesto que las nuevas esferas de las acciones colectivas y 
las nuevas dimensiones (formas de acción social) no reemplazan a las an-
teriores, agregan más diversidad y complejidad a la acción social. En este 
sentido, cabe resaltar que la constitución de los movimientos sociales no 
responde solo a las ‘macroestructuras’ “presentes en las formas reticulares 
que atraviesan a toda la sociedad. Engloba los macroefectos de los micro-
problemas y los microefectos de los macroacontecimientos”, como señala 
Sztompka (1993).
En lo referente al marco interpretativo, existe un reto en el cam-
po teórico de interpretación y análisis, se trata de superar el determinismo 
estructuralista que primaba como base para los análisis socio-político, sin 
caer en el indeterminismo del análisis discursivo y el relativismo cultural. 
En este sentido, es importante recuperar la referencia e importancia al su-
jeto-actor que desarrolla Garretón:
Cuando hablamos de actor sujeto, nos referimos a los portadores, con base 
material o cultural, de acción individual o colectiva que apelan a principios 
de estructuración, conservación o cambio de la sociedad, que tienen una 
cierta densidad histórica, que se definen en términos de identidad, alteridad 
y contexto, que se involucran en los proyectos y contraproyectos, y en los 
que hay una tensión nunca resuelta entre el sujeto o principio constituti-
vo y trascendente de una determinada acción histórica y la particularidad 
y materialidad del actor que lo invoca. No todo lo que se mueve o actúa 
en una sociedad es un actor en el sentido sociológico del término, podría-
mos llamarlo simplemente agente. Tampoco todo lo que llamamos actor es 
siempre portador de una alta densidad histórica (Garretón, 2002).
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El concepto de actores sociales se interrelaciona con el de 
movimientos sociales, cuando se analizan procesos socio-políticos 
de incidencia y acción por el cambio y/o la defensa de estructuras 
político-económico-sociales.
Garretón asume que existen otros referentes en la constitución de 
actores sociales que generan acciones de nuevo tipo, sin que ello implique 
negar la existencia de actores que responden a las formas clásicas, pues se 
ha complejizado la arena de los actores y movimientos sociales. Al respecto 
Garretón señala que es necesario identificar una:
Matriz configurativa (combinación de niveles y dimensiones y de esferas 
y ámbitos en que se ubica la acción o el actor), pasaríamos tentativa y am-
biguamente de actores básicamente económico-políticos y centrados en el 
nivel histórico-estructural de las sociedades a actores definidos sociocul-
turalmente y por referencia a los mundos de la vida (subjetividad) y a las 
instrumentalidades organizacionales e institucionales (Garretón, 2002).
En este sentido, actores y movimientos sociales deben ser re-
flexionados desde la referencia a la Matriz Socio Política, en contextos es-
tructurales determinados. En el presente estudio, se aborda el análisis de 
los movimientos sociales en el contexto de la descomposición de la matriz 
socio-política neoliberal, que implica y requiere la transformación del mo-
delo de desarrollo y la presencia de una nueva articulación institucional, 
en cuyo proceso se encuentra empeñado el Gobierno de Correa y que será 
abordado en el capítulo que trate sobre el tema de la relación del movi-
miento indígena con el sistema político. 
Desde otra perspectiva, María da Glória Gohn (1997) aporta ele-
mentos importantes para comprender de forma interrelacionada qué son 
los movi mientos sociales, pues integra en dicho concepto el de ‘actores’, 
dándole una dimensión claramente política y estableciendo diferencias es-
pecíficas con otras formas de acción colectiva como las movilizaciones.
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Movimientos sociales son acciones sociopolíticas construidas por ac tores 
sociales colectivos pertenecientes a distintas clases y capas so ciales, articu-
ladas en ciertos escenarios de la coyuntura socioeconó mica y política de 
un país, creando un campo político de fuerza social en la sociedad civil. 
Las acciones se estructuran a partir de reperto rios creados sobre temas y 
problemas en conflictos, litigios y dispu tas vivenciados por el grupo en la 
sociedad. Las acciones desarrollan un proceso social y político-cultural que 
crea una identidad colectiva para el movimiento, a partir de los intereses 
en común (…) Los movimientos generan una serie de innovaciones en las 
esferas pública (estatal o no estatal) y privada; participan directa o indirec-
tamente de la lucha política de un país, y contribuyen para el desarrollo y la 
transformación de la sociedad civil y política. Los movimientos participan 
por lo tanto de los cambios sociales históricos de un país y el carácter de las 
transformaciones generadas podrá ser tanto progresista como con servador 
o reaccionario, dependiendo de las fuerzas sociopolíticas a que están articu-
lados, en sus densas redes; y de los proyectos políticos que construyen con 
sus acciones (Gohn, 1997: 252). 
Al igual que Garretón, Gohn señala que los movimientos sociales 
se constituyen a partir de varios ejes, lo que determina su heterogeneidad. 
Entre los aspectos desde los cuales se desarrollan sus acciones colectivas 
están: la atención a problemas sociales como vivienda, salud y medio am-
biente; la reivindicación de aspectos de orden estrictamente cultural como 
los étnicos, opción sexual, generacionales; la oposición a políticas públi-
cas, que generan formas de resistencia, sublevaciones, motines y verdaderas 
insurrecciones; la defensa de cierta postura ideológica, ya venga desde el 
marxismo, anarquismo, humanismo, entre otras corrientes políticas cla-
ramente identificadas. Sin embargo, un aspecto trascendental en el análisis 
y la comprensión de la constitución y dinámica de los movimientos so-
ciales es su dimensión relacional que define su existencia objetiva, es de-
cir: la existencia de un movimiento social solo se la puede comprender en 
interconexión con otros actores-sujetos sociales, ya que es el resultado de 
una trama de relaciones que obviamente se dan en contextos estructura-
les determinados.
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Es desde las relaciones sociales de poder que generan condiciones 
de discriminación, marginación, explotación, dominación8, desde donde se 
puede entender el surgimiento de las acciones colectivas que configuran los 
movimientos sociales. Estas relaciones sociales giran en torno a conflictos 
o contradicciones, que son el punto de partida para la existencia de los 
movimientos. Sin embargo, hay que precisar que el conflicto no es consus-
tancial a las sociedades humanas y Melucci (1999) señala al respecto que el 
conflicto es:
El resultado de las interacciones de un grupo con otro y de las condiciones 
en que esta interacción se produce. La naturaleza de los conflictos y la po-
sición de los actores guardan directa relación con las condiciones en que 
se genera la acción colectiva del grupo o las redes sociales en que éste se 
encuentra inserto. En algunos casos, el conflicto puede explicarse porque 
las expresiones de un grupo o las categorías sociales excluidas presionan 
por tener representación. De acuerdo con ello, el conflicto se basa en la 
presión ejercida por un grupo que persigue la integración dentro del marco 
político-social o de los beneficios de los que ha sido excluido; por tanto, no 
se trata necesariamente de un conflicto de antagonismos. Pero cuando las 
fronteras políticas son rígidas e inflexibles, la expresión de la demanda será 
diferente y sus resultados mucho menos predecibles que en el caso anterior. 
En estas condiciones, por lo general, el resultado es un conflicto violento, en 
que uno de los sujetos sociales desea la transformación de las reglas y nor-
mas que han regulado la convivencia o la distribución de recursos (Citado 
por Alamo, 2007: 88).
8 Un movimiento social tiene como correlato la demanda por un nuevo orden institu-
cional que permita a un grupo determinado, excluido del Estado o marginado por la 
sociedad civil, manifestarse, movilizarse, crear nuevas alternativas de participación 
política a través de la demanda, la negociación, la disputa, la exigencia. desde esta 
perspectiva, el pueblo circunscribe espacios de relación política que establecen el 
surgimiento de otro tipo de institucionalidad, generando nuevos espacios políticos. 
Los movimientos sociales se configuran como instituciones populares, a partir de una 
nueva lectura de las instituciones políticas. (Santillana, 2006: 232).
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Esta interpretación que, parafraseando a Helio Gallardo a pro-
pósito de su enfoque de los derechos humanos, se la puede definir como 
socio-histórica, permite superar una visión determinista de las estructuras 
y un análisis metafísico de la emergencia de los movimientos sociales, al 
ubicar el contexto histórico de las relaciones sociales como el soporte ob-
jetivo desde donde comprender la constitución y el accionar de los movi-
mientos. Sin embargo, esta visión socio-histórica, al poner el énfasis en las 
relaciones sociales como el eje explicativo de la constitución y desarrollo de 
los movimientos sociales, identifica algunas dimensiones fundamentales:
a) nivel histórico-estructural, que hace referencia al conjunto de relaciones 
sociales, cuya reiteración “normal”, constituye los límites de posibilidad de 
toda acción (¿cómo está construido el edificio social en el cual se gesta la 
acción colectiva y los actores?); b) nivel de matriz socio-política, que se re-
fiere al modo particular y tiempo específico en los que los actores sociales se 
constituyen en una sociedad y al tipo de relaciones entre Estado y sociedad; 
y, c) nivel coyuntural, de interacciones estratégicas, que hace relación a los 
eventos políticos, a la dinámica estratégica de acciones y discursos en curso 
(Barrera, 1993: 92).
Es a partir de las relaciones sociales discriminatorias que se re-
producen desde el poder en el mundo de la economía, de la sociedad civil 
y del Estado, que los movimientos sociales demandan un cambio, y en esa 
medida se configuran en sujetos sociales y políticos que construyen su pro-
pio juicio en base a sus valores y su capacidad de movilización, transfor-
mando sus necesidades en acciones que modifican el presente y el fututo. 
En otras palabras: asumen su historicidad.
En este sentido, los movimientos sociales, tanto en función de sus 
reivindicaciones particulares como en busca del cambio general de la socie-
dad, exigen que el sistema político incorpore las reformas necesarias, lo que 
les lleva a asumir un conflicto abierto con el poder político, en la medida 
que plantean transformaciones profundas en la estructura social.
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Esto hace que los movimientos sociales establezcan diversas y 
simultáneas maneras de intervención en el sistema político. Así podemos 
reconocer estrategias en las cuales se presenta una combinación entre una 
disputa por espacios en la institucionalidad de la democracia y simultánea-
mente una lucha extra institucional que confronta desde “afuera” al sistema 
vigente (Muños, 2008).
De la reflexión que se ha desarrollado, se puede concluir que una 
de las características específicas de los movimientos sociales en América 
Latina y el Ecuador es precisamente su carácter profundamente político, el 
cual lo definen a partir de los roles que les ha tocado jugar dadas las condi-
ciones estructurales de la sociedad, las cuales, como ya anotó Touraine, les 
hace diferentes a los movimientos de otras realidades. Los movimientos so-
ciales deben ser comprendidos como portadores de proyectos alternativos. 
Es desde esa característica que se analiza su relación con el sistema político, 
superando la visión que los reduce a simples grupos de presión.
eL movimiento 
indÍgena ecuatoriano
El movimiento indígena ecuatoriano, que se da a conocer públi-
camente en los años 90 -a raíz de su primer levantamiento-, tiene todas 
las características de un movimiento social, como se señaló en el capítulo 
anterior y que vale sintetizar ahora:
Una red organizativa relativamente densa y descentralizada, enarbolaban 
demandas inmediatas combinadas con reivindicaciones de largo plazo, se 
sostenían en actores sociales cohesionados por identidades sociales fuerte-
mente ancladas en una lucha cultural por el reconocimiento y mostraban 
una capacidad inusual para movilizarse en protestas callejeras ocupando el 
escenario político y el espacio social (Ospina, 2008:70).
El movimiento indígena surge como respuesta a:
•	 La histórica discriminación social, cultural, económica y política 
que la sociedad y el Estado han generado durante un largo tiempo.
•	 Los efectos de la profundización de las situaciones de desigualdad 
socioeconómica que ocasionaron las políticas de ajuste implementa-
das bajo la orientación neoliberal y que produjeron cambios signifi-
cativos en las relaciones económico-sociales a nivel agrario.
•	 El creciente descontento ante los límites e incapacidad del régimen 
y del sistema democrático para canalizar los conflictos sociales y 
generar espacios de participación y representación de la dinámica 
socio-política emergente.
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Las condiciones objetiva señaladas se complementan con el ele-
mento subjetivo de la constitución de los movimientos sociales: la per-
cepción de la realidad. Es decir la presencia del elemento cognitivo que 
le permite comprender al sujeto su entorno para actuar sobre el mismo y 
transformarlo (Serra Vázquez, 1990).
En este sentido, el binomio democracia-políticas económicas de 
ajuste, es el que van a constituirse en el contexto de la presencia y protago-
nismo político del movimiento indígena, que con su acumulado histórico 
de organización y luchas permite articular su presencia local, regional y 
nacional. 
El movimiento indígena logra en su mayor momento de referencia-
lidad, articular muchas demandas ciudadanas de ‘todos los ecuatorianos’, sin 
abandonar sus demandas étnicas, lo que le convirtió en uno de los ejes cen-
trales en la construcción de un bloque popular contra el modelo neoliberal. 
Analizar el movimiento indígena como un movimiento social, 
así como su protagonismo político, implica modular una serie de variables 
que interactúan entre sí, empezando por realizar una visión panorámica 
del proceso vivido por el actor social, para luego hacer referencia a lo que 
Alamo denomina variables independientes: “unos incentivos o motivos 
(primera variable independiente), unas capacidades o medios (segunda 
variable independiente) y un espacio de oportunidad (tercera variable in-
dependiente)” (Alamo, 2007:2). Esta articulación de variables se completa 
con lo que serían los “factores de ajuste” o condiciones que facilitaron la 
emergencia del movimiento. 
Entre las condiciones o factores de ajuste más importantes pue-
den resaltarse la presencia de una capa de intelectuales indígenas que diri-
gieron el proceso, el pasado histórico, su grado de unidad, etcétera.
En este sentido, al presentarse condiciones de desigualdad y dis-
criminación agudizadas por las políticas de ajuste estructural neoliberal y 
por la incapacidad de la democracia vigente para canalizar los conflictos 
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sociales, se crearon condiciones y motivaciones para el impulso de acciones 
sociales. Las cuales se aglutinaron en torno a identidades locales y reivin-
dicaciones étnico-culturales, que basadas en procesos históricos de orga-
nización y contando con un marco de oportunidad política favorable para 
la acción, posibilitaron la constitución y el protagonismo del movimien-
to indígena.
3.1  El proceso de constitución
El contexto general de constitución del movimiento indíge-
na parte de fines del siglo XIX, cuando el Ecuador vive transformaciones 
económico-sociales que cambian sustancialmente las relaciones sociales 
agrarias y el marco institucional político, al desestructurarse el sistema de 
hacienda. El debilitamiento de los patrones de la “administración étnica”9 y 
la falta de presencia objetiva del Estado nacional, crearon espacio para un 
movimiento indígena de poder local. Estos procesos y factores posibilita-
ron la recuperación de la potencialidad indígena para dotarse de formas 
propias y autónomas de representación y gobierno, que se van a expresar 
en forma diversa pero continua, a través de las organizaciones que se dan 
entre los años 60 y 80 y que culminaron con la fundación de la CONAIE.
9 Se utiliza el concepto de “administración étnica”, trabajado por Andrés guerrero, 
para referirse a una dinámica de administración de indios, situada territorialmente, 
que adopta una forma de poder que mezcla lo público y lo privado; agrupa intereses, 
estrategias, autoridades y rutinas de constitución y reproducción de relaciones de 
poder en cuyo vértice sobresalen: los hacendados y propietarios agrarios, responsables 
implícitos de la explotación económica de “sus indios”; la iglesia, que además de 
seguir recaudando diezmos y primicias, “se convirtió en un aparato de intermediarios 
[…] que presidían el movimiento indígena cultural-ritual de las parcialidades”; y, la 
gente blanca del pueblo, que usufructúa de los vínculos de reciprocidad desigual. El 
patrón, el cura y el teniente político conformaban la trilogía de un poder que se man-
tuvo como natural y la problemática durante casi un siglo (guerrero, 1993: 96-98) 
(Barrera, 2002: 96).
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Es a partir de los años 60 que la lucha por la tierra se constituye en 
el eje central que fundamenta la constitución de una serie de organizacio-
nes y acciones campesino-indígenas -tanto a nivel local como regional- y 
con importantes articulaciones nacionales. La FEI (conformada en 1944, 
como brazo campesino de la Confederación de Trabajadores de Ecuador) 
y la FENOC se vuelven las primeras organizaciones de carácter nacional 
capaces de asumir la responsabilidad de impulsar las reivindicaciones del 
mundo campesino-indígena y la lucha agraria.
Son importantes las reformas agrarias planteadas en 1963 y 1973, 
pues ellas fueron una veredera plataforma para el impulso de un vasto pro-
ceso de organización y articulación campesino-indígena, que más tarde 
permitirá dar sustento a la construcción de una identidad étnico-cultural. 
En este sentido, las reivindicaciones por la tierra sirvieron para fortaleci-
miento de las organizaciones rurales y la revalorización de los procesos 
identitarios basados en contenidos éticos.
En 1972, se forma la ECUARUNARI (Confederación de Pueblos 
de la Nacionalidad Kichwa de Ecuador), organización que busca unir a los 
‘runas’ (o indios) de la sierra andina.
En este proceso, es trascendente el papel jugado por las organi-
zaciones políticas de izquierda que con su discurso de denuncia del fun-
cionamiento de la sociedad capitalista y de su carácter estructuralmente 
explotador, aportó en la toma de conciencia de los indígenas. Igualmente 
la Iglesia y su trabajo en la formación y recuperación del sentido humano 
de los indígenas, aportó para formar una capa de dirigentes y construir 
un sentimiento de autoestima social y humana, que los reivindicara como 
iguales ante el conjunto social. Finalmente, las organizaciones no guber-
namentales de desarrollo y el mismo Estado también colaboraron en los 
procesos organizativos del pueblo indígena.
En los años ochenta se opera el tránsito hacia la lógica liberal en 
la dinámica económica rural, como parte de la aplicación del modelo neo-
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liberal en el contexto nacional e internacional. Entre otros aspectos, esto 
supuso un:
Deterioro de las condiciones de intercambio entre productos industriales 
y agrícolas; la agudización de la minifundización de los predios rurales de 
propiedad indígena, las limitaciones, cada vez mayores, de acceso al mercado 
laboral urbano y paralelamente el deterioro de los salarios reales en los últi-
mos años, sobre todo para la mano de obra no calificada; y el decrecimiento 
del gasto público en las áreas de población indígena (Barrera, 2002: 95).
En 1980, grupos amazónicos shuar, achuar y quichuas de la sel-
va, movidos por las mismas razones que ECUARUNARI, fundan la Con-
federación de Nacionalidades Indígenas de la Amazonía Ecuatoriana 
(CONFENIAE).
Con el tiempo se ha ido afirmando la fuerza de su demanda ét-
nica. Así se explica que en 1986, al constituirse la CONAIE10, las organiza-
ciones de la sierra adoptaran la reivindicación de la lucha por los derechos 
nacionales de los indígenas (Ospina, 2008:71).
La importancia de la constitución de la CONAIE se evidencia en 
la articulación de los procesos locales y regionales (logrando alcanzar un 
alto nivel de representatividad del movimiento indígena a nivel nacional), 
pero adicionalmente se constituye en el espacio para la construcción y pre-
sentación de las demandas ante el Estado, siendo durante mucho tiempo, 
su único interlocutor y referente indígena ante la sociedad entera.
10 Algunas interpretaciones ubican a la ConAiE y la legitimidad alcanzada, más como 
el resultado del levantamiento del 90, antes que el levantamiento sea el producto del 
trabajo de la ConAiE. En este sentido, “la consolidación de la organización como 
esfera de representación de las distintas organizaciones indígenas es el resultado del 
levantamiento en 1990, el parlamento indio convocado por Luis Macas, la gran mar-
cha de la oPiP por el reconocimiento sus territorios en 1992, el reconocimiento de 
la onU a 1993 como el año de los pueblos indígenas, la marcha contra los 500 años, 
etc.” (Herrera, 2003: 28).
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La identidad étnica se convierte en el elemento aglutinador socio-
político principal para la construcción del movimiento indígena. Este ele-
mento es importante y trascendente porque implica, según Ospina y Gue-
rrero (2002:15-16), pasar de una estructura o categoría clasificatoria que 
tenía profundas implicaciones racistas y discriminatorias a un principio de 
afirmación en procura de la igualdad dentro de la diversidad.
La intervención estatal ligada al desarrollo rural también contri-
buyó con ciertas condiciones para el proceso de desarrollo del movimiento 
indígena, por ejemplo el radical incremento de la alfabetización rural en los 
últimos 25 años (el analfabetismo descendió del 25% al 9%).
El proceso de constitución del movimiento indígena recoge dis-
tintas experiencias y procesos de acción del sujeto social, que expresan ni-
veles diversos de articulación y a su vez de desestructuración de las relacio-
nes sociales, lo que se muestra en los distintos comportamientos y formas 
de participación política, así como en la definición de las alianzas sociales: 
mientras las organizaciones de la Sierra tienden a fijar su orientación hacia 
los grupos populares y la izquierda política, las organizaciones amazónicas 
tienen mayor apertura a establecer relaciones con representaciones polí-
ticas ligadas a los sectores del poder económico y político. Ese fue el caso 
de las posiciones contradictorias que se dieron al interior de la CONAIE, 
frente al Gobierno de Bucaram: mientras los representantes del Oriente 
fueron parte de dicho Gobierno, la dirigencia de la Sierra se mantuvo en 
la oposición.
El mundo indígena comparte todo un mundo cultural, que en 
cierta manera deja de lado los vínculos con identidades clasistas (obrero, 
campesino, trabajador agrícola) y se sustenta en otros principios más vin-
culados con sus prácticas y valores culturales (la lengua, la pertenencia ét-
nica, el parentesco, la cosmovisión, etcétera).
Comparten una memoria histórica; una ética (valores, sentido de comuni-
dad); relaciones de poder (tanto la relación social con los medios de pro-
ducción como las dinámicas de poder en espacios institucionales e infor-
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males), en fin una sintonía espiritual (Virno, 2003). Esto en palabras de 
Negri (1994) implicaría la germinación de una subjetividad que se corres-
ponde a las condiciones materiales de los sujetos y que permite su repro-
ducción, y que se articula en torno al futuro. La población indígena, base 
social del movimiento, comparte la condición de dominación y exclusión 
(Santillana, 2002: 220).
Por ello, el nombre de la Confederación de Nacionalidades Indí-
genas de Ecuador (CONAIE) no es gratuito. Pocos años antes, por primera 
vez, los dirigentes ‘indios’ se reclamaban a sí mismos como ‘nacionalida-
des’. El tema étnico como un problema ‘nacional’ migró a la Sierra desde la 
Amazonía, cuando a inicios de los 80 se formó la Confederación de Nacio-
nalidades Indígenas de la Amazonía Ecuatoriana (CONFENIAE).
De otra parte, el protagonismo del movimiento indígena se da en 
contextos internacionales, donde el pensamiento social y el accionar socio-
político dejaban como referente único a los actores de clase y se cuestiona-
ban la constitución de sujetos históricos a partir de una visión economi-
cista de la historia. Esto permitió dar cuenta de una nueva realidad social 
caracterizada por la diversidad de actores, la heterogeneidad e importancia 
de nuevas conflictividades sociales y la vigencia de nuevas identidades co-
lectivas. Desde esta emergencia social -o “revolución biográfica” como al-
gunos la califican-, se inicia el cuestionamiento al carácter homogéneo de la 
configuración del Estado y se desarrollan presiones por el reconocimiento 
de la diversidad y el carácter plurinacional de la sociedad.
3.2  El movimiento indígena a partir de los años 90
Para un análisis y comprensión adecuada de la dinámica de un 
movimiento social, en este caso del movimiento indígena, es importante 
considerar algunos aspectos que se encuentran interrelacionados y que en 
conjunto pueden explicar su emergencia y protagonismo.
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La articulación referida tiene que considerar que un sector social 
colectivo se dinamiza y actúa cuando tiene las motivaciones o los ‘incenti-
vos’ para hacerlo, es decir las razones que llevan a que un conjunto social se 
movilice. Estas razones o incentivos (como se señalan en el capítulo ante-
rior) corresponden a determinados contextos socio-históricos y son el pro-
ducto de determinadas acciones y decisiones que asumen actores políticos 
inmersos en relaciones sociales determinadas.
Otro factor determinante es el relacionado con los recursos que 
dispone el sector social específico para emprender en sus acciones. Recur-
sos que se relacionan con los niveles de organización, las redes sociales 
construidas, la capa de dirigentes que orienten la dinámica del movimien-
to, entre otros. Sin embargo, esos recursos direccionados a la movilización 
requieren del momento adecuado para utilizarlos, pues no todo tiempo es 
el más oportuno y este constituye el tercer factor: el momento de oportu-
nidad política. 
La fase que aceleró el protagonismo del movimiento indígena y 
su constitución definitiva como sujeto político (entre los años 80 y 90), 
se relaciona con lo que algunos autores llaman el cambio de “régimen de 
ciudadanía”, que implica pasar de una visión y práctica corporativista a una 
neoliberal11. Este cambio es el efecto de las políticas de ajustes estructurales, 
así como de los llamados procesos de democratización formal que se desa-
rrollan en América Latina. Dado que los procesos mencionados profundi-
zan las desigualdades, esto posibilitó la presencia de incentivos o motivos 
para la movilización y la exigencia de respeto a los derechos negados.
Los arreglos corporativistas perduraron en el país hasta la década 
de los ochenta y el desmantelamiento de los programas rurales campesinos 
11 El neoliberalismo no es una simple cuestión económica, implica un conjunto de 
dinámicas o regímenes estatales. El neoliberalismo supuso una reestructuración de 
las relaciones Estado-sociedad dentro de América Latina.
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fue un proceso lento y regular dando paso a los regímenes neoliberales y a 
la erosión de los regímenes corporativistas de ciudadanía. A principios de 
los años noventa, los intentos por modernizar la economía del país estaban 
agotados, pues pese a que se había alcanzado la desregulación del sistema 
financiero, las reformas económicas no habían logrado modificar al con-
junto del sistema económico ecuatoriano, como esperaban los reformistas 
neoliberales. Además, el Estado, mediante una serie de políticas monetarias 
fallidas, incurrió en enormes pérdidas de recursos que afectaron directa-
mente a los sectores más excluidos y pobres del país (Bello, 2004).
El impacto del giro neoliberal y la insatisfacción con las promesas demo-
cráticas, consolidaban y acrecentaban la percepción sobre las relaciones 
de desigualdad (entre indígenas y no indígenas) proveyendo el incentivo 
para la emergencia indígena. Los medios, redes, estaban al alcance: tanto 
las fomentadas por actores como la iglesia como aquellas que habían per-
manecido tras el desmantelamiento del corporativismo – el hecho de que 
el proceso fuera lento y regular lo permitió. Finalmente, el espacio político 
estaba disponible. La democracia, a pesar de todo, había vuelto en 1979 
(Alamo, 2007: 488-489).
En suma, el contexto histórico, político y socio-económico de la 
década de los 80 generó los incentivos necesarios, los cuales son la primera 
variable para el protagonismo de un movimiento social.
Las políticas de ajuste implicaban duras consecuencias para el 
conjunto de los sectores sociales subordinados del país, agravando consi-
derablemente las condiciones de vida. Esta políticas eliminaron subsidios y 
redujeron paulatinamente los créditos y el gasto social, lo cual contribuyó 
a que la desigual distribución de la riqueza se profundice, evidenciando la 
condición real de las poblaciones indígenas.
Este agudizamiento de las desigualdades tuvo matices específicos, 
ya sea en el mundo andino o el espacio amazónico. En este último caso, fue-
ron los procesos de colonización, producto de la ampliación de la frontera 
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minera y agrícola, lo que determinó que las poblaciones indígenas vieran 
afectadas sus condiciones de vida autónoma.
De otra parte, el proceso de democratización que vivía el país 
entraba en un estado paulatino de deslegitimación hasta llegar a su crisis 
completa. Este estado fue producto, entre otros factores, de la incapacidad 
que tuvo el régimen y el sistema democrático para responder a las nuevas 
dinámicas socio-políticas que habían surgido en el país. Era una democra-
cia ineficaz en cuanto al reconocimiento real de los nuevos derechos indi-
viduales que se promovían, por encima de los derechos corporativos, que 
en periodos anteriores habían sido un soporte de la relación Estado-socie-
dad. Además, no se generaban mecanismos adecuados de reconocimiento 
y tratamiento para los conflictos étnico-culturales y étnicos-económicos, 
ni nuevos canales de participación política para los movimientos sociales 
(en particular el movimiento indígena), lo que aumentaba su insatisfacción 
con la democracia.
Paralelo a estas condiciones objetivas de la realidad, hay unos ele-
mentos subjetivos en la percepción de la misma, como la identificación 
de las políticas neoliberales con las desigualdades, aspecto que supuso un 
incentivo definitivo para que las poblaciones indígenas, junto a otros secto-
res, se movilicen y se politicen su identidad.
Esta condiciones llevaron a que los ejes de partida de la dinámica 
de articulación de las diversos procesos organizativos existentes, busquen 
resolver situaciones materiales como la problemáticas de la tierra, el crédi-
to, la comercialización, etc., pero integrados a reivindicaciones relacionadas 
con el respeto a la diferencia y la necesidad del reconocimiento de la pluri-
nacionalidad, como garantías de igualdad social y política.
El Ecuador evidencia una enorme diversidad étnica-cultural, ex-
presada tanto en su población indígena como en el conjunto de la pobla-
ción. Por ello, la pluriculturalidad se ha constituido en uno de los principa-
les ejes de conflicto político que no ha sido adecuadamente abordado por 
el sistema político, convirtiéndose en uno de los aspectos centrales del cues-
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tionamiento, desde la movilización indígena al tipo de Estado y al carácter 
de sociedad vigentes. Esto permitió interpelar profundamente las posicio-
nes hegemónicas que veían al país como una sociedad homogénea, mono 
cultural, mono étnica, mono lingüística y con una sola identidad nacional.
Otra variable que posibilita la gestación y consolidación de un 
movimiento social, se relaciona con la existencia de una estructura o base 
organizativa lo suficientemente adecuada, que garantice la convocatoria y 
la movilización de sus miembros.
Las condiciones descritas de desigualdad social y desencanto ante 
la democracia, que crearon los incentivos para la protesta, encontraron al 
movimiento indígena con una extensa red organizacional producto de sus 
luchas por la tierra y el crédito en el marco de la reforma agraria que se die-
ra entre los años 60 y 70. A la integración de esta red contribuyeron los par-
tidos de izquierda, la Iglesia, algunas ONG e incluso el mismo Estado pues, 
con su característica corporativa, había impulsado algunos procesos de or-
ganización para articular a las comunidades en sus políticas desarrollistas.
La crisis de la “administración étnica” abrió posibilidades para el 
surgimiento de las organizaciones indígenas y la conformación de una capa 
de dirigentes que impulsaran los procesos de autonomización que requería 
el movimiento. Este aspecto es quizá el de mayor trascendencia en el caso 
del movimiento indígena ecuatoriano, por la secular marginación y discri-
minación que el conjunto social tenía respecto al mundo indígena.
Tres son las vertientes que han sido identificadas como funda-
mentales en los procesos de formación de la dirigencia indígena: en primer 
instancia se resaltan los espacio religiosos, básicamente los de la Iglesia Ca-
tólica, que desde la Teología de la Liberación permitieron rescatar el valor 
y la dignidad humana del ser indígena, así como la posibilidad del reino 
de Dios en la Tierra. En segundo lugar están los procesos de militancia 
indígena en las organizaciones políticas de izquierda (Partido Comunista y 
Partido Socialista, entre otros), donde adquirieron elementos de formación 
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teórica. Por último están los proyectos de las organizaciones no guberna-
mentales de desarrollo.
La dirigencia india se formó porque la disolución del sistema de poder de 
la hacienda coincidió con la lucha militante por la recuperación de la tierra. 
Aunque la lucha por la tierra fue el factor aglutinante de las organizaciones, 
en la medida en que condensaba todo el reclamo social en una demanda 
común ante un interlocutor común (el Estado); muchas evidencias seña-
lan que una motivación adicional muy generalizada para la organización 
de base fue la lucha por el respeto y contra la discriminación a nivel local 
(Ospina, 2008:71).
La formación de una cuerpo de dirigentes permitió la construc-
ción de discursos en torno a la identidad y la demanda del respeto a la 
diferencia, con lo que los procesos organizativos se consolidaron en torno 
al reconocimiento de la diversidad y la exigencia de un Estado Plurinacio-
nal. Esta reivindicación de carácter étnico-cultual se integró al conjunto de 
demandas definidas como ‘materiales’.
Como se había anotado, el régimen y sistema democráticos ha-
bían entrado en un franco proceso de deslegitimación por su incapacidad 
para canalizar los diversos conflictos sociales que se presentaron a partir 
del ajuste estructural y el conflicto étnico. En esta medida, a fines de los 80 
e inicios de los 90 se asiste a un proceso de debilidad institucional del siste-
ma político vigente, que viene a constituirse en un “marco de oportunidad 
política” para la movilización social e indígena.
Al respecto, distintos autores han resaltado la importancia del 
marco institucional y del sistema político para entender el momento en el 
cual los movimientos sociales aprovecharon para irrumpir en la vida po-
lítica nacional12. En este sentido, el retorno democrático a fines de los 70 e 
12 Básicamente desde la teoría de la estructura de la oportunidad política.
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inicios de los 80, se constituyó en la oportunidad precisa para la organiza-
ción y el protagonismo del movimiento indígena.
Gurr & Moore (1997) sugieren que donde existe un régimen con una insti-
tucionalización democrática endeble (un régimen en transición), una mo-
vilización de base étnica es probable (si el Estado es incapaz de responder a 
las demandas de grupos étnicos bien organizados los cuales han expresado 
agravios sociales; este parece ser el caso de Bolivia y Ecuador). La llegada de 
las nuevas democracias, por otro lado, supuso la oportunidad para organi-
zarse y, allí donde se dispuso de redes organizacionales previas (formales e 
informales), se detecta la emergencia de movimientos (Alamo, 2007: 38).
3.3  El accionar del movimiento 
El repertorio de acciones del movimiento indígena ha sido lo su-
ficientemente flexible y amplio. Ha oscilado entre formas contenciosas pro-
pias -que lindan con la más absoluta informalidad- y la participación ins-
titucional formal. Se pueden identificar prácticas poco institucionalizadas 
(levantamientos, cierre de carreteras, ocupación de espacios públicos, etc.), 
así como formas de intervención en espacios institucionales (participacio-
nes electorales a través de sus expresiones o representaciones políticas, ejer-
cicio del poder público local e incluso participación a nivel del Ejecutivo). 
Se combina el enfrentamiento directo bajo la forma del estallido social y la 
rebelión, con procesos de negociación y representación institucional.
Hay que considerar el repertorio de las acciones del movimiento 
indígena desde los significados y sentidos que este otorga a las distintas 
formas de acción. No se trata solo de lo objetivo-material de dichas accio-
nes, sino también de la dimensión subjetiva, que está relacionad con varios 
aspectos como lo cognitivo, lo intencional, lo ético, lo valorativo, etc., es 
decir, está en relación directa con la construcción del actor en sí mismo y no 
solo con la eficacia objetiva de las acciones, pues la participación no tiene 
que ver únicamente con la incidencia y las transformaciones de la realidad, 
sino también con la construcción misma del sujeto social (Serra Vázquez).
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A partir de su constitución, el movimiento indígena protagoniza 
una serie de acciones que construyen y consolidan la referencialidad del 
mismo como eje articulador de la resistencia al modelo neoliberal y en tal 
medida como eje articulador en la construcción de un bloque socio-polí-
tico alternativo.
La dirigencia del movimiento ha sido particularmente sensible 
al marco de condiciones favorables que la dinámica del sistema ha dado 
para la gestación y desarrollo de las acciones. El enfoque de la “estructura 
de oportunidad política” hace que el análisis permita “situar no sólo los 
factores que explican el surgimiento y desarrollo de los movimientos so-
ciales, sino también como plataforma de arranque desde la que analizar 
los posibles efectos de los movimientos sobre el sistema político” (Ramos, 
1997: 248).
Las condiciones nacionales generaron factores para el desarrollo 
de la serie de acciones del protagonismo indígena. Entre las condiciones 
favorables que esta “estructura de oportunidad política” ofreció, se pueden 
anotar las siguientes:
•	 Situación de crisis no resuelta con la aplicación del paquete de 
medidas de ajuste neoliberal en toda la década de los 80 y que gene-
ró un grave deterioro de las condiciones de vida en la mayoría de 
la población.
•	 Ruptura del acuerdo de bloque en el poder, lo cual generó contra-
dicciones y tensiones fuertes entre los distintos grupos monopólicos, 
surgiendo así la oportunidad de aprovechar las brechas en el sistema 
político y las inconsistencias en la estructura de poder imperante.
•	 Incoherencia en la definición de políticas sociales y económi-
cas, dadas precisamente por la falta de acuerdo dentro del bloque 
de poder.
•	 Bajos niveles de represión.
•	 Debilidad o pérdida de protagonismo de otros actores socia-
les populares.
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En este marco, se puede realizar una breve radiografía de las prin-
cipales acciones desarrolladas por el movimiento indígena, que le permitie-
ron ganar legitimidad social y política, hasta constituirse en sujeto y actor 
político de trascendencia nacional.
3.3.1  El levantamiento de junio de 1990
Este hecho surgió en un contexto marcado por el deterioro de 
la legitimidad del Gobierno de Rodrigo Borja, debido a su política de 
ajustes graduales que impactó en las condiciones de vida del conjunto de 
la población.
Este levantamiento posibilitó la presentación pública de las de-
mandas indígenas recogidas en el programa Mandato por la Defensa de la 
Vida y las Nacionalidades Indígenas. Este programa comenzó exigiendo la 
resolución de los conflictos de tierras y la implementación de la educación 
intercultural bilingüe, pero adquirió una dimensión mucho más amplia 
cuando comenzó a reivindicar el tema de la plurinacionalidad, lo cual im-
plicó cuestionar las bases mismas de la constitución del Estado13.
13 Los puntos centrales que articuló el levantamiento fueron: 1) la lucha por la tierra y la 
lentitud en la tramitación de los conflictos de tierras, 2) trato equitativo en la distribu-
ción del coste de la crisis, 3) la necesidad de fortalecer la identidad étnica, 4) el dere-
cho a una vida digna y a la autodeterminación, 5) el cumplimiento de los Acuerdos de 
Sarayacu, 6) ser reconocidos como nacionalidades indígenas al interior de un Estado 
Plurinacional, 7) discutir y aprobar la ley de nacionalidades indígenas, 8) confor-
mar una comisión para el estudio de reformas, 9) derogar leyes como: Colonización, 
Fomento Agropecuario, Patrimonio Forestal, reforma Agraria, Seguridad nacional, 
Aguas, Caminos, Hidrocarburos, Comunas y Educación, 10) reestructuración del 
iErAC, CrEA, ProdESUr y PETroECUAdor, 11) reconocimiento de la medi-
cina tradicional, 12) la voluntad de constituirse en sujetos políticos, 13) la urgencia 
de participar en la sociedad sin intermediarios, 14) profundizar la democracia cuestio-
nando la estructura centralista del Estado, la limitada capacidad de representación de 
los partidos políticos, la debilidad de las instituciones democráticas y la incapacidad 
del sistema político para procesar las demandas sociales.
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En tal medida, el levantamiento fue un elemento clave en el pro-
ceso de construcción y maduración del movimiento indígena, el cual iba a 
experimentar un:
Conjunto de transformaciones cualitativas tanto en su discurso como en su 
práctica política y sus formas organizativas (…) además, un fuerte proceso 
de afirmación donde la identidad étnica se convierte en el núcleo agluti-
nador que permite rebasar las diferencias y lograr fortalecimiento de las 
formas de organización frente al Estado, permite al movimiento dar el salto 
hacia la positividad de las acciones: ahora nosotros somos, estamos, que-
remos, podemos, es decir, somos y queremos ser parte de las decisiones 
políticas del país (Herrera, 2003: 25).
El levantamiento del 90 visibilizó, ante la sociedad nacional, la 
existencia de un proceso socio-organizativo importante y con una larga 
trayectoria. Permitió evidenciar a la sociedad como una realidad constitui-
da por procesos y prácticas culturales diversas, al tiempo que puso sobre la 
agenda pública un serio cuestionamiento al carácter excluyente de la demo-
cracia y el modelo económico vigente.
El levantamiento es el producto socio-histórico de una sociedad 
excluyente, inequitativa, injusta y desigual, una sociedad cargada de prejui-
cios contra los indígenas y demás sectores subalternos. A esto se sumaron 
los problemas producidos por la crisis económica y las políticas de ajuste, 
que afectaron las condiciones de vida de aquellos sectores, negándoles las 
posibilidades mínimas de realización humana.
La trascendencia e impacto del levantamiento hizo que el movi-
miento indígena adquiriera un papel inédito: ser el interlocutor y mediador 
de las clases populares con el Estado, un sujeto político con capacidad de 
representación y propuestas de transformación. En esa medida, este levan-
tamiento tuvo un gran repercusión en el campo popular, creó una nueva 
expectativa para articular un bloque social popular, luego del desgaste y 
deterioro que venía viviendo el movimiento sindical producto del pro-
ceso de desindustrialización, de los procesos represivos del Gobierno de 
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León Febres Cordero, la caída del bloque socialista y la pérdida de referen-
tes ideológicos.
En este sentido, el levantamiento logró legitimar al movimien-
to indígena como un sujeto político importante. Al respecto, Luis Ma-
cas afirma:
Hemos logrado un espacio político, entramos en la escena política del país, 
con lo que se debe aceptar que se ha dado un cambio en la correlación de 
fuerzas y en la situación política global. Por la fuerza de nuestra protesta 
tanto la sociedad civil como el Estado se vieron obligados a reconocer a los 
indios y a nuestro movimiento como fuerza política importante del movi-
miento popular de este país (Herrera, 2003: 25).
El levantamiento de 1990 puso en la agenda la necesidad de pen-
sar en la reestructuración del régimen democrático del país, en la medida 
que se reivindicó y ganó legitimidad la necesidad histórica del reconoci-
miento de un nuevo tipo de identidad, para generar nuevos canales de par-
ticipación y representación.
El movimiento masivo de los indígenas desvaneció aquella imagen mental, 
parte constitutiva del sistema político, y terminó la desintegración, iniciada 
en las últimas décadas por varios costados (el Estado desarrollista, la refor-
ma agraria, las migraciones, las organizaciones indígenas, etc.) de la figura 
de los sujetos-indios, aquel calco de la ciudadanía ecuatoriana proyectada 
en una segunda escena político-jurídico (una suerte de yanantín jerarqui-
zado, en buena tradición andina) desprovista de reconocimiento, sin lega-
lidad ni legitimidad, que requiere mediadores políticos. En síntesis, creó 
un hecho político: puso en causa el modelo, el sistema jurídico-político, 
el proceso de formación y la propuesta de la ciudadanía elaboradas desde 
el Estado nacional y la sociedad civil blanco-mestiza (Guerrero, 1993:107, 
citado por Ortiz, 2010: 7).
El eje central del levantamiento, que iba a constituirse en el ar-
ticulador de todo el proyecto político estratégico del movimiento indíge-
na, es la tesis de la declaratoria de Estado Plurinacional, pues cuestionaba 
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profundamente todo el andamiaje jurídico-político vigente y definía una 
nueva relación con el conjunto del sistema político, el Estado y el sistema 
económico. Entonces los distintos actores políticos se posicionaron ante 
ese planteamiento de distinta manera: unos trataron de ‘racionalizarlo’ a 
través de alternativas como las formulaciones de lo ‘pluricultural’ o lo ‘plu-
riétnico’, otros lo acusaron frontalmente de intentar crear otro Estado y 
de pretender dividir al país. En suma, se trataba de una propuesta que no 
podía ser comprendida ni codificada por el sistema político vigente, pues 
escapaba totalmente a la lógica imperante, ya que los indios pretendían 
“desde esta propuesta posesionar un nuevo deber-ser del Estado, de la polí-
tica y de la sociedad, basándose en las categorías e instituciones ancestrales 
de sus pueblos” (Dávalos, 2004: 186).
3.3.2  La Marcha de la OPIP
Una situación particular en el proceso de constitución del movi-
miento indígena ecuatoriano se presentó en 1992, con oportunidad de la 
conmemoración de los 500 años de la conquista de América. La ocasión fue 
adecuada para sensibilizar al conjunto de la sociedad sobre la serie de dis-
criminaciones y explotaciones de las cuales habían sido objeto los pueblos 
indígenas y partir de ello, articular el discurso en contra de las políticas de 
ajuste económico que se estaban implementando desde los años 80 y que 
perjudicaban a toda la población.
En este contexto se da la Marcha de la Organización de Pueblos 
Indígenas de Pastaza (OPIP), en abril de 1992, demandando el reconoci-
miento de sus territorios ancestrales.
La acción tuvo un impacto importante: de una parte logró articu-
lar el apoyo de otros pueblos indígenas y de un conjunto de organizaciones 
sindicales y de la sociedad civil, y de otra logró que el Gobierno de Borja se 
comprometa a reconocer algunos de los territorios de los pueblos indígenas 
del Oriente.
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3.3.3 El levantamiento en contra de la Ley Agraria de julio de 1994
El ascenso de Durán Ballén y Alberto Dahik al Gobierno (1992-
1996) implicó una polarización del conflicto con el movimiento indígena y 
con el conjunto de los movimientos sociales, en la medida que profundizó 
la aplicación del modelo neoliberal. Esto posibilitó articular una platafor-
ma y un accionar más amplio en torno del movimiento indígena. Fueron 
dos los puntos centrales en este periodo: la confrontación en torno del pro-
yecto de la Ley Agraria y la consulta popular sobre la privatización de la 
Seguridad Social, los cuales llevaron a que el movimiento indígena gana-
ra protagonismo y se constituyera nuevamente en el interlocutor legítimo 
del Gobierno.
Entre el 15 y el 26 de junio de 1994 se da un nuevo levantamien-
to indígena con alcances parecidos al de 1990. Producto de esta acción 
indígena se logra el archivo de la ley y se avanza en un nuevo proyecto 
que, de alguna manera, logra el reconocimiento de la posesión ancestral 
de los territorios indígenas y la concesión de los correspondientes títulos 
de propiedad.
3.3.4 La destitución de Bucaram y la Asamblea Constituyente
1997 es un año clave, pues el movimiento indígena adquiere un 
papel fundamental en el escenario político nacional y da cuenta de una 
estrategia trascendente organizada. En 1997, como producto de la Marcha 
por la Autonomía y la Plurinacionalidad -convocada por la CONAIE- y en 
el marco de la movilización social para destituir a Bucaram, se organiza una 
Asamblea Popular Constitucional con la participación de muchos sectores 
sociales urbanos que en la dinámica de las movilizaciones previas lograron 
alcanzar niveles considerables de coordinación.
La Asamblea Popular Constitucional logró elaborar el proyecto 
de nueva Constitución, donde se incluía, por ejemplo, el reconocimiento de 
derechos colectivos, el derecho a consulta y veto en el caso de megaproyec-
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tos en territorios indígenas y la propuesta de plurinacionalidad del Estado 
(retomando los elementos de la movilización de 1991).
Cuando se instaló la Asamblea, se dio una fiesta de la democracia, una ale-
gría inmensa porque nosotros ahora si podemos decir desde abajo, desde 
nosotros mismos lo que queremos que el Ecuador sea, que es lo que que-
remos que cambie. (…) Es decir que los hechos no han surgido desde un 
grupo de tecnócratas o intelectuales, o de grupos minúsculos de poder, sino 
que en la práctica, en nuestra propia conciencia se ve que hemos trabajado 
en una minga entre los más pobres pero con un sentido no de la frialdad del 
cálculo político, sino de la visión festiva y honesta de nuestra gente, que ha 
hecho valer su pensamiento y su forma de ser (Testimonios de Miguel Án-
gel Carlosama, citado por ECUARRUNARI, 1998: 304) (Herrera, 2003: 39).
La propuesta formulada por esta asamblea no logró reflejarse to-
talmente en la nueva Constitución aprobada en 1998, a pesar de las movi-
lizaciones emprendidas y los diálogos entre distintos actores, partidos polí-
ticos y organizaciones sociales.
Esta acción política culminó en 1998 sin que se integre el carác-
ter ‘plurinacional’ del Estado ecuatoriano, pues no se rebasó la declara-
ción constitucional de 1996 que señalaba lo ‘pluricultural’ y ‘multiétnico’ 
de Ecuador.
Si se considera que la reivindicación estratégica de esta coyuntura 
se proyectó hacia una forma de poder paralelo, siempre combinando con 
la incidencia en el espacio institucional del Estado vigente, para lograr un 
Estado Plurinacional, se podría afirmar que:
El reconocimiento de los derechos colectivos se convierte por lo tanto en 
una derrota y no en un triunfo estratégico. El proyecto político del movi-
miento indígena no se cerraba a sus demandas particulares sino que era un 
proyecto nacional que incorporaba un elemento nuevo: la resignificación 
del Estado, lo político y la política en el Ecuador desde un nuevo referente 
(Herrera, 2003: 39).
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En este sentido, la Asamblea Constituyente de 1998, viene a re-
presentar la confluencia de dos procesos: en primer lugar, la dinámica y 
la potencialidad de los movimientos sociales, sobre todo del movimiento 
indígena, que durante años presionaron por la convocatoria para reestruc-
turar el régimen político que se había evidenciado estrecho al momento de 
recoger las aspiraciones sociales. Y en segundo lugar, la Asamblea Consti-
tuyente fue asumida como una necesidad por el mismo sistema político y 
sus actores, pues reconocieron que era necesario establecer un mecanismo 
para asegurar la gobernabilidad del país. Dos enfoques, dos necesidades, 
dos lógicas que se confrontaron a lo largo de los debates de los aspectos 
medulares de la nueva Constitución. Sin embargo, el sistema político, al 
definir las reglas para la elección de asambleístas, jugo a favor del clásico 
sistema de representación de partidos, en clara desventaja de la representa-
ción de los movimientos sociales, pues se mantuvieron los mecanismos de 
clientelismo y cacicazgo a la hora de la elección.
Esta situación incidió en la dinámica interna de los movimientos 
sociales en general y del movimiento indígena en particular, quienes ma-
nifestaron dos perspectivas: una que sostenía la visión del cambio integral 
del Estado, la construcción de un poder propio desde la combinación de 
la lucha extra-institucional con la lucha institucional; y otra posición que 
sostenía la necesidad de concentrarse en la exigencia del cumplimiento de 
los derechos incorporados en la nueva Constitución, para lo cual la par-
ticipación institucional y electoral era lo más importante, sobre todo en 
cuanto a ganar los gobiernos locales y las representaciones parlamentarias.
Este desenlace de la coyuntura va a marcar considerablemente 
las proyecciones políticas futuras del movimiento indígena. Ya no se trata-
rá solo de incidir en la institucionalidad o ser parte de ella respetando las 
reglas de juego del sistema político, pues este, con su dinámica, termina 
absorbiendo la dinámica de todo movimiento social. Había que continuar 
con la perspectiva que desembocarán en la tesis de la desestructuración del 
andamiaje jurídico-político del sistema vigente y la búsqueda directa del 
poder del Estado.
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3.3.5  La destitución de Mahuad y la toma del poder en enero de 2000
Tras las elecciones de mayo de 1998 y el ascenso al Gobierno de 
Jamil Mahuad, se busca articular y racionalizar un nuevo acuerdo de blo-
que entre los grupos monopólicos del país. Sin embargo, la crisis económi-
ca se agudizó profundamente y llegó a su punto culminante con el colapso 
del sistema bancario, el congelamiento de los depósitos y la dolarización, lo 
cual provocó un agudizamiento sin precedentes de la crisis política.
En respuesta a los compromisos del Gobierno de Mahuad con 
la banca y a corrupción, el movimiento indígena y otros sectores sociales 
(Coordinadora de Movimientos Sociales, Cooperativas de Taxistas) prota-
gonizaron las movilizaciones de marzo de 1999.
La crisis económica y las pretensiones del Gobierno de privatizar 
las empresas públicas, acompañadas de otras medidas neoliberales, moti-
varon las reacciones de los sectores sociales articulados con el movimiento 
indígena en julio de 1999. A mediados de ese mes la CONAIE firmó un 
acuerdo con el Gobierno, cuyos puntos centrales reivindicaban el conjun-
to de fuerzas sociales que estuvieron presentes en el levantamiento, solo 
un punto se relacionaba directamente con aspectos concernientes a la si-
tuación del movimiento indígena. Entre los primeros constan: el congela-
miento de los precios de los combustibles y gas de uso doméstico, el tema 
de la facturación a partir de 100.000 sucres, subsidio al consumo de luz 
eléctrica para los más pobres, descongelamiento de los depósitos bancarios, 
indemnización a los heridos, programa coherente para sanear el sistema 
financiero, comisiones para dialogar con el Gobierno sobre varios temas, 
levantamiento del Estado de Emergencia y la creación del Fondo de Desa-
rrollo Indígena -este último fue el único punto relacionado directamente 
con el movimiento indígena.
El momento más intenso de la movilización social inició con la 
convocatoria a organizar los Parlamentos Provinciales, como reacción a la 
declaratoria oficial de la dolarización por parte del presidente Mahuad a 
inicios de enero de 2000. El Parlamento Nacional de los Pueblos de Ecua-
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dor contó con la participación de indígenas, trabajadores, religiosos, estu-
diantes, campesinos y una serie de organizaciones populares, sindicales, de 
mujeres, etc., bajo el liderazgo de la CONAIE y la CMS.
En base a una alianza particular entre el movimiento indígena, 
algunos movimientos sociales y un sector de los mandos medios del ejér-
cito, se logró una movilización política orientada contra el conjunto del 
poder del Estado. Se proyectaba la desestructuración de los tres poderes y la 
constitución de un Gobierno de Salvación Nacional.
Con el apoyo de la cúpula militar se destituyó a Mahuad y se 
constituyó dicho Gobierno de Salvación Nacional, el cual tuvo una efímera 
duración pues a las pocas horas se restableció la transición constitucio-
nal determinada.
Más allá de los resultados inmediatos y las valoraciones que se 
han realizado al respecto de la participación del movimiento indígena en 
esta experiencia, está el hecho que se pudo evidenciar el grado de deslegi-
timad al que había llegado el régimen democrático imperante, la ineficacia 
del sistema político y la legitimidad y apoyo que obtuvo la movilización 
social, indígena y militar.
De otra parte, la movilización social y el apoyo a la destitución de 
Mahuad puso sobre el tapete la validez o no del modelo económico que se 
aplicaba, es decir, fue un momento clave en la configuración y profundiza-
ción de la crisis política y en la definición y proyección de los roles de los 
movimiento sociales.
El levantamiento de enero de 2000 expresó una crítica de fondo 
al Estado, que se materializó en la exigencia de la disolución de los tres 
poderes y la constitución, aunque transitoria, del Gobierno de Salvación 
Nacional. Se trató de un salto cualitativo de las propuestas políticas del 
movimiento indígena (la lucha por la tierra, la plurinacionalidad), dando 
“la impresión de que el movimiento indígena, o al menos su dirigencia, 
está dispuesta en la actual coyuntura a ‘quemar etapas’ en su proyecto ori-
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ginal de cambiar las estructuras de poder de la sociedad ecuatoriana” (Dá-
valos, 2002: 2).
Esta experiencia de acción social y política tuvo efectos funda-
mentales en el proceso de construcción del movimiento indígena, en la 
medida que se opera una transformación del mismo y se constituye en fac-
tor de ejercicio del poder en base a una alianza estratégica con militares 
de rango medio, rol que va incidir sustancialmente en el sistema políti-
co ecuatoriano.
En su momento, Dávalos advertía que esta transformación podía 
tener sus riesgos y constituirse en el inicio de la crisis del movimiento, pues 
asumir roles de poder implicaba retos y componentes distintos a la prácti-
ca social y política que el movimiento había venido desarrollado, para los 
cuales no estaba preparado.
3.3.6  El levantamiento contra el alza del precio del gas 
En enero y febrero de 2001 se produce un nuevo levantamiento 
en contra de la privatización de las empresas públicas y las nuevas medidas 
neoliberales -como el alza del precio del gas- que planeaban el Gobierno de 
Gustavo Noboa.
El levantamiento que desembocó en la declaración de Estado de 
Sitio en varias regiones del país, tuvo una característica importante, pues se 
trató de una movilización exclusivamente indígena que logró la unidad de 
las tres organizaciones nacionales: CONAIE, FENOCIN (Federación Na-
cional de Organizaciones Campesinas e Indígenas y Negras de Ecuador) y 
FEINE (Federación Ecuatoriana de Indígenas Evangélicos). Sin la partici-
pación de los movimientos sociales urbanos.
En este levantamiento, el eje de la movilización fue la oposición a 
las políticas de reforma estructural de carácter neoliberal, lo que supuso ar-
ticular la resistencia al modelo de acumulación vigente bajo el lema “nada 
solo para los indios”.
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3.3.7  La movilización de abril de 2005
Una vez que el movimiento indígena rompiera su alianza con el 
Gobierno de Sociedad Patriótica, en abril de 2005 convoca a participar en 
las movilizaciones contra Lucio Gutiérrez, con poca capacidad de convoca-
toria, pues su credibilidad y legitimidad se había visto afectada considera-
blemente por su posición pragmatista en su presencia dentro del Gobierno 
de Gutiérrez.
3.3.8  El levantamiento contra la firma del Tratado de Libre Comercio 
con Estados Unidos en marzo de 2006
Palacio, que asumió la Presidencia el 20 de abril de 2005 producto 
de la movilización de los forajidos, insistió en la suscripción del Tratado de 
Libre Comercio (TLC) con los Estados Unidos, frente a lo cual la CONAIE 
y la FENOCIN convocaron a una serie de movilizaciones que lograron se-
miparalizar al país. Tanto en la Sierra como en el Oriente se sintió con fuer-
za la capacidad de convocatoria del movimiento indígena, logrando que se 
organizara una marcha hacia Quito.
Esta convocatoria permitió que la CONANIE recuperara su ca-
pacidad de convocatoria y su credibilidad, que se había visto cuestionada 
como producto de la alianza que tendieron con el Gobierno de Gutiérrez.
Como resultado de estas acciones se logró que el Gobierno de 
Palacio, de una parte, declarara la caducidad del contrato de explotación 
petrolera con la transnacional Occidental (OXY), y de otro lado, se avance 
a la suspensión de las negociaciones del Tratado de Libre Comercio con 
EUA, pues el mismo Gobierno norteamericano lo había anunciado como 
represalia por la decisión ecuatoriana respecto al tema OXY.
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3.4  Un balance
La importancia de este conjunto de acciones está en correspon-
dencia directa con el hecho que las demandas que el movimiento indíge-
na coloca en el escenario permiten identificar el carácter de red que tiene 
su dinámica y estructura organizativa, pues como algunos autores lo han 
señalado, las reivindicaciones indígenas tienen un carácter clasista, étnico 
y ciudadano.
Así se encuentran aspectos relacionados al carácter tanto del 
Estado como de la sociedad (plurinacionalidad, territorialidad y autode-
terminación), la exigencia de ciertas políticas públicas referidas a aspectos 
centrales como la educación, lo agrícola, la política petrolera, los aspectos 
ambientales, etc., pero al mismo tiempo se recogen reclamos provinciales, 
cantonales y comunales. Este abanico de expresiones, hace que el escena-
rio de convocatoria, interlocución, acción y negociación sea amplio y lleno 
de posibilidades.
En este sentido, se puede evidenciar que el movimiento indígena, 
en cuanto a sus reivindicaciones, ha combinado una visión global de la 
problemática social, enfrentándose al conjunto del modelo neoliberal im-
perante y buscando construir una hegemonía político-social en toda la dé-
cada de los 90, a través de unas reivindicaciones más específicas del mundo 
étnico-cultural indígena.
Se puede resaltar aspectos como el rol del Estado respecto a la 
dinámica de la economía, la defensa de la seguridad social, la oposición a la 
alza de precios de algunos productos básicos como el gas, la lucha contra la 
corrupción, etcétera.
El eje central de las reivindicaciones indígenas y de su proyecto 
político, es el Estado Plurinacional, el cual expresa la convergencia de:
Demandas de tipo étnico, clasista y ciudadanas. Es decir, demandan por un 
lado territorialidad, tierra no sólo como medio de producción que corres-
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pondería a una demanda clasista, sino también un espacio donde se produ-
cen y reproducen la cultura, el idioma, el gobierno, etc. es decir la defensa 
de su espacios de reproducción material y simbólica; al mismo tiempo se 
demanda el reconocimiento frente al Estado, como sujetos con los mismos 
derechos que el resto de la población ecuatoriana (Herrera, 2003: 31).
Esta proyección política considera la necesidad y la urgencia his-
tórica de transformar el Estado y el sentido del sistema democrático, pues 
se ponen en tela de juicio las formas de hacer política, las formas de tra-
tar los conflictos, los canales de representación política y la construcción 
y aplicación de las políticas económicas. Pero lo que es más importante: la 
reivindicación de la participación de los indios en este proceso de cambio, 
es decir, la exigencia de ser reconocidos como actores políticos, lo cual su-
pone la configuración del movimiento indígena como un proyecto político 
y ya no solamente como una fuerza con identidad cultural.
En suma, la revisión general del repertorio de las acciones colec-
tivas del movimiento indígena y del sentido asignado implícita o explíci-
tamente a dichas acciones, permite suscribir lo que afirma Ospina cuando 
señala que las acciones indígenas implican:
El cuestionamiento al sistema político vigente y la construcción de un nue-
vo Estado Plurinacional desde abajo. Lo que hace evidente una doble es-
trategia política que condensa el ingreso al sistema político y la estrategia 
opuesta de deslegitimación del mismo régimen. Participación electoral, 
gestión de instancias públicas centrales y locales junto con movilización 
social. Ampliación de los cauces democráticos de la participación electoral 
y agudización del ataque frontal a un régimen desprestigiado (…) crítica 
radical a la institucionalidad excluyente y participación ordenada dentro 
de las reglas de juego del régimen institucional. Integrarse y contestar son 
elementos de la misma estrategia y de la misma comprensión de la situación 
política (Ospina, 2002, citado en Alamo, 2007: 480).
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3.5  Movimiento indígena y actoría política
Zemelman señala que la construcción de “actoría política” im-
plica consolidar y articular una conciencia histórica para que los sujetos 
tengan la capacidad de reactuar sobre las circunstancias que lo rodean, o 
dicho en otras palabras: implica apropiarse de la historicidad de los proce-
sos sociales para incidir en los mismos e intentar direccionarlos en función 
de sus proyectos. 
La construcción de la direccionalidad de un proceso implica dar 
cuenta de las condiciones objetivas en las que se desarrolla la acción social 
y política. A pesar que desde la restauración de la democracia en Ecuador, 
varios dirigentes indígenas habían participado en los procesos electorales, 
nunca se trató de una participación orgánica, por ello la resolución de la 
constitución de un movimiento político organizado que se proyecte en el 
escenario institucional, fue un hecho trascendente en la construcción del 
movimiento indígena y la constitución de su actoría política.
En este sentido, si bien se presentaban condiciones de crisis eco-
nómica con sus consecuentes repercusiones en las condiciones de vida de 
la población, la dinámica política seguía marcada por la vigencia legal del 
régimen democrático liberal que imponía determinadas reglas para el reco-
nocimiento y el accionar de actores políticos legales.
La posibilidad de ser interlocutor con el Estado y de articular un conjunto 
de demandas y expectativas, es decir de constituirse en actor político, im-
plicaba el reconocimiento del Estado. El actor político es aquel reconocido 
en la esfera de lo político por el poder, en el marco de la representación. Es 
considerado un interlocutor válido por el Estado pero desde la lógica insti-
tucional del sistema político y bajo los criterios y términos que propone el 
campo público. El actor político es entonces el reconocimiento parcial, de 
un sujeto político determinado (Santillana, 2006: 224).
En este contexto se dio uno de los debates vitales al interior del 
movimiento indígena: entrar o no a participar en la vida política institucio-
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nal como organización; no para constituirse como actor institucionalizado 
(partido político), sino para representar el proyecto político del que era 
portador el movimiento indígena y que de esta manera pueda materiali-
zarse en el escenario institucional, tanto a través de la lucha electoral como 
del acceso a los gobiernos locales. En otras palabras, se buscaba tener la 
posibilidad de estar presentes en ciertas instancias de decisión instituciona-
lizadas para legitimar sus planteamientos político-ideológicos y modificar 
la correlación de fuerzas.
El Movimiento por la Unidad Plurinacional Pachakutik Nuevo 
País (MUPP-NP), al constituirse como producto de la confluencia de ac-
ciones de varios movimientos sociales (la CONAIE, el movimiento sindical 
urbano, la Coordinadora de Movimientos Sociales, etc.), se construyó bajo 
el proyecto de convertirse en una plataforma política que dé proyección y 
voluntad de poder a esa convergencia de acciones, para concretar un pro-
yecto político donde el sujeto social se transforme en actor político.
Este carácter de actores políticos que asumen los movimientos 
sociales (especialmente el movimiento indígena) está dado precisamente 
por las características que se asignan al MUPP-NP. No se trataba de crear 
un partido político que fuera a jugar el rol de actor autónomo de su repre-
sentación social -aunque sea discursivamente-, se trataba de construir un 
instrumento político explícito en manos de sujetos sociales y políticos a 
quienes debía responder orgánicamente. En este sentido, la constitución de 
Pachakutik implicó poner sobre el tapete nuevas formas de relación entre 
los movimientos sociales -como sujetos políticos- y la institucionalidad en-
cargada de definir y reconocer a los actores políticos legítimos.
Pachakutik introduce tres elementos al escenario político de Ecuador: 1) su 
carácter de movimiento que le permite cuestionar a los partidos tradicio-
nales y al sistema político que no han dado cuenta de las necesidades de la 
población y que incluye el reto de ser unidad en la diversidad; 2) la demo-
cratización del espacio público a través de mecanismos como la rendición 
de cuentas, la revocatoria del mandato y la construcción de una democracia 
desde las bases organizadas; y 3) la plurinacionalidad plasmada en la con-
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formación de un Estado que reconozca las distintas culturas, los derechos 
colectivos y las prácticas territoriales (Jijón 1999: 11-12; ICCI No. 12 2000: 
en Dávalos 2001: 34-53) (Santillana, 2002: 218).
La decisión de construir un movimiento político y diferenciarse 
de los demás partidos tradicionales, se vuelve una dimensión política que 
requiere ser reflexionada en su proyección teórica-práctica. Un movimien-
to político supone la presencia y decisión de un sujeto social que porta un 
Proyecto Político14 y en esa medida contribuye a la transformación de un 
movimiento social en actor político.
El movimiento político es en consecuencia el resultado del paso de sujeto a 
actor político, es decir es consecuencia de que el movimiento indígena sea 
un interlocutor con el Estado y que se formule como posibilidad de articu-
lación con otros actores. Es esa agregación de sentidos y demandas de las 
distintas fuerzas sociales y políticas, la que va construyendo en el espacio de 
la política, un proyecto político. Por lo tanto, el movimiento político abarca 
tanto el campo de las fuerzas sociales y políticas como el campo institucio-
nal. El ámbito del movimiento político es sumamente conflictivo y se en-
cuentran en disputa varias formas de acción e inclusive diversos horizontes 
(Santillana, 2002: 229).
La constitución de Pachakutik se constituye en una forma es-
pecial de tratar y abordar la necesidad de defender la autonomía del mo-
vimiento indígena en relación al sistema de partidos políticos, buscando 
romper con la lógica de subordina ción o cooptación, de la que han sido 
objetos constantemente en el juego de la representación formal, incluso en 
sus experiencias con los partidos de izquierda.
14 “Un proyecto político es la concreción de la transformación de una concepción de 
futuro en actividad práctica dentro del presente. El proyecto político de un determi-
nado sujeto implica el reconocimiento de los horizontes históricos, la interpretación 
de la realidad como práctica de los sujetos. Esta conciencia le imprime un principio 
de activación, es decir se corresponde a la actitud que tiene el sujeto frente a la his-
toria” (Santillana, 2002: 228).
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Existen dos aspectos centrales que diferencian al ‘movimiento 
político’ del ‘partido político’, según el sentido clásico (o el modelo de la 
partidocracia). El primero tiene que ver con el carácter de la relación que se 
establece con la dinámica social: mientras los partidos políticos tienden -en 
su definición- a negar o por lo menos relativizar su correspondencia con los 
proyectos de los sujetos político-sociales, es decir, buscan negar su repre-
sentación social y no transparentar los vínculos que tienen con los intereses 
de los sectores sociales que los auspician; por el otro lado, los movimien-
to políticos muestran explícitamente su correspondencia con los sectores 
sociales con los que se encuentran relacionados y acogen como parte de 
su labor la defensa del proyecto político de dichos sectores. El segundo as-
pecto, en cambio, es una consecuencia del anterior, pues el movimiento no 
se define como el centro del quehacer político y reconoce la validez de las 
relaciones con los movimientos sociales que lo auspician, mientras que los 
partidos no concentran su accionar en el marco de la institucionalidad de la 
estructura política formal o estatal, pues impulsan acciones que dan cuenta 
del espacio político en sentido amplio.
Este carácter de los movimientos políticos -como proyecciones 
del accionar de los movimientos sociales-, los lleva a una tensión entre sus 
propias lógicas y dinámicas (que de alguna manera están incididas por la 
institucionalidad del Estado) y las demandas de los movimientos sociales 
que los han constituido, es decir su militancia.
Así, el MUPP-NP asume funciones correspondientes a los llama-
dos partidos políticos en el sistema democrático, pero “la no utilización de 
ese término tiene un papel simbólico que permite a las élites del movimiento 
continuar señalando su malestar con el sistema político” (Alamo, 2007: 591).
La actuación política de Pachakutik ha tenido características cor-
porativas, dado que ha centrado su accionar en la defensa de los intereses 
de sectores sociales claramente enunciados y definidos de acuerdo a identi-
dades específicas (indios, trabajadores urbanos, usuarios del seguro social 
campesino, etcétera.).
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La constitución del MUPP-NP se da en el contexto de las luchas 
anti-neoliberales que se impulsaron desde el conjunto de los movimien-
tos sociales, que tuvo uno de sus hitos más importantes en la triunfo de 
la consulta popular que convocara Sixto Durán para privatizar la Seguri-
dad Social.
El MUPP-NP es el resultado de la convergencia de diversidad de 
actores sociales con varias visiones e intereses:
En el nacimiento de Pachakutik confluyeron tres tendencias: la propuesta 
de las organizaciones amazónicas de crear un movimiento político exclu-
sivamente indígena; el planteamiento de las organizaciones de la sierra de 
contar con un movimiento político multiétnico y la idea de generar alianzas 
más amplias con tendencias progresistas (Alamo, 2007: 478).
Si bien la constitución de Pachakutik se da en base a la conver-
gencia de varias fuerzas sociales, es el movimiento indígena el que marca el 
ritmo y la proyección del mismo. Al respecto Herrera sostiene que, por la 
capacidad el movimiento indígena y los límites de sus aliados al momento 
de construir un agenda política, “Pachakutik aparece y se define como el 
brazo político de la CONAIE, es decir la CONAIE aparece como referencia-
lidad del instrumento. Cabe resaltar que Pachakutik aparece al interior del 
movimiento como una herramienta, como otra forma de lucha al interior 
de la misma causa conjugando el espacio institucional formal, legal y legí-
timo” (Herrera, 2003: 35).
La constitución de este movimiento se da sobre la base de un pro-
yecto que reivindica algunos ejes básicos que le van a dar una identidad 
propia. Como por ejemplo su propuesta de una Democracia Radical, en-
tendida como el “ejercicio del pueblo para la determinación de su historia 
presente y futura mediante mecanismos políticos que aseguren la parti-
cipación real de la sociedad civil en la decisión, gestión y conducción de 
su propia existencia” (Santillana, 2006: 236), precisamente para dar cuenta 
que la construcción de actores políticos implica la consolidación de una 
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conciencia histórica y la capacidad de los sujetos de reactuar sobre las cir-
cunstancias, según sostiene Zemelman.
En este campo, cabe destacar el postulado de la plurinacionalidad 
como un eje catalizador de toda la visión del movimiento indígena:
La plurinacionalidad es la que marca la politicidad y el conjunto de reivin-
dicaciones del movimiento indígena durante los años 1990; la lucha del 
movimiento indígena incorpora un conjunto de debates en torno a cómo el 
Estado construye su marco de referencia a nivel nacional. La plurinaciona-
lidad es también la lucha por la educación intercultural bilingüe, el sistema 
de salud indígena, el derecho indígena, la reconstitución de los pueblos ori-
ginarios, la circunscripción territorial, etc. El concepto de plurinacionali-
dad le permite al movimiento la afirmación de su propia identidad política 
(Santillana, 2002: 241).
La conquista de un Estado Plurinacional es una opción anti-
sistémica y contra-hegemónica, que requiere una acción institucional y 
extra-institucional.
De otra parte, se propone un cambio del modelo económico neo-
liberal, porque el mismo genera situaciones de pobreza e inequidad tanto a 
nivel nacional como mundial. Así, se propone un modelo:
Centrado en el ser humano y debe estar acompañado por formas ciudada-
nas que efectivicen la distribución de la riqueza. Se propone dejar de ser un 
país agro - exportador y pasar a ser un país que pueda competir selectiva-
mente, reorientando la economía nacional hacia otras ramas competitivas 
como el turismo ecológico, la producción agrícola de seguridad alimenta-
ria, biotecnología y minería no contaminante. El objetivo es combinar sabe-
res ancestrales con nuevas tecnologías que sean acordes con las necesidades 
de la población. Cambiar la relación entre el ser humano y la naturaleza. 
Recuperar la relación armónica para garantizar la existencia de generacio-
nes posteriores (Santillana, 2002: 243).
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3.5.1  Participación institucional-electoral
La primera participación política electoral del movimiento in-
dígena se da en 1996, en una alianza con sectores sociales populares y con 
la ID y el PSE, que le permitió acceder a espacios del poder público estatal. 
Consiguieron 8 diputados en el Congreso y medio centenar de autorida-
des indígenas en los gobiernos locales (prefecturas, alcaldías, concejalías y 
consejerías).
La participación de 1996 les permitió ganar un espacio institu-
cional importante, pero especialmente lograr legitimidad en la vida políti-
ca nacional, aspecto que conllevaba a que “las propias políticas del Estado 
se reformulan: por primera vez en siglo y medio, los indígenas vuelven a 
aparecer con ese viejo nombre de significados ahora transformados, en los 
textos legales oficiales” (Ospina, 2008: 71).
Cuando llegó al poder Abdalá Bucaram, en agosto de 1996, creó 
el Ministerio de Asuntos Étnicos. Era una expresión de la legitimidad al-
canzada por el movimiento indígena y una maniobra que pretendía coop-
tarlos al Gobierno. Las ofertas populistas de Bucaram respecto a la realidad 
indígena generaron tensiones dentro del movimiento, entre sectores que 
consideraban práctico y necesario participar en la gestión gubernamental 
para alcanzar algunas conquistas y otros sectores más ideológicos que cues-
tionaba el populismo de Bucaram y su carácter de clase.
La lucha por el reconocimiento ha navegado entre los planteamientos de 
contar con instancias propias reconocidas en la institucionalidad oficial, 
como mecanismos de generación de políticas públicas específicas para los 
pueblos indígenas, y la creación de instancias de autogobierno paralelas a 
la institucionalidad pública. De este modo, frente a esta estrategia de con-
trapoder convive la participación en la institucionalidad pública (Alamo, 
2007: 479-480).
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La estrategia de Bucaram tuvo efecto, pues generó dentro del mo-
vimiento fisuras que marcaron -o profundizarán- las distintas visiones de 
los sectores indígenas.
La importancia político-social del movimiento indígena expresa-
da en el levantamiento del 21 de enero de 2000, las fisuras que se manifes-
taron a partir de la posición frente al Gobierno de Bucaram y la presencia 
electoral de Pachakutik, fueron las bases para que el movimiento decidiera 
no participar en las elecciones de 2002 con candidato propio y apoyara una 
alianza con el Partido Sociedad Patriótica.
La estrategia electoral a escala nacional era vista como un mecanismo de 
acumulación de fuerzas: no se trataba de “llegar al poder”, sí de presentar al 
país los planteamientos, experiencias y propuestas del movimiento, generar 
el debate y promover alianzas con distintos sectores para la construcción de 
una nueva sociedad. En dichas elecciones, el movimiento indígena obtuvo 
un sorprendente triunfo electoral que condujo a la presidencia de la Repú-
blica al Coronel Lucio Gutiérrez (Alamo, 2007: 482).
Producto de la alianza, el movimiento indígena llegó a cogober-
nar a través de la participación de varios de sus dirigentes en el Poder Eje-
cutivo, una situación que más tarde les representaría un alto costo político.
A medida que el Gobierno de Gutiérrez respondía a las mismas 
políticas neoliberales que el movimiento indígena había rechazado toda la 
década pasada, se iba deteriorando la alianza, hasta que llegó la separación 
frontal de Pachakutik de las filas del Gobierno, declarándose abiertamente 
opositores hasta la caída del régimen en abril de 2005.
En la siguiente coyuntura electoral de 2007 -con toda la expe-
riencia acumulada-, el movimiento indígena resolvió participar de forma 
autónoma y no unirse a Alianza País (que aparecía como la opción anti-
neoliberal), debido a un sinnúmero de situaciones que no permitieron ar-
ticular un acuerdo político-electoral.
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3.6  El Movimiento indígena y el Estado
La serie de acciones sociales y políticas emprendidas por el mo-
vimiento indígena a partir de los 90 produjeron nítidamente el sujeto po-
lítico, en la medida que generaron: la autoafirmación e identidad del sec-
tor social, la definición clara de un proyecto político y la legitimidad de su 
presencia en el escenario nacional. Esto se expresaba en la multiplicidad de 
diálogos abiertos con distintos actores políticos, básicamente con el Estado 
y los gobiernos de turno. En este sentido, el desarrollo de las acciones in-
dígenas “marcan la apertura de la frontera étnica en el país ya que convier-
ten a los pueblos indígenas en actores públicos con voz propia, rompen las 
barreras del poder particular y privado, rediseñan el campo político y los 
convierte en actores políticos nacionales” (García, 2002), lo que ha deter-
minado que tanto el Estado como los distintos Gobiernos y otros sectores 
sociales y políticos se hayan vuelto sus interlocutores directos.
Aunque el movimiento indígena ha desarrollado relaciones con 
diversos actores de la sociedad, sin duda el más importante ha sido el Esta-
do (en sus diferentes instancias nacionales, regionales y locales), con quien 
mantiene una relación simultánea de diálogo y oposición, tanto para nego-
ciar las reivindicaciones y propuestas de programas orientados a superar la 
marginación y discriminación de los pueblos indígenas, como para acordar 
el nombramiento de ciertos funcionarios que hacen parte del Ejecutivo, los 
gobiernos locales y el Legislativo. Sin embargo, estos diálogos que configu-
ran las relaciones políticas no operan en el aire, los sujetos que los generan 
tienen un lugar en las relaciones de poder en cuanto representan visiones, 
proyectos e intereses diversos - muchas veces contradictorios-, por lo que 
es importante reflexionar la perspectiva y la reacción del ‘Poder Político 
Público’, es decir, el Estado.
Se pueden establecer algunas constantes en el discurso y la prác-
tica del poder estatal ante la protesta indígena, a partir del primer levanta-
miento, indistintamente de quiénes sean los huéspedes de Carondelet.
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La primera característica ha sido las francas pretensiones de des-
legitimar las acciones, reivindicaciones y propuestas indígenas, calificándo-
la de divisionistas y anti-patrióticas, acusándolas de no responder a la reali-
dad actual del país ni representar al conjunto de la sociedad, ya que no han 
ganado ninguna elección. Parte de este tipo de respuestas ha sido la acusa-
ción de querer crear un Estado dentro del ya existente. Se sostiene que pre-
tenden conformar un ‘país indígena’, para promover un racismo invertido.
Llama la atención que presidentes de distinto ropaje ideológico, 
con definiciones de van desde la extrema derecha, franca y expresamente 
declarados neoliberales como León Febres Cordero o Sixto Durán, hasta 
quienes se declaran socialistas del siglo XXI, pasando por sectores socialde-
mócratas, coincidan en este tipo de críticas.
Paralelamente, estos Gobiernos han pretendido aislar la respuesta 
del sector indígena, ya sea a través de normativas que reconocen ciertos de-
rechos específicos de los pueblos o a través de cuotas burocráticas en la ad-
ministración pública o proyectos de desarrollo para los sectores indígenas.
De otra parte, la cooptación buscó permanentemente fracturar 
al movimiento generando contradicciones a su interior. Esta acción esta-
tal, sin embargo, tiene una proyección más profunda: al convocar y abrir 
espacios de participación burocráticos a los ‘representantes políticos’ del 
movimiento, se intenta desconocer al movimiento en sí mismo como ‘actor 
político’, pues solo se da la calidad de ‘actor político’ a sus ‘representantes’ 
-aun cuando en el discurso pueda reconocerse al sujeto social. El desco-
nocimiento del movimiento indígena como actor político, implica restar 
legitimidad a su proyecto y a la importancia que deben tener en la Agenda 
Pública las demandas indígenas que denuncian la explotación y la domina-
ción estructural en que vive toda la sociedad.
Dados los altos niveles de legitimidad social que había alcanzado 
el movimiento indígena, es posible entender por qué las acciones represivas 
por parte del Estado han sido mínimas. Sin embargo, cuando asumió la 
presidencia Rafael Correa (en parte gracias a las luchas democráticas de-
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sarrolladas por el movimiento indígena, el cual esperaba respuestas a sus 
expectativas políticas tras la victoria de este proyecto anti-neoliberal), se 
pudo observar un grado más alto de la violencia simbólica, discursiva y físi-
ca contra las movilizaciones sociales, con una clara tendencia a criminalizar 
la lucha social.
El Gobierno de Correa y de la Revolución Ciudadana, se niega en 
forma sistemática y permanente a tratar los temas nacionales con los mo-
vimientos sociales, pues según la versión oficial, estos tienen una vocación 
gremialista y por tanto están incapacitados para debatir sobre temas que 
trasciendan lo local.
La perspectiva de este Gobierno es reconocer al movimiento in-
dígena como sujeto social, pero en ningún momento como posible sujeto 
político. Pero cuando se trata de los gremios de poder económico, su va-
loración cambia, pues a esos sectores sí los reconoce y trata como sujetos 
políticos, lo cual se evidencia en los procesos de diálogo que ha generado el 
Gobierno para tratar asuntos de interés nacional.
La política de otorgar espacios burocráticos ha tenido un doble 
efecto en la dinámica de la organización indígena: en algunos casos se han 
presentado claros procesos de cooptación de dirigentes, lo cual ha produ-
cido importantes niveles desconfianza en las bases del movimiento, debi-
litando su capacidad de convocatoria; pero de otro lado, han potenciado 
espacios para consolidar los procesos de construcción de identidad, desa-
rrollar su legitimidad y su capacidad de organización y movilización.
Establecer los diálogos entre el movimiento indígena y el Estado 
como efecto de las movilizaciones, implica la ampliación de los márgenes 
para el reconocimiento del sujeto social y político, pues aun cuando desde 
el Estado se busca concentrar el diálogo en aspectos específicos de tipo étni-
co, el resultado general es la visivilización del proyecto indígena como una 
propuesta de cambio nacional. En este sentido, al referirse a las moviliza-
ciones indígenas en contra del Gobierno de Mahuad, Alamo cita a Dávalos 
señalando la proyección universal que estas acciones pueden tener:
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El levantamiento no sólo fue una expresión del descontento contra el mal 
gobierno, significó además un profundo cambio en las demandas y estrate-
gias del movimiento indígena que, al pedir la disolución de los poderes del 
Estado, señalan algunos autores, planteó una crítica radical a la democracia 
formal (Dávalos, 2000), democracia en la que ha terminado por participar 
de lleno (Alamo, 2007: 497).
3.7  Tensiones y retos del movimiento indígena
Al tiempo que el MUPP-NP constituyó un momento de conden-
sación de la acción social y política del movimiento indígena, en conver-
gencia con otros sujetos sociales, se generaron una serie de retos que debían 
ser abordados de manera especial.
Una tensión que marca la dinámica política y orgánica del mo-
vimiento, se presentó entre la práctica de una democracia representativa 
-característica central del sistema político imperante- y la necesidad de pro-
cesos más participativos en las democracias comunitarias que caracterizan 
la dinámica del movimiento indígena.
Esta tensión tiende relación directa con aquella que se presen-
ta entre el movimiento social y el movimiento político, es decir: la rela-
ción compleja de las organizaciones sociales -como posibles sujetos so-
ciales y políticos- con Pachakutik y sus dirigentes -como actores políti-
cos institucionalizados.
Uno de los mayores problemas que enfrenta el movimiento indí-
gena es una clara tendencia a la escisión entre las bases sociales y sus repre-
sentantes políticos, quienes tiende a institucionalizarse en el sistema polí-
tico formal, como actores legítimos, a través de Pachakutik y la CONAIE, 
dejando al movimiento social como una fuerza de apoyo e instrumento de 
uso para las luchas sociales (Herrera, 2003: 37).
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Este es uno de los mayores riesgos que tienen los movimientos 
sociales cuando participan con las reglas impuestas en el marco del sistema 
político, pues la lógica de la dinámica institucional conlleva esta separa-
ción. Negri (1994) afirma que la separación entre lo social y político es una 
construcción del poder, precisamente para reproducir el orden imperante, 
para lo cual lo político tiene que asegurar esa reproducción y evitar que 
lo social se subvierta y pueda constituirse en actor político, viviendo pro-
cesos de catarsis en términos gramscianos, “ya que toda fuerza social es 
potencialmente política cuando logra construir una subjetividad histórica” 
(Santillana, 2006: 229).
En el marco de esta tensión general, uno de los retos clásicos no 
asumido es la necesidad de definir los parámetros para evaluar los procesos 
de participación institucional, pues se presentan perspectivas diferenciadas 
entre posturas pragmáticas o realistas y visiones más doctrinarias o ideo-
logizadas, que de alguna manera se expresan en el debate para disputar 
puestos burocráticos como parte de las negociaciones. Algunas visiones 
perciben que ocupar espacios públicos lleva necesariamente a la coopta-
ción del movimiento o a generar tenciones entre el ejercicio del poder en 
los gobiernos locales y las autonomías étnicas.
Otro de los problemas que enfrentó el movimiento indígena en 
su espacio político, fue el manejo del discurso de la diversidad. Si bien en 
una primera fase, este tema constituyó una de las características que le da-
ban identidad -porque reflejaba sus procesos de formación-, en un segundo 
momento se volvió un problema que no pudo ser resuelto adecuadamente, 
cuando dicha diversidad se transformó en diversidad de visiones y perspec-
tivas ideológicas, sobre todo al momento de articular proyectos.
Sin embargo, la existencia de varias tendencias al interior de Pachakutik 
con proyectos en disputa tiene como resultado la ausencia de una dirección 
coherente que imposibilitaría la concreción efectiva del proyecto político. 
Hay una enorme dificultad del movimiento de construir una línea articula-
dora entre lo local y lo nacional. La pregunta latente es ¿cómo construir lo 
nacional cuando la base social de Pachakutik está compuesta por organiza-
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ciones locales cuya autonomía de decisión casi no requiere una coordina-
ción nacional? La unidad en la diversidad, consigna que dota de identidad 
al MUPP-NP y que plantea la construcción de la democracia desde abajo, 
es decir desde las bases organizadas, se obstaculiza cuando no se plantean 
estrategias nacionales que permitan incluir estas decisiones locales (Santi-
llana, 2006: 264).
Otro reto que ha enfrentado el movimiento indígena es el pro-
ceso de descampesinización y pérdida paulatina de importancia que tiene 
la comunidad en la vida cotidiana de los indígenas. Como efecto de las 
políticas neoliberales, se presentó un franco deterioro en las condiciones 
de vida de los indígenas, quienes se vieron obligados a migrar, pues la vida 
en el campo ya no generaba las condiciones mínimas para la reproducción 
de la vida.
Pero cuando la agricultura no es viable y la migración se vuelve perma-
nente, las comunidades son abandonadas y la base social que las sustenta 
comienza a resquebrajarse en su composición: las relaciones de parentesco 
se debilitan, el cabildo puede dejar de ser la instancia de decisión (Santilla-
na, 2006: 260).
Entonces, surge el reto de cómo garantizar la existencia de la base 
social del movimiento indígena y del MUPP-NP, si se asiste a un proceso de 
descampesinización y descomunalización.
¿Y si la respuesta fuese que no es necesario que la base social sea campesina 
y que la comunidad tiene un peso simbólico más allá de su existencia físi-
ca? Entonces la pregunta recae otra vez en la política económica: ¿cuál es 
la alternativa no solo económica sino también organizativa y política para 
toda la población que deja de ser campesina y se vuelve albañil, jornalera, 
migrante, profesional, comerciante, etc.? (Santillana, 2006: 260).
La actoría política del movimiento indígena y su presencia en el 
espacio institucional, en un contexto de crisis profunda del régimen y del 
sistema democrático nacional, le implicó un reto considerable: la tarea his-
tórica de construir un proyecto nacional que concretara la reivindicación 
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de un Estado Plurinacional y Pluricultural. Este proyecto debía construir 
una nueva hegemonía en el conjunto de las fuerzas sociales excluidas de la 
dinámica económica y política del país.
Para Pablo Dávalos, el año 2000 significó un cambio importante 
en la demanda indígena. Se trató de plantear una disolución de los poderes 
del Estado y la construcción de un nuevo gobierno con nuevas estructuras 
(Herrera, 2003: 35), pues sus planteamientos ya no solo se relacionaban con 
aspectos económicos o sociales. A partir de esta coyuntura se levantaron 
exigencias orientadas a cambiar las mismas estructuras estatales, que como 
producto de la crisis del sistema, ya no respondían a las nuevas condiciones 
socio-culturales surgidas en el país.
Sin embargo, luego de dos décadas del accionar político del mo-
vimiento indígena y de su contribución a la construcción de un proyecto 
político nacional diferente, los resultados no son precisamente los que se 
esperaban. El acumulado de fuerzas que se diera en contra del neolibera-
lismo y a favor de un proceso de cambio histórico, permitieron la derrota 
electoral de las fuerzas políticas representantes del orden establecido y el 
triunfo de una posibilidad de cambio con Alianza País y Rafael Correa.
La ausencia de un horizonte político que permita contribuir a la elimina-
ción de la dominación, más allá del espacio de la representación o la demo-
cratización de la esfera pública, es decir que tenga una estrategia efectiva 
para el cambio de las relaciones sociales de producción. Si el horizonte es el 
Estado de Bienestar, estas relaciones no cambiarán sino solo se entenderá 
el desarrollo como el mejoramiento de las condiciones económicas de la 
población y el acceso a servicios (Santillana, 2006: 265).
En general, se puede decir que la vida política nacional a partir 
de los años 90, en el marco de la crisis15 vigente en el país (especialmente 
15 Entendida como la articulación de varios procesos: 1) las serias dificultades que se 
presentan en los procesos y mecanismos de reproducción y acumulación del capital, 
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a partir de 1992), ha tenido como uno de los principales protagonistas al 
movimiento indígena, representado sobre todo en la CONAIE (sin negar la 
presencia y participación de otras organizaciones como FENOCIN, FEI o 
FEINE).
Uno de los ejes centrales de la preocupación política y del análisis 
teórico-académico es la relación de las acciones del movimiento indígena 
con el proceso de crisis de la matriz del régimen político imperante en el 
país desde los años 80.
Según Moreano, una de las dimensiones más trascendentes del 
movimiento indígena es su capacidad para universalizar la lucha social y 
política. Esta característica constituye la razón por la que muchos sectores 
sociales -desde los barrios marginales hasta el mundo intelectual, pasando 
por obreros, artesanos, profesionales, etc.- se han articulado a la dinámica 
del movimiento indígena. Esta capacidad de representación y proyección 
universal se dio cuando los anteriores marcos de referencia teórica, política 
o social se debilitaron y los paradigmas de la revolución socialista perdie-
ron legitimidad.
El impacto de la acción del movimiento indígena no solo da 
cuenta de su relación con el Estado, hay que anotar los cambios que ha 
generado a nivel de la sociedad. En este sentido, es importante recordar que 
Touraine afirma que uno de los objetivos de los movimientos sociales se 
relaciona con su proyección de cambio de la matriz cultural. Así, los resul-
tados fueron profundamente positivos en la medida que se colocó sobre la 
agenda pública, el carácter racista y discriminador de las relaciones sociales 
2) la desestructuración del régimen económico y 3) una crisis social expresada en la 
falta de mecanismos de cohesión, la cual se manifiesta tanto en el sistema político (es 
decir, en el terreno de la acción política concreta, que se podría identificar como la 
falta de gobernabilidad) como en el régimen político (en cuanto al cuestionamiento 
del marco institucional o procedimental por su incapacidad para tratar, canalizar y 
resolver los conflictos).
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en las que se basa la estructura de la sociedad ecuatoriana, así como se legi-
tima la necesidad de reconocer la interculturalidad y valorar la diversidad 
en todos los órdenes de vida social, rechazando cualquier forma de control 
basada en la discriminación étnica.
movimiento indÍgena 
y sistema poLÍtico: 
tensiones y desencantos
Uno de los aspectos centrales del presente trabajo es examinar las 
relaciones entre la crisis del sistema político y el accionar del movimiento 
indígena. Abordar las relaciones del movimiento indígena y el sistema polí-
tico supone desarrollar una panorámica de incidencia recíproca, que cobra 
absoluta vigencia a partir de la aplicación del modelo neoliberal, uno de 
cuyos impactos es, paradójicamente, la politización del rol del movimiento 
indígena, pues crea condiciones para que este se constituya en un referente 
de contrapoder, en la medida que es la principal fuerza que cuestiona y 
devela el carácter profundamente antidemocrático de las instituciones po-
líticas que buscan legalizar las políticas neoliberales. El movimiento indíge-
na politiza las relaciones con los distintos actores del conjunto del sistema 
político y se convierte en un actor político incuestionable, que a través de 
sus acciones cuestiona el sistema político en su conjunto.
Este proceso ha sido analizado en la primera parte del capítulo 
anterior, mientras que en la segunda parte se ha reflexionado sobre cómo 
el sistema político vive un proceso de readecuación o reforma institucional, 
en el cual el movimiento indígena tiende a perder protagonismo y a ser 
mediatizado por otros procesos, llegando a un punto en que su rol como 
actor social y político está profundamente cuestionado.
Este análisis intenta aportar elementos básicos para el estudio 
de la renovación del papel de los movimientos sociales en los momentos 
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constituyentes que se presentaron (y en posibles nuevos momentos que pu-
dieren presentarse), para pensar en la articulación de una sistema político 
que dé cuenta del conjunto complejo y conflictivo de relaciones sociales y 
políticas que comprenden la sociedad.
A partir de los años 80, bajo una orientación neoliberal, la diná-
mica económica del país ha estado marcada por una lógica concentradora 
de la riqueza, con un profundo deterioro en las condiciones de vida de la 
población ecuatoriana y una creciente desnacionalización de la economía 
nacional. Paralelamente, el sistema político fue deteriorándose poco a poco, 
el Estado fue perdiendo su capacidad de rectoría política de la dinámica so-
cial y económica, el sistema de representación (partidos, el Congreso, etc.) 
ya no tenía la confianza ciudadana y perdió toda legitimidad.
En este panorama, los movimientos sociales (y en particular del 
movimiento indígena) irrumpen como actores políticos que exigen un 
cambio total del sistema en crisis, así como cambios en las concepciones 
mismas del Estado, tanto en su concepción uninacional como en su estruc-
tura y su modelo económico.
Como resultado de las resistencias y acciones de diversos sectores 
sociales que se opusieron a las políticas y a los gobiernos neoliberales, se 
abrió un periodo pos-neoliberal que generó un cambio importante en la 
correlación de fuerzas. Como producto de este cambio, el triunfo de Rafael 
Correa, con un amplio apoyo social democrático y de izquierda, abrió posi-
bilidades para un revés en el neoliberalismo y la construcción de un nuevo 
contexto político que haga posible las expectativas que habían exigido los 
movimientos sociales, en particular el movimiento indígena.
En este marco, la conformación de la Asamblea Nacional y la 
aprobación de la nueva Constitución, así como la definición de ciertas po-
líticas públicas sociales, abrieron un nuevo momento en la relación del mo-
vimiento indígena con el sistema político.
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Este sistema marca el sentido, codifica, norma y estructura la ac-
ción política de la sociedad. Dentro de él se inscribe el sistema de repre-
sentación como mecanismo para generar espacios que, en teoría, deberían 
permitir la construcción de acuerdos sociales entre diversos sectores repre-
sentados, para así satisfacer el interés general o por lo menos el colectivo16.
Sin embargo, el funcionamiento del sistema político no está aisla-
do de las condiciones en que se presenta y se define la dinámica de los pro-
cesos económico-sociales, pues el sistema articula con estas una totalidad 
social que incide dialécticamente. Por ello el sistema de representación va a 
estar orientado a generar e imponer hegemonías que permitan reproducir 
siempre un orden social determinado, aspecto que es esencial al momen-
to de analizar sus relaciones con la dinámica de los movimientos sociales, 
pues no se trata de un sistema abstracto ubicado por encima de dinámica 
social concreta, sino que responde a un contexto específico y real.
4.1  Crisis y deslegitimación del sistema político y el movi-
miento indígena
4.1.1  El modelo neoliberal y los movimientos sociales (movimiento in-
dígena)
Es evidente que la aplicación del recetario de las políticas neo-
liberales durante casi tres décadas, a partir de 1980, generaron en el país 
una combinación de procesos estructurales económicos, sociales, cultura-
les y políticos, que tendieron a debilitar o liquidar las condiciones para un 
crecimiento económico con efectos redistributivos hacia el conjunto de la 
16 El interés colectivo sería el producto de la articulación de intereses particulares, mien-
tras el interés general sería el interés común y estaría conformado más allá de la simple 
sumatoria de los intereses individuales. El ideal del sistema de representación, en un 
sistema político democrático liberal, es, retóricamente, representar el interés general.
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sociedad. Esto abrió condiciones para la reactivación de las movilizaciones 
sociales, quizás con más fuerza y con otras proyecciones, ya no solo reivin-
dicando derechos y participación en la dinámica económica del país, sino 
proyectándose hacia el rechazo al sistema en su conjunto, proceso que per-
mitió la emergencia de una generalizada voluntad de cambio político total.
El modelo neoliberal significó un problema para los movimien-
tos, tanto porque generó profundos procesos de fragmentación social y 
precarización laboral (dispersión, atomización, anomia social) como por la 
profundización de la tendencia regresiva en cuanto a la distribución de los 
excedentes generados.
En el plano ideológico y político, este modelo implicaba la des-
legitimación permanente de las acciones colectivas, aparada en la derrota 
del movimiento socialista mundial. Este vacío generó grandes expectati-
vas respecto a las posibilidades de crecimiento económico que prometía 
el neoliberalismo.
En las últimas décadas se produjo una fragmentación tanto de 
los espacios económicos como de los territorios locales, gracias a la lla-
mada globalización, lo cual incidió en la reducción de las solidaridades. Se 
profundizó la diversificación de las condiciones laborales y culturales, de 
técnicos y trabajadores manuales, dificultando su integración organizativa 
y favoreciendo la reducción del empleo público y la tercerización de los 
servicios empresariales (Ospina, 2007).
En el ámbito de la política social, se desmanteló toda la orienta-
ción que el Estado desarrollista intentó construir, se renunció a los acuerdos 
para respetar los derechos sociales y laborales, y se desmanteló la provisión 
de bienes y servicios públicos que servían de incentivo a la organización 
social. En efecto, mediante una serie de reformas legales, el neoliberalismo 
redujo los costos del trabajo y generó una completa inseguridad laboral, 
con lo que se desalentaba constantemente la organización gremial y sindi-
cal, respaldada en una legislación restrictiva.
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Además, el neoliberalismo insistió en políticas sociales perso-
nalizadas y focalizadas, que evaden toda intermediación organizativa en 
la provisión de los servicios públicos. En síntesis, debido a estas políticas 
públicas explícitas, las reformas neoliberales debilitaron profundamente al 
ya reducido movimiento obrero. Solo los trabajadores de ciertas empresas 
públicas mantuvieron una apreciable tasa de sindicalización.
En este contexto, el movimiento obrero perdió su carácter de lu-
cha contra el sistema, sus acciones se concentraron en la defensa de los 
más elementales derechos laborales negados por las políticas neoliberales. 
Y junto al sindicalismo, se debilitaron un conjunto de actores sociales rela-
cionados con el modelo industrial estatal.
El sistema político en esta etapa logró controlar y someter las re-
sistencias y oposiciones a las políticas de ajuste estructural neoliberal que 
se implementaban. Las resistencias sociales eran fácilmente derrotadas y 
la expresión más clara de ello fue el debilitamiento del Frente Unitario de 
Trabajadores (FUT), como la expresión más alta de organización popular 
hasta ese entonces.
Esta situación fue acompañada por la pérdida de todo referen-
te ideológico. La caída del Muro de Berlín expresó no solo la derrota del 
campo socialista, fue también el fin de toda alternativa al modelo existente. 
Este hecho no solo evidenció el fracaso de un modelo diferente, significó la 
ausencia absoluta de otras opciones y la vigencia omnipresente del neoli-
beralismo como producto de la evolución histórica de la sociedad, es decir, 
no fue solo el fin de las ideologías, fue el fin de la historia.
Las condiciones que impuso el neoliberalismo y los proceso de 
globalización incidieron en el carácter de los movimientos sociales, los mis-
mos que perdieron articulación y sentido político alternativo, generándose 
movimientos en torno a aspectos más inmediatos y que desde los discursos 
oficiales podían ser aceptados como legítimos, concentrándose en reformas 
que reforzaban las acciones político-electorales, más que en los grandes cam-
bios sociales.
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Dado el carácter del modelo económico que se imponía y el perfil 
de la democracia vigente que le era consustancial, se podría decir, desde la 
perspectiva formal, que se vivía un franco proceso de “desconsolidación del 
régimen democrático” (Sánchez Parga, 2003). No había condiciones para 
acciones sociales colectivas que defendieran una mejor redistribución de 
la riqueza nacional (en base a una participación más efectiva del pueblo en 
el proceso económico), quedando como posibilidad la protesta contra las 
políticas que generaban la creciente exclusión y el empobrecimiento de los 
sectores populares.
En este contexto, y en la medida que no estaban tan afectados 
por los impactos desestructurantes que imponía la lógica de acumulación 
y reproducción del capital financiero bajo orientación neoliberal, el movi-
miento indígena pudo romper con la monotonía de debilidad social y bajo 
otro tipo de reivindicaciones logró constituirse en el eje de la dinámica de 
la acción social y política, pues en su proyecto articula una agenda nacional 
y su propuesta de un Estado Plurinacional y una sociedad intercultural im-
plica una fuerte crítica a la sociedad y el Estado vigentes.
Así, la CONAIE se plantó en el terreno como el actor principal de la re-
sistencia, la rebeldía e intransigencia ante los avasallamientos contenidos 
durante décadas por ofertas de negociación convertidas en señuelos para 
impedir la protesta de los indígenas, los campesinos y los sectores histórica-
mente excluidos en Ecuador (Mirza, 2006: 182).
4.1.2  Carácter político de los movimientos sociales: Sujeto Político
Una de las características específicas del accionar de los movi-
mientos sociales de Ecuador -como constante histórica- es su carácter pro-
fundamente político, en la medida que uno de sus principales ejes de in-
terpelación ha sido el Estado y los distintos Gobiernos contra quienes han 
articulado sus acciones. Esto ha sido resaltado por Touraine cuando analizó 
la dinámica de los movimientos sociales de América Latina.
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Este carácter político de los movimientos sociales se expresó en la 
década de los 80 y particularmente en los 90, bajo un amplio repertorio de 
acciones de protesta en contra de las políticas de ajuste estructural impul-
sadas por gobiernos de corte neoliberal.
Una nueva forma de lucha, desde hace más de una década, agita la mayor 
parte de los países, crispa los escenarios socio-políticos, deslegitima las de-
mocracias, desestabiliza gobiernos y llega incluso a derrocar presidentes. 
(…) El nuevo ciclo de la protesta, que vendría a sustituir y en cierto modo 
a imponerse sobre el ciclo de la conflictividad social, comienza ya en la dé-
cada de los 80 provocado por las políticas económicas exigidas por el FMI 
y el Banco Mundial en colaboración con otras agencias internacionales, y 
sobre todo por las exigencias de pago de la Deuda Externa (Sánchez Parga, 
2005: 1).
El carácter político de los movimientos sociales en el Ecuador es 
un producto socio-histórico, que resulta de las condiciones de los procesos 
estructurales del país, así como de las acciones de las fuerzas socio-políticas, 
las cuales, al responder a contextos de explotación y discriminación, cierran 
toda posibilidad de una justa distribución de la riqueza y más bien tienden 
a profundizar y polarizar la brecha social; a lo que se suma el hecho que 
todo el sistema político y el marco institucional público están orientados a 
mantener y reproducir dicho orden, quedando por fuera del nivel institu-
cional la representación política de las exigencias sociales.
En América Latina como en Ecuador los movimientos sociales fueron más 
políticos que sociales. Al no contar con efectivas instituciones democráticas 
de la representación política (sistema electoral, de partidos y Congreso), 
ellos mismos estaban forzados a actuar políticamente. Por esta razón, más 
que “un decline de los movimientos sociales” (Touraine, 1987: 273) por fal-
ta de condiciones reivindicativas, ya durante la década de los 90 las movi-
lizaciones políticas ocuparán el proscenio de las luchas sociales (Sánchez 
Parga, 2009).
Las políticas aplicadas a partir de los años ochenta por los Gobier-
nos van a generar efectos negativos en las condiciones de vida de la mayoría 
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de la población ecuatoriana, agudizando los procesos de exclusión. Por las 
consecuencias políticas posteriores, cabe señalar que la clase media resultó 
particularmente afectada, situación que se reflejaría en la emergencia de 
acciones desde otros sectores sociales como “la rebelión de los forajidos”.
La dinámica económica que se impuso en el país como parte 
del circuito mundial de reproducción del capital, exigía la separación del 
mundo del trabajo y consecuentemente la eliminación de cualquier política 
distributiva de la riqueza, con lo que el Estado y los Gobiernos perdieron 
toda posibilidad de sustentar una política social que respalde su vigencia, 
llevándolos a su deslegitimación.
Los partidos políticos también sintieron los impactos de la im plantación 
del modelo, reconvirtiendo sus discursos y sus posturas a fin de evitar o al 
menos frenar, por un lado, la estrepitosa caída de sus respaldos electora-
les y, por otro, recomponer sus relaciones con la ciu dadanía, que hubo de 
trasladar y depositar la confianza retraída del sistema de partidos al campo 
de los movimientos sociales, percibidos con frecuencia como las únicas y 
últimas opciones (la última línea de defensa de la sociedad civil frente a los 
“embates” del mercado), dotándolo de mayor impronta confrontacional, 
resistencia, rebeldía y sublevación (Mirza, 2006: 261).
En estas condiciones, los distintos movimientos sociales que ac-
tuaron en torno a ciertas reivindicaciones y determinados derechos, pasa-
ron inmediatamente a movilizarse para rechazar las políticas implementa-
das por esos Gobiernos, constituyéndose en acciones contra del proyecto 
neoliberal que terminaron proyectándose no solo contra el sistema político 
institucional, sino contra el conjunto del Estado, a través de la consigna 
¡Que se vayan todos!
Así, los movimientos sociales -en particular el movimiento in-
dígena- desarrollaron su accionar en confrontación directa con el poder 
político, articulando una serie de relaciones con otros actores políticos pre-
sentes en el sistema nacional como el Estado, los partidos, los medios de 
comunicación, etc. De esta manera los movimientos llegaron a jugar el rol 
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político que les correspondía a los partidos: el de la representación social, 
estableciéndose una clara la relación entre ‘acción social colectiva’ y ‘siste-
ma políti co’, la cual pudo replantear el alcance y la significación del valor 
de la participación en el sistema democrático, pues ya no se trataba solo de 
una delegación del poder, sino de una intervención real en el campo de las 
decisiones nacionales.
Para los indios, el movimiento social debe ser el espacio en que confluyan las 
disidencias, las críticas, los cuestionamientos, las resistencias a ese régimen 
político, que se constituye, al menos en el caso de Ecuador, en un espacio 
que pretende disputar la hegemonía en la construcción del Estado, de la po-
lítica y el poder. El movimiento social, para los indios, no complementa a 
la democracia, sino que se opone a esa construcción política hecha desde el 
poder y llamada democracia, pero se trata de una oposición que busca crear 
otros sentidos para ésta. No se relaciona con los partidos políticos desde la 
perspectiva del “votante”, porque en el mundo de los pueblos indígenas no 
existe esa condición, porque lo que se quiere desde el movimiento indígena 
es recuperar el sentido de la participación del vocablo democracia desde una 
redefición total de las reglas del juego político (Dávalos, 2004: 181-182).
En este trayecto se pudieron observar procesos y experiencias con 
niveles de desarrollo desigual y diverso, varias articulaciones a veces con-
tradictorias como: construcción de identidades étnico-culturales, levanta-
mientos indígenas, constitución de movimientos políticos, participaciones 
electorales e institucionales, apropiaciones directas de las instituciones del 
Estado (21 de enero del 2000), asambleas populares, etcétera.
La consolidación de la CONAIE y la decisión de participar en la contienda 
electoral constituyen un buen argumento para demos trar que, cuando el 
sistema de partidos no responde las expectativas de la ciudadanía, los mo-
vimientos sociales que de ella surgen, asumen una función similar o empa-
rentada con la de los partidos políticos (Mirza, 2006: 184).
En la convergencia de muchos sectores sociales para el impulso 
de acciones de protesta contra las políticas neoliberales, se puede identifi-
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car dos grandes perspectivas que sintéticamente podrían expresarse en las 
siguientes posiciones:
1. La postura caracterizada por Gabriela Delamatab (quien co-
menta la experiencia de Argentina) como “demanda de democracia parti-
cipativa o de acción colectiva sin delegación de poder” (Citado por Sánchez 
Parga: 2005: 16), permitiendo que el Estado recobre sentido como el espa-
cio donde se operan las políticas públicas.
2. La postura que expresa la realidad de los sectores medios que 
tienden atenuar las tensiones y contradicciones y el conflicto entre sus po-
los más opuestos, la mayoría pobre y la minoría rica, la que equilibra las 
tensiones y mejor define ese ‘bien común’ o ‘intereses colectivos’ más am-
pliamente compartidos, es también la clase media, la que mejor ha prota-
gonizado las demandas y reivindicaciones de mayor participación social, 
económica y política” (Sánchez Parga, 2005: 6). Esta perspectiva se la pudo 
constatar con total nitidez en las movilizaciones contra los Gobiernos de 
Mahuad y Lucio Gutiérrez particularmente (el movimiento de los foraji-
dos), la cual se expresaría más tarde claramente en el ejercicio guberna-
mental de Rafael Correa.
En suma, se puede decir que si bien la aplicación de las políticas 
neoliberales implicó el deterioro profundo en las condiciones de vida de la 
población y una reconfiguración de la dinámica social y de los sujetos so-
ciales, al mismo tiempo se generaron nuevos protagonismos socio-políticos 
y se reconfiguraron las relaciones entre los movimientos sociales, el Estado 
y los partidos, lo que permitió un cuestionamiento absoluto del sistema 
político establecido y abrió caminos para la constitución de uno diferente.
4.1.3  Rol del movimiento indígena
El periodo de más alta legitimidad de los movimientos sociales 
fue precisamente al momento de la crisis del sistema de partidos y el sis-
tema parlamentario. Existe una clara correspondencia entre la pérdida de 
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confianza en las instituciones democráticas y el aumento de la legitimidad 
de la acción social colectiva.
Uno de los mayores aportes de los movimientos sociales -y del 
movimiento indígena en particular- para el desarrollo de la democracia es 
la potencialización de la brecha entre legalidad y legitimidad que se abre en 
períodos de crisis política. En esos momentos es posible y deseable acudir 
al mecanismo de la desobediencia civil, como acto público legítimo, para 
conseguir un cambio en una ley o en los programas de gobierno, tal como 
sostiene Jonhn Rawls.
La actuación de los movimientos sociales y el movimiento indí-
gena en el Ecuador, a partir del levantamiento de 1990, se desarrolla en un 
campo que rebasa el límite de la legalidad del sistema político y que busca 
disputar su legitimidad como actor político.
4.2  Crisis del Sistema Político y respuesta social
La Constitución Política de 1979 establece que el sistema de par-
ticipación y la representación política se concentran en el sistema de parti-
dos. Este monopolio fue reforzado con la ley de Elecciones y la ley de Par-
tidos, aprobadas como parte del proceso de retorno a la democracia, bajo 
una inspiración demócrata-cristiana y con influencia del pensamiento de 
Huntington. Sin embargo, dadas las características estructurales de la socie-
dad ecuatoriana, estas disposiciones legales no impidieron que la lógica de 
la representación se realice también desde lo social-político, tanto a partir 
de la presencia del movimiento sindical en la década del 80 como desde el 
movimiento indígena y otros movimientos sociales a partir de los 90.
El proceso de retorno democrático a fines de los años 70 operó 
más como un ajuste técnico-administrativo del sistema político que como 
resultado de una transformación en las condiciones estructurales de la so-
ciedad ecuatoriana. Las condiciones de una inequitativa producción y dis-
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tribución de la riqueza nacional, la presencia de varias formas de exclusión 
social, étnica, cultural, de género, etc. y las diversas formas de dominación 
continuaron siendo las misma. En estas circunstancias, el sistema de re-
presentación pronto evidenció sus límites e incapacidad para expresar y 
canalizar los intereses del conjunto de la población ecuatoriana.
El ocaso de la representación política ha hecho de las elecciones el peor 
de todos los simulacros entre las instituciones modernas de la democracia; 
los ciudadanos siguen obligados a elegir unos representantes, cada vez más 
incapacitados para ejercer una representación política de los intereses gene-
rales y del bien común. Muy por el contrario, se encuentran cada vez más 
condicionados a representar aquellos intereses de las minorías dominantes 
como si realmente fueran ellos el interés público y el mejor bien común 
para toda la sociedad. (…) De esta manera, las elecciones siguen legitiman-
do no una representación política sino la representación privada en el seno 
más público de la democracia, contribuyendo además con este simulacro a 
distanciar a los ciudadanos de la política y a los representantes de sus su-
puestos representados (Sánchez Parga, 2009: 155).
Este carácter que asumió el retorno democrático se radicalizó 
en los 90, cuando el sistema político pasó a responder expresamente a la 
lógica del modelo neoliberal y sus políticas de ajuste estructural. Bajo el 
amparo de la democracia se justificaron una serie de medidas políticas y 
económicas como: el pago ilegítimo de la deuda externa, la modernización 
entendida como reducción-privatización del Estado, la reprimarización de 
la economía, entre otras. Estos aspectos paulatinamente agravaron las des-
igualdades socioeconómicas y ensancharon las distancias en cuando a la 
distribución de la riqueza. La aplicación del modelo neoliberal “exige la 
absoluta y total liquidación del Estado social de derecho, e indirectamente 
de un gobierno democrático del Estado” (Sánchez Parga, 2005: 11).
Este proceso operó en el marco del sistema político que funcionó 
en base a lo que Sánchez Parga denomina “el gobierno económico y oligár-
quico de la democracia ecuatoriana” (Sánchez Parga, 2003: 11), el mismo 
que se evidencia en la “composición de los sucesivos gabinetes ministeriales, 
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pudiéndose estimar en un 80% el número de ministros pertenecientes a los 
sectores financieros, bancarios, industriales o comerciales, que directamente 
representan los intereses empresariales” (Sánchez Parga, 2003: 11).
La democracia tiende a ser eva luada por los actores sociales se-
gún dos parámetros básicos: eficiencia y equidad. En la percepción de los 
ecuatorianos, la democracia tendió a una valoración muy baja; el sistema 
político vivió un marcado deterioro de todos sus componentes; los partidos 
políticos, tuvieron una fuerte caída en la confianza ciudadana (entre 1996 y 
2003 pasó del 18,6% al 8,3%); el Congreso perdió legitimidad (entre 1996 
y 2003 la confianza ciudadana descendió del 26,9% al 5,8%).
Respecto al grado de satisfacción con la democracia, el porcen-
taje bajó del 33,2% en 1996 al 16% en 2003, lo que significa una caída de 
más del 50% en siete años de vigencia de las instituciones democráticas. 
En cuanto a la confianza en el presidente, los datos también mostraron un 
decrecimiento notable, del 34,3% en 1996 al 9,9% en 2003 (Datos de Lati-
nobarómetro, citado por Christian Adel Mirza, s/a: 182).
Estas cifras muestran el descontento generalizado que se fue ges-
tando en los distintos sectores del país, como resultado de la inequidad, 
dominación y exclusión de segmentos sociales cada vez más amplios17. Ade-
más, era evidente la dependencia de la clase política ecuatoriana, de los 
poderes transnacionales expresados en instituciones internacionales como 
17 “a) el salario mínimo real se reduce en un 40%, pasando de 198 USd en 1980 a 40 
USd en el año 2000; b) la tasa de desempleo abierto urbano pasa del 6% al 9% entre 
finales de los 80 y 1992, para alcanzar el 14,4% en 1999. Para el 20% más pobre de la 
población el desempleo aumenta en el mismo período del 10% al 24%; c) entre 1995 
y 1998 la pobreza se incrementa del 59% al 72%; d) finalmente la emigración ecua-
toriana al extranjero se estima en un 10% de la población del país durante la última 
década; sólo en EE UU la presencia de migrantes ecuatorianos pasa de 191.198 a 
396.100; y la llegada de ecuatorianos a Madrid en el año 2000 se estimó en 120.000” 
(Sánchez Parga, 2003: 9).
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FMI, BM y OMC, lo cual contribuyó a aumentar la pérdida de confianza de 
los ecuatorianos en el sistema político.
El marco jurídico democrático era solo una referencia, cada vez 
cuestionado y reinterpretado de acuerdo a las necesidades políticas coyun-
turales, no existía una garantía de un Estado de Derecho. El Congreso se 
caracterizaba por su total ineficiencia legislativa y fiscalizadora y por un 
alto nivel de clientelismo político y corrupción institucionalizada. Los di-
putados no actuaban en función de construir acuerdos y consensos, sino 
como ‘delegados’ de intereses particulares o privados, lo que determinaba 
una permanente pugna de poder con el Ejecutivo.
De otra parte, la sociedad civil estaba en permanente moviliza-
ción pues desconocían el rol de los partidos y de las mismas instituciones 
políticas que, en una democracia liberal ideal, debían ser lo mediadores 
entre la sociedad y el Estado. Esto posibilitó que los movimientos sociales 
asuman roles de representación política y cuestionan tanto al sistema de 
partidos como al Congreso en particular, por su incapacidad para articular 
los intereses colectivos.
En este contexto de crisis del sistema de representación surge el 
movimiento indígena, como un referente importante en la disputa con la 
hegemonía. Su planteamiento de un Estado Plurinacional implica una crí-
tica profunda al sistema vigente y lo convierte en interlocutor válido para 
relacionarse con los demás actores políticos.
La presencia indígena en el escenario público nacional produce, 
en términos generales, un conflicto entre dos propuestas de Estado, socie-
dad y democracia. La perspectiva hegemónica que articula las lógicas del 
ajuste estructural en marcha y que tiende a clausurar toda forma de parti-
cipación social. Y la propuesta del movimiento indígena por un cambio en 
el sistema político bajo la tesis de la ‘plurinacionalidad’.
En este sentido, el movimiento indígena se ha convertido en eje 
de articulación de movimientos sociales de distinto signo, una convergen-
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cia que permite tanto visibilizar y legitimar la acción so cial colectiva en 
contra del modelo neoliberal como denunciar y deslegitimar el carácter 
antidemocrático del sistema político vigente. 
Las acciones colectivas se han multiplicado, volviéndose prácti-
camente incontrolables. Al decir de algunos analistas, estas acciones han 
pasado a ser ingobernables o factores de ingobernabilidad en el país. Este 
carácter de la protesta social, articulada en torno al accionar del movimien-
to indígena, responde a sus cuestionamientos de las políticas gubernamen-
tales y de quienes las impulsan, pero también responde a las dudas que se 
tienen sobre la misma institucionalidad política del sistema. En este senti-
do, la eficacia del accionar socio-político se proyecta hasta el nivel de inci-
dir directamente en la inestabilidad del sistema, llegando al derrocamiento 
de presidentes.
La articulación de una serie de movimientos sociales en torno al 
movimiento indígena se da por medio de dos coincidencias básicas:
•	 Oposición al modelo neoliberal por su carácter concentrador y 
depredador y búsqueda de alternativas para la producción y distri-
bución la rique za, que se orienten a cuestionar las formas de acumu-
lación capitalista imperantes a nivel nacional y mundial.
•	 Denuncia del carácter excluyente e ineficaz del sistema democráti-
co para garantizar la representatividad y la defensa de los intereses 
colectivos, exigiendo la construcción de una democracia participa-
tiva y sustantiva.
4.2.1  Relaciones con el sistema político
La dinámica del movimiento indígena, en el marco del sistema 
político ecuatoriano, permite evidenciar un proceso de retroalimentación 
entre el desgaste y la desconfianza en los partidos políticos y el Congreso, y 
el protagonismo del movimiento indígena en coordinación con otros mo-
vimientos socia les. Estos últimos se han convertido en protagonistas au-
tónomos, que desarrollan discursos y prácticas que enfrentan al sistema y 
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disputan espacios de representación, al tiempo que exigen la revisión de las 
medidas de ajuste estructural y la adopción de políticas públicas en función 
de los intereses colectivos. 
En Ecuador, como sostuvimos, el sistema de partidos incoativo18 se mantuvo 
en esta categoría y registró un descenso agudo de los niveles de confianza en 
sus instituciones demo cráticas, influyendo de manera decisiva en la irrupción 
y el desarrollo de nuevos movimientos sociales a partir de una reorientación 
del movi miento indígena (Mirza, 2006: 259).
En este contexto, la constitución de Pachakutik respondió a la 
necesidad de intervenir en el sistema político que, a pesar de su deslegiti-
mación, era el mecanismo que le permitiría al movimiento indígena -en 
alianza con otros sectores sociales y políticos- acceder directamente a los 
espacios institucionales del poder público, para desde allí incidir en las de-
cisiones políticas, en función de su proyecto.
Así, el movimiento indígena, a través del MUPP-NP, pasó a ser 
parte del sistema de representación política, apostando a las elecciones e in-
tegrándose al sistema vigente desde una perspectiva estratégica, orientada 
a un fin concreto: incidir en los espacios decisionales en función de su pro-
puesta plurinacional. Sin embargo, la participación en el sistema político 
hay que ubicarla en una proyección mayor, pues no se trataría solo de una 
posibilidad de incidencia, sino de un espacio para amplificar su proyecto 
político, es decir, poner sobre el tapete del debate su propuesta de un Esta-
do Plurinacional.
18 Mirza, realiza una clasificación del sistema de partidos tomando como base el grado 
de institucionalización de los partidos y su relación con los movimientos sociales y 
el rol que cumplen éstos en los procesos de representación política. El sistema incoa-
tivo es aquel en el cual los partidos no cuentan con la legitimidad social suficiente 
para cumplir su función básica y los movimientos sociales asumen directamente la 
representación política de los sectores sociales en búsqueda de construir el interés 
colectivo, e incluso un interés común, constituyéndose en actores políticos reales.
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Esta resolución debe ser interpretada como la transformación de-
finitiva del movimiento indígena en sujeto político capaz de incidir en las 
políticas públicas. Y esta capacidad es el recurso que permite el fortaleci-
miento socio-organizativo y político de los actores.
El mero fortalecimiento de los campesinos/indígenas no construye el ámbi-
to público. La viabilidad de las acciones de incidencia consiste en pasar del 
fortalecimiento del actor a su empoderamiento, es decir, a la dotación de 
capacidades e instrumentos de influencia en las decisiones. (…) La dota-
ción de poder al actor no consiste solamente en multiplicar su fuerza social 
sino en que pueda disponer de una estructura, en la que pueda “asir” su in-
fluencia en las decisiones y que éstas puedan convertirse en política pública 
(Verdesto, 2008).
En este sentido, la decisión de constituir Pachakuik, más allá de 
las definiciones o intencionalidades iniciales, trascendió la instrumentali-
dad y colocó al movimiento indígena como actor político institucionaliza-
do, lo que implicó construir relaciones diferentes a las que corresponden al 
ámbito del contrapoder o de los intereses particulares.
Este fue uno de los grandes cambios que experimentó el movi-
miento indígena y que más tarde se profundizaría, primero, al aliarse con 
un sector de la oficialidad militar para destituir Mahuad y conformar mo-
mentáneamente el Gobierno de la Salvación Nacional; y luego, al unirse 
con Lucio Gutiérrez y formar parte de su Gobierno.
Uno de los objetivos que animó al movimiento indígena a ins-
titucionalizarse políticamente fue transparentar los espacios públicos, el 
Estado y los distintos niveles de gobierno -nacional o locales-, como una 
posibilidad de acercamiento de la sociedad a la política. Sin embargo, el 
sistema político tiene su propia lógica y una vez que logra la articulación 
de nuevos actores, por lo regular los capta y les termina imponiendo su 
racionalidad. De allí que uno de los límites que encon trara el movimiento 
indígena al insertarse en el sistema polí tico, haya sido la dificultad para 
cambiar la dinámica de los procesos electorales.
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Si bien las elecciones son regulares, relativamente abiertas, y existe una in-
formación suficiente acerca de la oferta electoral, las trabas sociopolí ticas 
dificultan la expresión de las prefe rencias electorales por parte de los vo-
tantes. Finalmente se observa la difi cultad para Pachakutik de cambiar las 
prácticas de campaña electoral de los demás partidos, y presentarse como 
una alternativa real y creíble (Massal, 2006: 13).
Parte de estos límites surgieron porque el sistema político res-
pondía a una matriz formada en torno a fracturas epistemológicas de la 
realidad y a diversas exclusiones construidas históricamente. En primera 
instancia, la fractura entre lo social y lo político, y en segundo lugar, la ex-
clusión de lo étnico-cultural.
El poder político para legitimarse desde la perspectiva de la de-
mocracia en clave liberal, construye un discurso donde se separa la eco-
nomía, de la política y lo social. Esta visión fundamenta la tesis de que en 
la dinámica de la representación política democrática, la actividad social 
debe estar mediada por los partidos, volviéndose los actores reconocidos 
para deliberar y decidir; mientras los movimientos sociales son conside-
rados ‘simples’ grupos de interés o grupos corporativos a quienes no hay 
que considerarlos en la dinámica política. En esta medida, al movimiento 
indígena se lo proyecta como un grupo de interés o corporativo y su ex-
presión política, Pachakutik, tiende a ser minimizada por representar a un 
grupo corporativizado.
En cuanto a la exclusión étnico-cultural, es evidente la gran can-
tidad de prejuicios que se proyectan sobre el movimiento indígena, consi-
derándolo incapaz de asumir responsabilidades políticas nacionales; una 
imagen que indudablemente incide en los resultados electorales.
Otra las características del movimiento indígena y su papel en la 
descomposición del sistema político vigente desde 1978, fue la profunda 
preocupación por precautelar su autonomía respecto a los demás actores 
del sistema político: Gobierno, partidos políticos, instituciones, medios de 
comunicación y toda forma de organización económica o religiosa.
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La autonomía de los movimientos sociales respecto de los par tidos políti-
cos, del Estado y de cualquier otra organización económica o religiosa es lo 
que les ha permitido construir una identidad propia y asumir la represen-
tatividad conferida por los sectores sociales que han depositado en aquellos 
la legitimidad de la lucha y los reclamos. Auto nomía que implica mayores 
grados de libertad de decidir los momentos de la lucha, sus por qué y para 
qué, refrendando su capacidad de cons truir democracia desde abajo en la 
medida en que los sectores sociales se integran y sostienen sus actuaciones, 
y democracia desde arriba en la medida en que conquistan nuevos espacios 
para incidir, para tener más injerencia en las grandes definiciones estraté-
gicas. Así, la autonomía adquiere importancia en tanto los movimientos 
sociales (societales) se convierten en sujetos de las historias cotidianas y 
sujetos de la historia nacional y regional (Mirza, 2006: 256).
Este rasgo de autonomía está ligado al proceso de construcción 
de su identidad étnico-cultural, que en ocasiones fue interpretado ‘etnicis-
ta’ e ‘indigenista’. Sin embargo, ha sido esta autonomía la que le permitió 
al movimiento indígena -expresado en la CONANIE- jugar un papel fun-
damental tanto en la articulación de las luchas sociales anti-neoliberales y 
democráticas como en la exigencia de una profunda reforma política.
La construcción de la autonomía del movimiento indígena, que 
puede ser leída como una posición indigenista, ha sido la garantía de su 
relevancia social y peso de poder efectivo en el sistema político, pues no se 
trata de un sujeto social bajo el control de corrientes políticas para adue-
ñarse de sus lógicas de decisión. Esto no implica desconocer que han existi-
do tensiones para controlar el movimiento desde su interior, sin embargo, 
la autonomía tendió a primar, dejando de lado los intentos de apropiación 
impulsados por una serie de sectores políticos que paulatinamente fueron 
abandonando espacios en la CONANIE y Pachakutik, cuando se sintieron 
derrotados en sus intentos de control.
Uno de los problemas que ha sido tratado en forma recurrente en 
diversos análisis sobre el movimiento indígena, ha sido la relación entre la 
CONAIE y Pachakutik, con el fin de identificar cuál de los dos espacios tie-
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ne el papel hegemónico. Sin embargo, los hechos y el proceso histórico de 
los últimos años han evidenciado que, a pesar de la presencia de momentos 
de tensión y ciertas confrontaciones, el carácter de dicha relación es orgáni-
co, pues el movimiento político está concebido como su instrumento; por 
ello el tiempo político de Pachakutik está condicionado por los tiempos 
del movimiento indígena, particularmente de la CONANIE. Aunque exis-
tieron coyunturas en las cuales Pachakutik impuso su propio tiempo y di-
námica, determinadas por su articulación al sistema político, generándose 
tensiones fuertes con las organizaciones indígenas de base; unas tensiones 
que terminaron con la separación de algunas tendencias de Pachakutik, las 
cuales se articularon a otros movimientos políticos como Alianza País.
En la coyuntura de los levantamientos de 1999 y particularmente 
en llamada insurrección de enero de 2000, el protagonista fue la CONAIE, 
mientras Pachakutik se inmovilizó. Incluso en la destitución de Mahuad, 
Pachakutik se opuso a la propuesta formulada por el movimiento indígena 
que pedía la renuncia de todos los diputados. Mientras que en la coyun-
tura electoral de 2002 los roles cambiaron, pues el centro de las decisiones 
pasó a Pachakutik, quienes se encargaron de concretar la alianza con Lucio 
Gutiérrez. Esta más tarde le pasaría factura al movimiento indígena y la 
CONAIE, pues al triunfar Gutiérrez se quedaron sin los canales o mecanis-
mos para incidir en la dinámica de Pachakutik.
4.3  Relación del movimiento indígena con Lucio Gutiérrez: 
un momento de inflexión
En la relación entre movimientos sociales y sistema político, entre 
las posibilidades y mecanismos, está la incorporación e incluso la coopta-
ción de las ‘demandas y demandantes’ por parte de la acción del Estado. 
Muchas de las grandes luchas extra-institucionales han terminado en ‘ne-
gociaciones’ de pequeñas acciones públicas favorables al actor social movi-
lizado o en la incorporación de sus dirigentes a los espacios institucionales 
del Estado, constituyéndose en mecanismos claros de transformismo, en 
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términos de Gramsci. Si no se tiene claro el norte político, existe el riesgo 
de perder la perspectiva del proyecto y su independencia. Esta situación 
se torna más crítica cuando los Gobiernos son el producto de procesos y 
luchas socio-políticas convergentes en contra de políticas antipopulares y 
de la construcción de agendas compartidas, lo que da soporte a posibles 
acuerdos político-electorales.
El triunfo de la alianza Sociedad Patriótica-Pachakutik podría re-
presentar el cenit del proceso de crisis del sistema político tradicional, en 
la medida que dos de las fuerzas políticas resultantes de dicha crisis -que 
cuestionaron el conjunto del sistema institucional democrático19- asumie-
ron el control del Gobierno.
Las elecciones del año 2002, reflejan el agotamiento del sistema político: de 
los tres finalistas a la candidatura presidencial, ninguno de ellos pertenecía 
al establishment político (Dávalos, 2004b, 4).
La victoria no esperada de Gutiérrez posibilitó que el movimien-
to indígena pase a ser parte del Gobierno, con la inclusión de varios de sus 
representantes en el gabinete ministerial del nuevo Poder Ejecutivo, entre 
los cuales se destacaban la ministra de Relaciones Exteriores Nina Paccari, 
la ministra de Educación y Cultura María Rosa Torres y el ministro de Agri-
cultura Luis Macas.
Uno de los primeros puntos de discrepancia de la CONAIE y 
otros movimientos sociales con Pachakutik fue en torno al carácter de la 
autonomía respecto del Estado, en consideración del acuerdo realizado con 
el equipo político de Lucio Gutiérrez, en función de compartir la gestión 
gubernamental. Este debate cobró mayor relevancia y tomó un giró defi-
nitivo cuando, a fines de 2003, el equipo económico del Gobierno mostró 
nítidamente la orientación de su gestión: acoplarse al recetario del FMI.
19 Son precisamente las dos fuerzas sociales y políticas que protagonizaron la ruptura del 
orden político en enero de 2000.
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4.3.1  Tiempos-ritmos diversos y tensiones
Los tiempos políticos de los movimientos sociales y de los siste-
mas políticos no son iguales, cada uno desde su dinámica y proyecciones 
modula y codifica el repertorio de sus acciones.
En el caso del movimiento indígena y Pachakutik sus ritmos y 
tiempos políticos, en ocasiones, no fueron ni son los mismos. En ciertos 
momentos aparecieron como contrapuestos, situación que se expresó al 
momento de responder al Gobierno de Gutiérrez cuando este manifestó 
su vinculación a los organismos financieros internacionales. Este anuncio 
generó contradicciones entre los rumbos de la CONAIE y Pachakutik, pues 
el movimiento político, al ser un instrumento para actuar en los espacios 
circunscritos al sistema político, tendió a responder más a la lógica de los 
acuerdos con Sociedad Patriótica y menos a la dinámica del movimiento 
indígena, el cual sintió cómo perdía el control sobre Pachakutik.
La controversia emanada de sus compromisos con la gestión del Gobierno 
del presidente Lucio Gutiérrez admite varias lecturas, todas polémicas; o se 
interpone el movimiento indígena en la dilucidación de la autonomía rei-
vindicando su “paternidad” (en consecuencia, la auto nomía de la CONAIE 
prevalece ante el instrumento partidario), o bien se produce un nuevo dis-
locamiento a partir de la definición de autono mía en favor del movimiento 
político. En cualquiera de las hipótesis, la CONAIE podría preservar su au-
tonomía como actor social, en la me dida en que se distingan las lógicas de 
uno y otro actor en la arena so ciopolítica (Mirza, 2006: 183).
La confluencia de varios sectores de base social en la dinámica de 
Pachakutik, determinó la existencia de varias lecturas respecto a la relación 
con el Gobierno de Lucio Gutiérrez y a la caracterización de la agenda po-
lítica a desarrollarse. Esta situación incidió fuertemente en la pérdida de 
autonomía del movimiento con respecto al sistema político.
Sociedad Patriótica y Lucio Gutiérrez se articularon funcional-
mente a la lógica del sistema político y del sistema de representación del 
cual había renegado totalmente dos años antes. Esta articulación respondió 
127
Edgar Tello
a la capacidad de los grupos de poder para marcar las orientaciones y de-
finiciones del quehacer gubernamental, en medio de lo cual intervinieron 
otros actores como los organismos internacionales, quienes jugaron un 
papel determinante a la hora de trazar las políticas públicas del Gobierno 
de Gutiérrez. “Había que ser pragmáticos en el ejercicio del poder, y ser 
pragmático significaba contar con su concurso y consentimiento para la 
definición de las políticas de Estado a ser adoptadas por el nuevo Gobierno. 
El idealismo es pertinente para la campaña electoral y no para el ejercicio 
del gobierno” (Dávalos, 2004b: 5).
El sistema político vigente, entonces, impuso a Pachakutik su visión 
tecnocrática-administrativa del poder, lo que requería fracturar la percepción 
de la realidad, separar el mundo de la economía del mundo de la política y 
la lógica del gobierno de la lógica administrativa. Esta perspectiva implicó, 
incluso, reconocer la ‘bondad’ de los organismos internacionales, como lo de-
claró un alto dirigente de Pachakutik, al comentar las políticas del FMI.
Cuando el movimiento indígena y el movimiento social suscriben la prác-
tica política como una práctica diferenciada de lo social, debilitan los con-
tenidos de su propio proyecto histórico y político. La alianza con Lucio 
Gutiérrez se hace desde estas posiciones de debilidad. En efecto, la alianza 
con Gutiérrez y su partido la hace el movimiento político Pachakutik, pero 
desvinculado de las prácticas históricas y políticas del movimiento indí-
gena. Cuando se ganan las elecciones, esta debilidad se hace patente: no se 
había desarrollado ningún tipo de mecanismo para fiscalizar las alianzas, 
los acuerdos y los pronunciamientos que en nombre del movimiento in-
dígena y del movimiento social, había realizado el movimiento Pachakutik 
(Dávalos, 2004b: 6).
La lógica del sistema político impuso su ritmo a la dinámica de 
Pachakutik, que dado el flujo vertiginoso de los tiempos políticos de la es-
cena institucional, replicó las mismas prácticas que se le había criticado a 
la ‘partidocracia’.
En particu lar restringir la consulta interna y tejer alianzas con partidos tra-
dicionales, ya sea por pragmatismo, ya sea a regañadientes. Los militan-
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tes y dirigentes también experimentaron la dificultad de consul tar con los 
miembros de sus organizacio nes y generar debates amplios sobre sus alian-
zas electorales o de socializar las decisiones antes de tomarlas, lo que desa-
creditó la dirección nacional del Movi miento Pachakutik a los ojos de las 
organizaciones locales (Massal, 2006: 13).
Esta situación generó una contradicción entre la dirigencia de Pa-
chakutik y la dirigencia de la CONAIE.
La disputa entre el movimiento Pachakutik y la CONAIE era una disputa 
por reconstruir el sentido original de la participación política de los indios 
y del movimiento social. Los tiempos jugaban en contra del movimiento 
indígena y mientras más tiempo toma la resolución entre el movimiento 
social y el movimiento político, más fuerte es el desgaste del movimiento 
indígena y del movimiento social (Dávalos, 2004b: 6).
4.3.2  Debilitamiento y ruptura
Una de las principales tensiones presentes en la experiencia de 
integración del movimiento indígena al sistema político, estuvo ante la 
disyuntiva de permanecer como contrapoder o formar parte del poder 
institucionalizado. Al respecto, existe un debate teórico, académico y po-
lítico que ha tendido a extrapolar posiciones. Existen formulaciones que 
sostienen que la participación en los escenarios institucionales hace que los 
movimientos sociales per se tiendan a perder su capacidad de convocatoria 
y su fuerza de protesta como alternativa de cambio.
Pero al mismo tiempo la estrategia participativa del movimiento implica el 
riesgo de perder ‘lo propio’. En efecto, la participación afecta a sus objetivos 
(la autonomía ya no es un principio fundamental), su identidad colectiva, 
y por ende, a su capacidad de convocatoria: al menos, el movimiento puede 
perder el apoyo de sus bases ideológicamente más cercanas y de sus militan-
tes y dirigentes originarios.
Por todas estas razones, los discursos promovidos por los movimientos 
sociales que participan en la arena política, ya no se oponen al discur-
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so o a la cultura política dominante (Gamson, 1988). En ese sentido, la 
participación conlleva para el movimiento el riesgo de perder crédito, y 
sobre todo de perder su razón de ser, que es la promoción de un cambio 
social (Píven y Cloward, 1977; Schwartz y Shuva, 1992) (Massal y Bonilla, 
2000: 21).
En suma, la falta de una adecuada combinación en los tiempos 
del sistema político y los de la acción directa del movimiento indígena, lle-
vó a que el movimiento indígena quede aprisionado en la lógica que le 
impuso la presencia de Pachakutik en el sistema político, lo cual determinó 
su considerable proceso de debilitamiento.
Los tiempos de los espacios y de las dinámicas organizativas de 
los movimientos sociales son más lentos que los del sistema político. Cuan-
do se asume la participación en el espacio de la política para incidir en las 
agendas públicas -que por su propia naturaleza es vertiginosa y exigen res-
puestas rápidas-, se debe pagar un costo en relación a los otros espacios y 
ritmos. Ya no existe el tiempo para poder desarrollar las mismas relaciones 
de los dirigentes con las bases y estas perciben que aquellos se burocratizan, 
perdiéndose la cohesión de su dinámica organizativa si es que no se abren 
otros canales de consulta y vigilancia interna.
Esto fue lo que de alguna manera pasó en la dinámica del mo-
vimiento indígena, a partir de su inserción en el sistema político y sobre 
todo cuando formaron parte del Gobierno de Gutiérrez. Al respecto Blanca 
Chancoso reconoce lo siguiente:
Nosotros toda la vida hemos luchado por el no pago de la deuda, contra el 
FMI, y, de repente, Lucio -que forma su Gobierno con representaciones y 
ministros indígenas, ministros del Pachakutik- firma una carta de intención 
con el FMI, donde se dice que se aumentarán los precios de las tarifas del 
transporte, el precio de la gasolina y se promovería la privatización y todo 
eso. Eso nos dejó a todos nosotros desconcertados, mirando qué hacer. No 
sabíamos si levantarnos contra nosotros mismos, porque éramos nosotros 
mismos los que estábamos en el Gobierno (Harnecker, 2010: 9).
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Para muchos sectores, tanto al interior como fuera del movi-
miento indígena, les pareció incomprensible que no hubiera una reacción 
más evidente desde Pachakutik frente al hecho que los principales centros 
de decisión de las políticas públicas relacionadas con el modelo económico, 
hayan sido asignados a los intelectuales orgánicos de los grupos de poder 
beneficiarios del programa de ajustes estructurales y abiertamente partida-
rios de la continuidad del modelo neoliberal.
De otra parte, es importante referirse a la reflexión desarrolla-
da por algunos autores (Melucci, 1988) en torno de la tensión generada 
entre la institucionalización de los movimientos sociales y la construc-
ción de la identidad colectiva desde la movilización social, pues la ins-
titucionalización trae condiciones de inmovilización, en la medida que 
el movimiento se vuelve corresponsable de las políticas públicas contra 
las cuales habría si no estuvieran comprometidos. Así, la movilización es 
un factor que permite visibilizarse ante la sociedad y cohesionar interna-
mente al movimiento.
En este sentido, cuando Pachakutik y la dirigencia del movimien-
to indígena se comprometió con el Gobierno de Lucio y no lograron arti-
cular adecuadamente las expectativas de cambios sociales, económicos y 
políticos -y como tal limitaron las acciones y las condiciones reivindicativas 
y de protesta de las bases del movimiento-, surgió una pérdida de identidad 
estratégica dentro del movimiento, volviéndose víctimas de la institucio-
nalización del sistema político, que por esa vía logró neutralizar y debilitar 
profundamente la actoría del movimiento indígena como uno de los de-
tractores más fuertes del sistema en su conjunto.
Bajo estas consideraciones, la participación del movimiento indí-
gena en el espacio institucional del sistema político tuvo un alto costo para 
la unidad y la cohesión del movimiento, el cual se reflejó en el debilitamien-
to de la práctica política de la resistencia a las decisiones anti-populares que 
se tomaron en el Gobierno de Gutiérrez. De mantenerse en el Gobierno 
bajo estas condiciones, el movimiento indígena corría el riesgo de jugar 
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el rol de moderador de la protesta social e incluso, en ciertos momentos, 
volverse represores de las acciones reivindicativas o de protesta que otros 
movimientos planeaban emprender.
Final mente, la participación del Movimiento Pachakutik (con 6 ministros 
pero poco autónomos o sin presupuesto para ejecu tar obras, y en abierto 
conflicto con el resto del Gobierno20) en el Gobierno de Gutiérrez, tuvo 
como resultado su debi litamiento y descrédito como opositor; hecho que 
finalmente lo condujo a replegarse sobre la esfera local, para reconstruir 
sus bases. Esta experiencia dejó frustraciones muy altas (Massal, 2006: 13).
Estas condiciones que marcaban un claro riesgo de subordina-
ción total, impulsaron al movimiento indígena a imponer Pachakutik la 
ruptura con el Gobierno de Gutiérrez, para evitar una desbandada comple-
ta del movimiento.
Este hecho evidenció que mantener la autonomía de los movi-
mientos sociales, partícipes en las definiciones clave de un movimiento 
político dentro de los sistemas políticos, es un elemento fundamental 
para la vigencia y la exigencia del cambio. Esta decisión de la CONAIE 
buscó recuperar el prestigio, el reconocimiento y la base de apoyo so-
cial que de alguna manera lo perdió en su paso por el co-gobierno con 
Gutiérrez; aunque el efecto con los aliados no indígenas de Pachakutik 
fue determinante para muchos, pues al poco tiempo dejaran su mili-
tancia en el movimiento y buscaron otros espacios para sus proyeccio-
nes políticas.
20 Por ejemplo, Pachakutik estaba en desacuerdo con la política económica, demasiado 
ajustada a los dictámenes del FMi, y con la política petrolera, que tendía a una cre-
ciente privatización de este recurso (Massal, 2005b).
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4.4  Reinstitucionalización del sistema político y desmovili-
zación social
Los límites que evidenció el neoliberalismo en la solución de la 
crisis social y de la cada vez más amplia protesta a sus políticas de ajus-
te estructural, permitieron la gestación de una serie de acciones de pro-
testa que se proyectaron hacia la destitución de tres gobernantes en for-
ma consecutiva.
El protagonismo del movimiento indígena con su propuesta 
central de un Estado Plurinacional y la exigencia de una nueva democra-
cia, la dinámica de otros sectores sociales que presionaban por cambios de 
fondo en el sistema económico y político, la emergencia de ‘los forajidos’ 
como expresión de los sectores medios urbanos que reivindicaban una 
mejor redistribución económico-social y política… todo aquello posibi-
litó la emergencia de un movimiento político que articuló las demandas 
sociales y políticas, el movimiento formado en torno a Rafael Correa, el 
cual expresó la protesta anti-neoliberal y las expectativas de cambio que 
exigía la sociedad.
El Gobierno de Alianza País ha significado una cristalización de esas expec-
tativas de cambio, una canalización de la ira social desatada por las exclu-
siones del modelo y una oportunidad para el renacimiento de la militancia 
y el activismo radical tanto entre los sectores populares como ente las clases 
medias, y especialmente entre los jóvenes (Ospina, 2009).
El Gobierno de Correa ha gestionado un conjunto de políticas 
económicas y sociales distintas a las que se venían implementando con el 
neoliberalismo, las cuales han implicado una mayor presencia del sector 
público en la inversión y la planificación, logrando una cuota más alta de 
participación en los beneficios de las actividades económicas que se desa-
rrollan en el país. Esto le ha permitido emprender una serie de políticas so-
ciales en beneficio de los sectores más empobrecidos de la población, como 
el Bono de Desarrollo Humano y el incremento del Bono de la Vivienda.
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Como se había señalado en páginas anteriores, Christian Adel 
Mirza (2006), en su investigación sobre la relación de los movimientos so-
ciales con los sistemas políticos en América Latina establece que existe un 
vínculo directo entre el grado de legitimidad e institucionalización de los 
sistemas políticos y el grado de consolidación y protagonismo autónomo 
de los movimientos sociales.
El triunfo de Rafael Correa y Alianza País con apoyo de impor-
tantes sectores sociales populares de Ecuador, la aprobación vía plebiscito 
de la realización de una Asamblea Constituyente y de la nueva Constitución 
Política dictada por ella, así como el conjunto de leyes orgánicas que opera-
tivizan dicha Constitución; han abierto las condiciones para que el sistema 
político avance en un proceso de institucionalización, superando el perio-
do de profunda deslegitimación que se presentó bajo los regímenes neoli-
berales. Este hecho ha incidido directamente en la situación del movimien-
to indígena, en cuanto a su capacidad de convocatoria para el impulso de 
acciones, ya sean reivindicativas o de protesta contra las políticas públicas.
En un estudio realizado recientemente21, se evidencia la recupe-
ración que ha tenido el sistema político ecuatoriano en la percepción de 
la población. En cuanto a la confianza en los partidos políticos, estos han 
mejorado 11 puntos desde 2006, pasando del 15,1% al 26,4% (una cifra 
que, en términos comparativos con otras instituciones de la sociedad, sigue 
siendo baja, no deja de mostrar una importante recuperación). Asimismo 
el Gobierno muestra un incremento significativo en la percepción ciudada-
na, pasando de solo 21,7% en 2006 a más de 50% en 2010.
Respecto a la satisfacción con la democracia, el estudio establece 
que más del 50% de los ecuatorianos se siente “muy satisfecho” o “satisfe-
21 donoso, Juan Carlos, Ph.d y otros. Cultura política de la democracia en Ecuador, 
2010. Consolidación democrática en las Américas en tiempos difíciles. Universidad 
de Vanderbilt. Septiembre 2010.
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cho” con el sistema, mientras que un 45% opina lo contrario, es decir, se 
siente “insatisfecho” o “muy insatisfecho”. Sin embargo, este dato compara-
do con 2004, muestra un incremento del 10%. 
De otra parte, el mismo estudio resalta que la participación ciu-
dadana en protestas y manifestaciones es tan solo del 8%, lo que compa-
rado con la etapa neoliberal -aunque no hay datos específicos al respecto- 
sería considerablemente inferior.
Christian Adel Mirza, al analizar la correspondencia entre el pro-
ceso de consolidación de los sistemas políticos y el periodo de reflujo de la 
acción de los movimientos sociales, afirma:
Resulta interesante examinar la evolución de movimientos so ciales (en el 
contexto de sistemas más institucionalizados) en la fase de transición de-
mocrática y la fase de consolidación inmediata pos terior: la euforia par-
ticipativa, la ebullición de iniciativas en el campo social y el alto grado de 
movilización luego se decantan y “deprimen”, conforme el sistema político 
–o más precisamente el sistema de parti dos– conquista espacios cada vez 
mayores en los cuales se producen y procesan las principales orientaciones, 
decisiones y mutaciones, tan to valorativas como normativas, de la política 
(efecto centrípeto) (Mirza, 2006: 254).
La incorporación de algunos puntos de la Agenda del movimien-
to indígena y de otros movimientos sociales en la Constitución y en las 
políticas sociales del Gobierno, sumada a la retórica del presidente, ha in-
cidido para que estos actores aminoren su capacidad de convocatoria, re-
duciéndose su campo de acción socio-política. La declaratoria del Estado 
Plurinacional, con las limitaciones que tiene por la falta de especificaciones 
y concreciones, ha marcado límites al eje central de la propuesta del movi-
miento indígena.
4.4.1  Caracterización del nuevo sistema político
Sánchez Parga, al caracterizar los regímenes políticos en América 
Latina de finales del siglo veinte, los define como de “democracias caudi-
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llistas”, en la medida que es el Ejecutivo el que concentra mayor autoridad 
y asume roles protagónicos en la definición del horizonte como país, en 
detrimento del papel de las otras funciones y poderes del Estado, como 
sería en el modelo ideal de la democracia liberal. Al identificar el elemento 
nuevo que dinamiza el proceso de consolidación de este tipo de democra-
cias, Sánchez Parga señala:
Se trata del mayor poder atribuido a los Ejecutivos y adquirido por los Pre-
sidentes en razón del imperativo de la gobernabilidad, que los ha hecho 
más autónomos respecto de los otros poderes del Estado, liberándolos por 
ejemplo de las funciones fiscalizadoras o de control del Congreso. Dicha 
concentración y acumulación de poderes ejecutivos se opera además en 
detrimento de los poderes y facultades de otras instituciones del régimen 
democrático (Sánchez Parga, 2009: 157).
Sin embargo, el aspecto central de este tipo de sistema político 
no está concentrado en la existencia de un caudillo, al contrario, requie-
re la presencia de condiciones previas para que pueda configurarse di-
cho sistema.
Desde la perspectiva de la democracia ideal, este modelo impli-
caría la debilidad del sistema y de los procesos de representación política, 
“la deslegitimación de los ‘partidos tradicionales’, la oposición a ellos y su 
impugnación como ‘partidocracia’, forma parte de la investidura carismá-
tica del caudillo democrático por parte del pueblo” (Sánchez Parga, 2009: 
157). Desde una mirada histórico-social, se diría que esta forma de demo-
cracia es el producto de las condiciones estructurales del país, en la me-
dida que la construcción de un sistema y sus respectivas instituciones de 
representación nacional es solo un discurso político, algo que se expresa en 
la debilidad sistémica del Congreso frente al Ejecutivo. En este sentido, la 
presencia de una democracia así, no implica la desinstitucionalización, más 
bien significa que la forma que asume las instituciones del sistema político 
otorga más autoridad al Ejecutivo.
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Esta caracterización cobra relevancia para analizar los sistemas 
políticos que surgen de los procesos de protesta, resistencia y aposición del 
neoliberalismo, es decir, de la necesidad de construir modelos económicos 
y políticos que generen alternativas a la crisis y posibiliten una mejor dis-
tribución social.
En la medida que se logra desautorizar políticamente a los parti-
dos y las demás formas de representación que no convergen con el proyecto 
del Ejecutivo, la sociedad pasa a ser conducida no desde los espacios de 
representación política y social, sino desde el Poder Ejecutivo, que asume 
el rol central del proceso, constituyéndose en el referente principal de todo 
el sistema y el que marca los sentidos y direcciones de la dinámica del con-
junto social.
De hecho Correa gana la elección presidencial conduciendo los movimien-
tos de protesta y las movilizaciones sociales, que durante casi dos décadas 
habían protagonizado la reacción en contra de las políticas neoliberales, y 
ya como Presidente se propone conducir una política contra-neoliberal, lo 
que atribuiría a su gobierno un calificativo de nueva izquierda o de socialis-
mo siglo XXI. Sin embargo, la principal justificación y la mejor definición 
del moderno caudillismo democrático latinoamericano es “la oposición ra-
dical a la política conducida en el país durante la última década llamada de 
ordenamiento neoliberal” (Sánchez Parga, 2009: 157).
Esta característica del sistema político se la construye a partir de 
la Asamblea Constituyente tanto1998 como de 2008. En el primer caso, fue 
evidente la necesidad de concentrar los poderes en el Ejecutivo para pro-
fundizar el modelo neoliberal que había tenido muchos tropiezos en su 
implantación, precisamente por la resistencia que encontró en los movi-
mientos sociales, cuyas acciones había que controlarlas para garantizar la 
gobernabilidad. En el segundo caso, la tarea fue emprender en los cambios 
requeridos frente a la larga noche neoliberal, la necesidad de articular el 
Poder Ejecutivo con una capacidad lo suficientemente consolida para en-
frentar los embates que vendrían de los sectores económicos dominantes, 
quienes se oponían a los cambios anunciados en la campaña.
137
Edgar Tello
Esta necesidad misma hubiera requerido un tratamiento diferen-
ciado con los movimientos sociales, entre ellos el movimiento indígena, 
que eran precisamente quienes habían impulsado las protestas durante casi 
dos décadas en contra de las políticas neoliberales, y como tales, deberían 
haber sido uno de los soportes de los cambios anunciados. Sin embargo, 
el sistema político resultante de la Asamblea Constituyente de 2008 repro-
dujo el esquema que fractura la percepción de la realidad. En este sentido, 
el poder público para legitimarse desde la lógica del régimen político de la 
democracia en clave liberal, construye su propio discurso como creador y 
legitimador de la verdad. Como parte de este discurso de verdad, realiza la 
separación de la economía, de la política y lo social. Una visión que funda-
menta la tesis de que la dinámica social tiene que estar medida por la so-
ciedad política y en tal medida son los actores políticos reconocidos como 
tales, los únicos llamados a ser partícipes en las deliberaciones y decisiones 
nacionales, tal como se dijo en páginas anteriores.
El resultado fue que el sistema político empezó a funcionar con:
La casi total desaparición de los partidos políticos, el reflujo de los movi-
mientos sociales, la ausencia de actores políticos con capacidad para formu-
lar propuestas alternativas y la desarticulación del espacio nacional como 
la arena política central (una de cuyas expresiones es la presencia de un 
alto número de movimientos provinciales entre las bancadas legislativas) 
(Echeverría, 2010: 299).
El discurso de la plurinacionalidad, que se fundamenta en una 
visión del mundo distinta, en alguna manera cuestiona esta fragmentación 
de la percepción de la realidad. Sin embargo, al incorporarlo al ‘derecho 
positivo’, es decir, al institucionalizarlo desde la perspectiva positivista, se 
elimina su potencialidad y radicalidad como cuestionador e impugnador 
de una realidad discriminatoria.
De otra parte, la dimensión participativa del actual sistema po-
lítico es importante considerarla, pues el marco jurídico constitucional ha 
creado el llamado “quinto poder”, a través de la Función de Transparencia 
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y Control Social y el Consejo de Participación Ciudadana y Control Social. 
Sin embargo, los procesos que se establecen para la participación ciudada-
na tienen el riesgo de ser controlados por el Gobierno, además de la alta 
posibilidad de que los movimientos sociales cierren los canales de interre-
lación entre lo público-estatal y la dinámica social.
4.4.2 El nuevo sistema político y el movimiento indígena
El discurso que separa lo social de lo político y lo económico in-
cide significativamente en los movimientos sociales en general y particular-
mente ha impactado al movimiento indígena, pues al fracturar la lectura de 
la realidad se impone una reducción del papel del movimiento social como 
sustento o base del movimiento político, legitimando las reglas del sistema 
político donde solo se les permitiría la movilización, siempre y cuando esta 
no altere el orden ni ponga en riesgo la gobernabilidad.
En estas condiciones, los movimientos sociales no tienen ningu-
na legitimidad para reivindicar políticas públicas, pues los únicos capaces 
de hacerlo son los actores políticos reconocidos. Así, la CONAIE ha sido 
considerada como un movimiento social y no como un movimiento po-
lítico. Un movimiento al lado de otros semejantes, sin derecho a formular 
agendas políticas. Por ello, cuando existen movilizaciones convocadas por 
el movimiento indígena, el discurso del orden se encarga repetidamente de 
denunciar la existencia una agenda política escondida, como si esas movili-
zaciones fueran un atentado a la democracia.
Los diversos actores componentes del sistema político, incluido el 
actual presidente Rafael Correa, han sido muy claros al establecer esta dife-
renciación de roles y actores, denunciando sistemáticamente la politización 
del movimiento indígena. Un eje permanente de esta denuncia gira en tor-
no a la propuesta de concretar la declaratoria de la plurinacionalidad del 
Estado, la misma que es señalada como peligrosa porque, supuestamente, 
intenta construir otro Estado.
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Como parte del proceso de institucionalidad del nuevo sistema 
político, la postura del Gobierno ha sido cerrar el diálogo en la medida 
que no reconoce el status de actor político al movimiento indígena. Los 
movimientos sociales se han vuelto simples grupos corporativos cuyas “rei-
vindicaciones particularistas (…) se oponen a una visión de país, de largo 
plazo y de conjunto. Si a esto sumamos una actitud hostil a las armas de la 
movilización social independiente en las calles o carreteras, la cuadratura 
del desencuentro queda muy clara” (Ospina, 2009: 211).
Uno de los fundamentos discursivos recurrentes del Ejecutivo 
frente a los planteamientos y acciones de la CONAIE han sido los triunfos 
electorales, lo que lleva a identificar la democracia básicamente con su di-
mensión procedimental. En este sentido, en base a la teoría empírica de la 
democracia, la legitimidad política está dada por el proceso electoral, el voto 
popular; en consecuencia, una vez que se recibe el mandato por votación 
general “…se abandonan las ataduras con sectores sociales específicos y se 
representa a la ‘Nación’. No hay duda: su concepción política del Estado es 
plena y clásicamente liberal” (Ospina, 2009: 217).
Cuando se debatía el tema minero y el movimiento indígena se 
oponía a dicha ley por considerar que afectaría sensiblemente a las condicio-
nes ambientales de las comunidades indígenas, el presiente Correa señaló:
Postura de un puñado de gente que hablan (sic) por todos y que no respon-
den a nadie y, sobre todo, que quieren imponernos su agenda. Eso me revela 
grandemente, porque no hemos entendido lo que es la cultura democrática. 
Señores los que ganamos las elecciones somos nosotros, no su grupo que 
obtuvo menos del 2% de la votación, pero a la brava quiere imponer sus 
políticas (Correa, 2008).
En este contexto y desde la perspectiva hegemónica, cualquier 
tipo de participación política directa de los movimientos sociales repre-
senta una desviación de la cultura democrática. Esta perspectiva responde 
a una matriz teórica clásica, que no precisamente da cuenta de las condi-
ciones histórico-estructurales del país, pues si se miran los procesos socio-
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políticos, se podría detectar el peso que han tenido los actores sociales en la 
conformación de la institucionalidad política nacional.
Esta referencia permanente que fundamenta la legalidad y legiti-
midad de su autoridad y sus tesis en el triunfo electoral, deslegitimando las 
reivindicaciones de los movimientos sociales, ha sido una constante en los 
discursos del presidente Correa. En este sentido, él no se diferencia de los 
presidentes anteriores, quienes al tratar de justificar la represión a la protes-
ta social, argumentaban que fueron electos por la mayoría del pueblo y por 
ende eran regímenes democráticos.
Los voceros del sistema político y del Gobierno critican al mo-
vimiento indígena su visión gremialista y particularista, frente a lo cual 
reivindican la participación de los ciudadanos, lo que ha abierto brechas 
importantes en la relación del movimiento con el Gobierno y el siste-
ma político.
Al institucionalizarse el sistema político bajo la perspectiva de la 
teoría empírica de la democracia, el Gobierno tiene la tarea de atender las 
reivindicaciones sociales. Es así, como Correa ha desarrollado una Agenda 
Social que busca responder a algunas de las demandas del movimiento in-
dígena. Al respecto, Ricardo Patiño afirma:
¿Cuáles son las demandas principales del movimiento indígena?, justamen-
te las que nosotros hemos ido atendiendo en estos tres años: la demanda 
de considerar a este Estado como plurinacional e intercultural; la demanda 
de tener espacios territoriales o circunscripciones territoriales indígenas es-
peciales. Eso está contemplado en la Constitución y ahora, claro, estamos 
haciendo las leyes (Harnecker, 2010: 18).
Otro punto de la política del Ejecutivo en el cual se evidencia 
convergencia con la propuesta del movimiento indígena, se relaciona con 
el Tratado de Libre Comercio (TLC), el mismo que no ha sido firmado. El 
tema de la democratización de las tierras y su validación para las organi-
zaciones campesinas, así como el impulso a los programas de Economía 
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Popular y Solidaria, han permitido una vinculación con el sector rural. Al 
respecto Ricardo Patiño añade:
Pero, además, una de sus demandas eran: la salida de la base de Manta, y 
se sacó la base de Manta. Su discusión fue el no pago de la deuda o la rene-
gociación de la deuda, y hemos hecho una gestión inédita que te la puedo 
ahora decir: en el 2006 pagábamos 3 mil 700 millones de dólares por servi-
cio de deuda interna y externa y el año pasado pagamos mil 200 millones 
de dólares, lo que significa que hemos liberado del servicio de la deuda 
prácticamente a 2/3 partes del monto de la misma, por una extraordinaria, 
valiente y patriótica renegociación de la deuda externa. A la banca interna-
cional le dimos una lección de dignidad y de soberanía cuando hicimos esa 
renegociación, esa recompra de la deuda (Harnecker, 2010: 18).
El Gobierno ha desarrollado una importante inversión social que, 
de acuerdo a datos analizados por Alberto Acosta, ha pasado del 4% a más 
del 8% del PIB. Por ello el impacto que tienen las políticas sociales del Go-
bierno es importante para incidir en la desmovilización social; aunque vale 
anotar que la forma de ejecutarlas tiene características clientelares, por lo 
que Alberto Acosta las ha calificado como una especie de “bonocracia”.
En este sentido, se puede afirmar que la atención por parte del 
Gobierno a algunos de los puntos de la agenda del movimiento indígena y 
de otros sectores sociales, ha determinado que estos hayan disminuido su 
nivel de acción y protesta, perdiendo legitimidad social y política.
Pero también ha fortalecido las prácticas clientelares: se entregan borregos 
en las comunidades, se entregan bonos y subsidios por todos lados, y lo que 
se va configurando es una suerte de bonocracia: yo te doy un bono, tú me 
apoyas; yo te doy un bono, tú me aplaudes; yo te doy un bono, ya no puedes 
formar parte de alguna organización indígena o social, caracterizada por 
dirigentes mediocres como les acusa Corea insistentemente. Eso es lamen-
table. (Alberto Acosta) (Harnecker, 2010: 19).
En efecto, la desmovilización de los grupos sociales que habían 
sido los protagonistas centrales de las acciones de protesta en contra del 
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modelo neoliberal y los Gobiernos que sustentaban las políticas de ajuste 
estructural, fue una de las características importantes de la primera etapa 
de reinstitucionalización del sistema político. El acceso de fuerzas que ex-
presaban las expectativas de cambio radical, su discurso y la definición del 
proceso como “revolución ciudadana”, fueron los factores determinantes 
del reflujo de las formas de acción colectiva que caracterizaron a la política 
ecuatoriana. La existencia de expectativas compartidas, en un primer mo-
mento, entre Gobierno y movimiento indígena tuvo gran trascendencia en 
ese sentido.
Sin embargo, el sistema político está estructurado de tal manera 
que las diversas protestas sociales y políticas (que pueden desarrollarse más 
allá de los mecanismos formales del sistema de representación y que en el 
caso del movimiento indígena responden a las características y condiciones 
culturales de su cosmovisión) son más bien definidas como un riesgo para 
la estabilidad del orden democrático e incluso pueden ser calificadas de 
peligrosas, lindando con actos terroristas. Esa fue experiencia indígena en 
septiembre de 2009 en Morona Santiago.
Por ello el desinterés del Gobierno en buscar apoyo en los mo-
vimientos sociales y el movimiento indígena en particular. “En contrapar-
tida, el impulso a una práctica política que colocaba a los movimientos 
sociales en la disyuntiva de adherirse al Gobierno o ser calificados como 
parte de la oposición o, más aún, de haberse situado en la derecha” (Eche-
verría, 2010: 200).
De otra parte, uno de los aspectos más sensibles en la configura-
ción del sistema político, es el relacionado con los espacios y el derecho de 
representación. Al respecto, el movimiento indígena está totalmente insa-
tisfecho con la configuración del sistema político, por cuanto no se reco-
noció el carácter plurinacional del Estado. El planteamiento que habían 
realizado los indígenas era que existieran representantes directos de los di-
ferentes pueblos y nacionalidades en la Asamblea Nacional, sin embargo, 
este planteamiento no tuvo acogida por ser gremialista.
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Un Estado democrático y representativo debe ser la verdadera expresión de 
la voluntad social y ello se logra si sus instituciones están conformadas por 
miembros que representan a toda la población sobe la que ejercen jurisdic-
ción, y no como en las democracias corporativistas en que los servidores 
públicos son elegidos por grupos de poder y no por la sociedad toda. Por 
esta razón, en su momento rechacé la propuesta de ciertos partidos polí-
tico que pretendían que la Asamblea Nacional Constituyente se integrara 
por representantes de los diversos grupos de poder, a espaldas del pueblo, 
tratando así de corporativizar a la Asamblea, y pretendiendo regresar así a 
prácticas políticas ya superadas, que hubiesen socavado los principios de la 
democracia representativa (Rafael Correa, citado por Ospina, 2009: 218).
A propósito de esta situación, en la entrevista dada por la diri-
gente indígena Blanca Chancoso a la escritora Martha Harnecker, se dijo:
Ahora los pueblos indígenas no somos reconocidos en la Asamblea Cons-
tituyente, los pueblos indígenas deberíamos, sin embargo, tener derecho a 
la representación directa siendo un Estado Plurinacional. Deberíamos te-
ner derecho porque somos el 40% de la población ecuatoriana. El gobierno 
actual no nos ha reconocido y nos ha retado al decir: “Participen en las 
elecciones si quieren ser asambleístas.” Pero los emigrantes, sin embargo, sí 
tienen derecho, se les dio 6 cupos directos para entrar a la Asamblea Consti-
tuyente, porque representan el segundo rubro de ingresos al país, entonces 
el problema de la representatividad parece que sólo es mirado desde lo eco-
nómico (Harnecker, 2010: 14). 
En esta dirección, la teoría empírica de la democracia, que exige 
la existencia de una ciudadanía extendida o universal como condición bá-
sica para la presencia de una democracia política y de un sistema con una 
supuesta representación nacional -que como tal tendería a ser abstracta-, 
resulta una irrealidad histórica, política y conceptual en las condiciones 
ecuatorianas, pues la heterogeneidad socio-estructural es tan evidente, que 
exige ser expresada en distintos campos de representación.
A las condiciones históricas de heterogeneidad, se añade durante 
la década de los 80 y 90, una serie de factores y procesos tendientes a seg-
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mentar todavía más dichas sociedades, atravesadas por crecientes desigual-
dades” (Sánchez Parga, 2009: 150).
En tal medida, el sistema de representación política tendría que 
dar cuenta de esta realidad. Sin embargo, cierta retórica academicista y 
política tiende a desconocer la heterogeneidad, diversidad y complejidad 
contradictoria de la dinámica estructural de la sociedad, y como tal des-
conoce la presencia de relaciones de poder que se expresan en los distintos 
escenarios políticos, posibilitando de esta manera las hegemonías de deter-
minados sectores socio-económicos y la mantención de un orden discrimi-
natorio e inequitativo.
En este sentido, críticas sistemáticas como: “el sistema político 
ecuatoriano enfrentó una crisis recurrente de representación, entendida 
como la pérdida de la dimensión nacional en la política y no como la ex-
clusión de determinados sectores sociales” (Echeverría, 2010: 315), o “el 
Congreso Nacional se ha convertido en un artefacto institucional, que con-
tradice sus fundamentos y presupuestos constitucionales de producir la 
representación política de la nación, al dejar de representar políticamente 
la sociedad nacional, produciendo, deliberando y decidiendo los intereses 
colectivos de todo el país” (Sánchez Parga, 2003: 20) o “un Estado democrá-
tico y representativo debe ser la verdadera expresión de la voluntad social 
y ello se logra si sus instituciones están conformadas por miembros que 
representan a toda la población sobre la que ejercen jurisdicción” (Rafael 
Correa, citado por Ospina, 2009: 218), tienden a desconocer esa hetero-
geneidad de la realidad y la necesidad de que la organización del sistema 
político corresponda a dicha realidad y no a postulados doctrinarios ajenos 
a la dinámica histórico-social del propio país.
Por ello, la política minera y el tratamiento del tema del agua han 
sido dos aspectos que han permitido al movimiento indígena convocar 
movilizaciones de alcance nacional, con lo que dio muestras de comenzar 
a salir de la crisis en la que vivió durante los últimos años. Por primera vez 
en casi tres años de gestión, el Gobierno debió hacer frente al movimiento 
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indígena que impugnaba sus políticas y sobre todo buscaba recuperar su 
capacidad de movilización.
De otra parte, es importante considerar el grave error del mo-
vimiento indígena que señala Alberto Acosta a propósito de los diálogos 
y acuerdos con la Junta Cívica de Guayaquil, que trajeron una pérdida de 
credibilidad al movimiento. “Algunos dirigentes indígenas han contactado 
a la derecha extrema (…) Su bronca con el presidente Correa no les puede 
llevar a asumir posiciones equivocadas” (Harnecker, 2010: 14).
En términos generales, la relación del movimiento indígena con 
el sistema político se ha caracterizado por una permanente paradoja: de 
una parte, su constitución se articula en torno a acciones de denuncia y 
protesta contra el sistema por su carácter excluyente, llegando a ser parte 
de procesos de destituciones presidenciales y de exigencias de reestructu-
ración total del sistema; pero de otra parte, impulsa su participación en el 
sistema político con la finalidad de incidir en ciertas decisiones que permi-
tan el reconocimiento y el respeto a su identidad y sus derechos históricos, 
al mismo tiempo que busca una amplificación de su proyecto político, con 
el riesgo de volverse funcional o instrumentalizado por las proyecciones de 
otros partidos, debilitando su acumulado estratégico.

concLusiones
El análisis de la democracia se lo realiza, regularmente, a partir de 
su carácter prescriptivo o normativo. En la reflexión realizada en el presente 
trabajo, se potencia más el concepto democratización para dar una dimen-
sión y sentido histórico-social concreto a las relaciones sociales y políticas 
específicas que se desarrollan entre los movimientos sociales y los distintos 
actores del sistema político nacional, ubicadas en contextos históricos espe-
cíficos que responden a dinámicas internas. 
El llamado proceso de retorno a la democracia en el país a fines 
de los años 70, respondió a la necesidad de modernizar el sistema político 
y el sistema de representación en base a un régimen nacional de partidos 
políticos, pero este proceso no implicó ningún cambio en las estructuras 
económicas y sociales, ni en las condiciones de concentración de la riqueza, 
las mismas que se profundizaron al igual que las relaciones sociales discri-
minatorias, situación que no aportó para sustentar una democracia que 
respondiera a las expectativas sociales, como tampoco al discurso teórico-
político de la democracia que se enunciara en la retórica de las élites. La 
transición a la democracia en el país se inició y se desenvolvió como un 
proceso impulsado desde arriba, desde las élites, en base al acuerdo im-
puesto desde el Gobierno Militar y en el que participaron particularmente 
la clase política y las Cámaras de la Producción, sin presencia real de los 
movimientos sociales. 
Los hechos y procesos socio-políticos no son unívocos, tienen un 
carácter polisémicos, es lo que sucede cuando se caracteriza la acción polí-
tica de los movimientos sociales como parte del orden democrático, lo que 
para el concepto ideologizado o eulógico de la democracia es inaceptable, 
148
Movimiento indígena y sistema político en Ecuador
para la perspectiva de la democratización es totalmente viable y adquieren 
una significación política de trascendencia histórica. Los movimientos so-
ciales, al combinar sus acciones de carácter reivindicativo con un repertorio 
de movilizaciones y acciones de protestas y de oposición al mismo sistema 
político en su conjunto, aportan a generar procesos de democratización en 
la vida política y social del país: de un parte las reivindicaciones para exigir 
participación en la vida económica y social de la sociedad son democrá-
ticas desde las dos perspectivas en la medida que se orientan a ampliar la 
participación social, en tanto que las acciones de protesta que se orientan 
a cuestionar las instituciones del sistema político y buscar cambios sustan-
ciales en los mismos, ya no son calificados como acciones democráticas 
por la teoría clásica de la democracia porque no son sus roles, en tanto que 
desde la perspectiva histórico-social son profundamente democráticas en 
la medida que cuestionan el sistema porque ha generado formas diversas 
autocráticas de poder. 
Este papel y significado político de los movimientos sociales se 
aleja radicalmente del modelo de la democracia idealizada y confronta a las 
teorías de la democracia que lo limitan a un carácter tecnocrático-procedi-
mental, modelo de democracia que pudo funcionar en términos abstractos 
en algún momento de la historia de la humanidad, pero que en las actuales 
circunstancias históricas socio-históricas, no tiene viabilidad. 
Los movimientos sociales asumen roles claramente políticos, no 
circunscritos a los que la teoría empírica de la democracia asigna a los par-
tidos como mecanismos electorales y de representación, sino en el sentido 
o dimensión más amplia que Lander y Quijano definen la política como 
“razón histórica”, es decir como la capacidad humana de incidir conscien-
temente sobre la misma sociedad en búsqueda de su liberación. Desde este 
enfoque, los procesos socio-políticos que se han presentado en el país en 
las dos últimas décadas, evidencian que los movimientos sociales en ge-
neral y en particular el movimiento indígena han aportado en el proceso 
de democratización de la sociedad ecuatoriana, al ubicar en el centro de la 
crítica tanto los límites y consecuencias del neoliberalismo como la carac-
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terística discriminatoria de la sociedad ecuatoriana y, haber centrado su 
accionar social y político de protesta en contra de Gobiernos e institucio-
nes que reproducen este orden inequitativo y que no han logrado o no se 
han propuesto articular procesos de construcción del interés colectivo que 
incluya a todos los sectores sociales, sumando aquellos que históricamen-
te han sido marginados de la comunidad política nacional, como obreros, 
campesinos, indígenas, etcétera. 
La reflexión teórica de los movimientos sociales es justamente 
uno de los puntos más debatidos en el mundo académico, social y político, 
se trata de una problemática de índole teórico-político que ha generado 
mucho debate. Son algunos los enfoques que se han construido para ex-
plicar el qué son, el por qué se unen, como se organizan, etc. Sin embargo, 
dos son las grandes tendencias teóricas que articulan, con una serie de 
matices cada una, los diversos análisis de los movimientos sociales: el pa-
radigma de la identidad o la teoría de los nuevos movimientos sociales y el 
paradigma de la movilización de recursos o enfoque Estratégico.
El reto es articular una conceptualización y análisis desde una 
perspectiva más política, a partir de las experiencias que se tendría que sis-
tematizar y articular perspectivas distintas sobre la problemática: las que 
priorizan y ponen el acento en factores culturales identitarios para explicar 
la constitución y dinámica de los movimientos sociales, y las que ponen el 
centro del análisis en los factores más instrumentales o estratégicos para la 
consecución de objetivos. De la lectura de la experiencia del movimiento 
indígena se puede deducir que junto con el proceso de construcción de su 
identidad, como condición fundamental para la consolidación de su or-
ganización y fuerza, ésta no es posible desarrollarla sin las acciones ins-
trumentales en función de sus reivindicaciones y de las acciones políticas 
de protesta en contra del proyecto neoliberal y la conquista de su proyecto 
plurinacional, de tal manera su identidad es producto y condición de su 
acción reivindicativa y política
150
Movimiento indígena y sistema político en Ecuador
Por otra parte, el contexto socio-económico y político histórico-
estructural de América Latina hace que la dinámica de los movimientos 
sociales tenga una configuración y un carácter e historicidad distintos a las 
de otras realidades, dígase Europa o Estados Unidos. Esta realidad, preci-
samente es lo que va fundamentar la Tesis de Touraine respecto al carácter 
más político de los movimientos sociales en América Latina, lo que lleva a 
definirlos como movimientos societales, en el sentido de sujetos sociales 
portadores de proyectos alternativos que cuestionan el proyecto hegemó-
nico en vigencia en determinado momento en las sociedades. Esto supone, 
precisamente, desarrollar una conciencia histórica, entendida como la ca-
pacidad de incidir o reactuar en las condiciones históricas (Razón históri-
ca), es decir asumir el rol político en el sentido más pleno del mismo. 
La perspectiva de movimiento social como sujeto social y político 
portador de proyecto de sociedad, que asume una conciencia de incidencia 
en el rumbo de la sociedad y que tiende a ubicarse en la disputa del carácter 
del Estado y de la misma sociedad, es la que definió, en el presente trabajo, 
la reflexión del movimiento indígena ecuatoriano y su relación con el sis-
tema político. 
En este sentido, el esfuerzo ha sido en superar tanto visiones de-
terministas que desde las dinámicas estructurales tienden a fijar actores, 
como aquellas que no ubican la constitución y acción de los movimientos 
sociales en el contexto de las relaciones sociales de poder, es decir que expli-
can metafísicamente la emergencia de actores y movimiento sociales. 
La constitución del movimiento indígena como sujeto político 
nacional portador de una visión más general de la sociedad, que le proyectó 
como una posibilidad de cuestionamiento a la hegemonía de los grupos 
de poder y a su vez como alternativa para construir un nuevo tipo de he-
gemonía, es en parte el resultado de las transformaciones que se dan en 
el país en las últimas décadas y que se profundizan por efecto de la apli-
cación del proyecto neoliberal que ahonda las condiciones de desigualad 
económico-social de la población del país, acentúa las relaciones sociales 
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discriminatorias y generó condiciones para la deslegitimación del régimen 
político imperante.
El surgimiento de una sector social medio dentro del mundo in-
dígena que va a reivindicar sus derechos de participar en el escenario polí-
tico nacional, la pérdida de legitimidad del discurso y de la utopía socialista, 
con la consecuente derrota del llamado sujeto histórico, la emergencia de 
un discurso que rescata la diferencia, son factores que van ser importantes 
para la emergencia y protagonismo del movimiento indígena como actor 
socio-político.
La identidad, juega un papel fundamental en la constitución y 
consolidación del movimiento indígena y le permite desarrollar acciones 
contenciosas en procura de la transformación de las condiciones sociales 
discriminatorias, evidenciando una toma de posesión frente a la realidad y 
le da fuerza para reivindicar sus derechos. 
La dinámica del movimiento indígena combina una caracteriza-
ción de sujeto social y político en construcción a partir del levantamiento 
de 1990, con el actor político a partir de la constitución del MUPP-NP, que 
le permite participar en la escena política, articulándose, desde una pers-
pectiva instrumental, al sistema político. Como se ha podido ver, estos dos 
procesos, en general son parte del mismo sujeto social, son dos dinámicas 
que corren paralelas, a veces en tensión y en contradicción, pero en térmi-
nos de proyección histórica con una clara relación orgánica. 
El Estado y los actores políticos institucionalizados, es decir el sis-
tema político, no aceptan ni reconocen al sujeto político-social que son la 
base de los actores políticos legales, dígase partidos o movimientos políti-
cos, pues el hacerlo implicaría reconocer y legitimar las demandas y luchas 
que dan cuenta de las relaciones sociales discriminatorias de donde surgen 
los movimientos sociales, lo que a su vez implicaría abrir las posibilidades 
de generar el debate sobre el carácter histórico de las estructuras de explo-
tación, exclusión, discriminación y vigentes y como tal abrir las posibilida-
des de su transformación radical.
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Esta es la principal característica estructural del régimen y del sis-
tema político democrático de corte liberal: limitar legalmente y deslegiti-
mar la autonomía y protagonismo de los movimientos sociales respecto al 
orden político vigente como expresión de una determinada correlación de 
fuerzas de poder, en otras palabras se trata de un estrategia de cooptación 
estructural del sistema político al subordinar la acción de los movimientos 
sociales al orden legal establecido. En este sentido, desde los Gobiernos, las 
diversas instituciones del sistema político, los medios de comunicación y 
las distintas estructuras de poder se reconoce formalmente a la represen-
tación política del movimiento indígena: el Pachakutik, sus dirigentes, sus 
electos son considerados como “actores” políticos, en tanto que la dinámica 
mas social, en este caso a la CONAIE, con claras definiciones políticas, se lo 
define o caracteriza como los “representables” y como tal sin posibilidad de 
ser parte de las definiciones de país, porque, como en el último periodo se 
los descalifica, son una organización corporativista. Esta respuesta oficial, 
fractura la representación política de su base social que le sustenta, y en tal 
medida busca funcionalizar a los dirigentes a la lógica del poder político 
institucional, que en el marco de relaciones de poder, no es más que re-
producir las lógicas de dominación, discriminación y explotación vigentes.
En este sentido, se desconoce que el espacio de la lucha política 
no es necesariamente estatal o institucional. A partir del proceso de retorno 
constitucional, fueron los partidos políticos creados a partir del mismo, 
que al convertirse en organismos electorales, concentraron la confronta-
ción política en el terreno institucional y limitaron su amplificación al ám-
bito social.
Se evidencia una paradoja en la dinámica del movimiento indí-
gena en su relación con el sistema político, de una parte su surgimiento y 
accionar responde a la necesidad de revertir las condiciones históricas de 
exclusión de la que ha sido objeto de parte de la sociedad nacional y parti-
cularmente del andamiaje político institucional y contra el cual ha desarro-
llado una serie de acciones de cuestionamiento profundo y de exigencia de 
su reestructuración total; de otra parte impulsa acciones en procura a ser 
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participe en el sistema político con la finalidad de incidir en ciertas deci-
siones que permitan el reconocimiento y respecto a la diversidad y respecto 
a su identidad, así como para impulsar iniciativas que logren concretar los 
puntos centrales de su Agenda. Sin embargo, la participación en el espacio 
del sistema político, ha tenido una proyección mayor, pues no se trata solo 
de una posibilidad de incidencia en el campo de las decisiones públicas, sino 
lograr ser un espacio de amplificación de su proyecto político, en el sentido 
de poner en el tapete del debate su propuesta de Estado Plurinacional.
La decisión de constituir el Movimiento Político Pachakutik para 
incidir en el sistema político, más allá de las definiciones o intencionalida-
des iniciales, trascendió su carácter instrumental y colocó al movimien-
to indígena como actor en el ámbito político institucional, lo que implicó 
construir roles diferentes a las de contrapoder o de presión o social que 
caracterizo al movimiento. Este fue el gran cambio que experimentó el 
movimiento indígena y que se profundizó, cuando participó directamente 
en la destitución de Mahuad, en la fugaz constitución del Gobierno de la 
Salvación Nacional y especialmente cuando se tuvo que actuar como cogo-
bierno con Lucio Gutiérrez.
Un efecto de la participación del movimiento indígena en el sis-
tema político ha sido el surgimiento de contradicciones en su dinámica 
interna: uno de ellas se refiere a la relación de la CONAIE con el Pachakutik 
respecto a la definición de cuál de los dos espacios organizativos juega el 
papel de hegemónico en esa relación; el proceso ha evidenciado que, más 
allá de la presencia de momentos de tensión y de ciertas confrontaciones, 
el carácter de dicha relación es orgánica, el movimiento político está con-
cebido como un instrumento del movimiento social-político, por ello y en 
última instancia, el tiempo político del MUPP-NP está condicionado bási-
camente por los tiempos de la movilización del movimiento indígena, par-
ticularmente de la CONANIE, lo que no ha implicado que haya coyunturas 
en las cuales, el Pachakutik haya impuesto sus tiempos y lógicas políticas, 
determinadas por su articulación al sistema político, habiéndose generado 
tensiones fuertes con las organizaciones indígenas, tensiones que, en al-
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gunos casos, terminaron con la ruptura y separación de algunos sectores 
sociales y tendencias políticas presentes en el Pachakutik, algunas de cuales 
se articularon a otros procesos políticos, explicado básicamente por la com-
posición social de sectores medios urbanos de las mismas. 
Las movilizaciones sociales anti neoliberales, en cuyo centro es-
taba la dinámica del movimiento indígena, se tradujeron en una volun-
tad política de cambio que se materializó en el triunfo de Rafael Correan 
que supo capitalizar y orientar dicho proceso hacia la definición de ciertos 
objetivos y conquistas democráticas, enfrentándose a toda la clase política 
tradicional, su sistema de partidocracia y su marco institucional en crisis, 
que requería tanto la institucionalización y legitimación de un nuevo sis-
tema político, lo que generó amplias expectativas sociales políticas, que se 
concretaron en la Asamblea Constituyente y en la reinstitucionalización del 
sistema político, bajo orientación liberal progresista. 
La conformación del nuevo régimen, la gran expectativa genera-
da y las políticas sociales impulsadas desde el Gobierno generó una primera 
etapa de total desmovilización de los grupos sociales que habían sido los 
protagonistas centrales de las acciones de protesta en contra del modelo 
neoliberal y del activismo político contra los Gobiernos que sustentaron las 
políticas de ajuste estructural y que abrieron el espacio para la reinstitucio-
nalización del sistema político. El acceso de fuerzas políticas que expresa-
ban las expectativas de cambio, su discurso radical de enfrentamiento a los 
grupos de poder, la definición de algunas políticas sociales en beneficio de 
los sectores más empobrecidos, han sido factores determinantes del reflujo 
de las formas de acción colectiva que caracterizaron a la escena política 
ecuatoriana en toda la década de los 90. 
El sistema político vigente y su dinámica institucionalizada hace 
que las diversas manifestaciones de protesta, sociales y políticas que pue-
dan emprenderse desde diversos actores sociales, sean ubicadas fuera del 
orden vigente, y puedan ser definidas como un riesgo para la estabilidad 
del orden democrático y puedan ser calificadas de peligrosas e inclusive 
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hasta de acciones terroristas. Fue la experiencia de movilización indígena 
en septiembre de 2009 en Dayuma. 
En este contexto, el movimiento indígena ha perdido su capaci-
dad de convocatoria política para el impulso de acciones ya sean reivindi-
cativas como de protesta política contra las políticas públicas. 
Los tiempos de la participación en el espacio institucional de la 
política, que por su propia naturaleza, son vertiginosos y exigen acciones 
y respuestas rápidas, tiene su costo en relación a otros espacios y ritmos, 
pues no existe el tiempo para desarrollar las mismas relaciones de los di-
rigentes con las bases, las mismas que perciben que sus dirigentes se buro-
cratizan, haciendo que la dinámica organizativa pierda cohesión interna 
si no existen otros canales de consulta. Esto fue lo que de alguna manera 
pasó en la dinámica del movimiento indígena a partir de su inserción en 
el sistema político y particularmente cuando formaron parte del Gobierno 
de Lucio Gutiérrez, lo que les hacía corresponsables, antes sus bases, de las 
políticas neoliberales que se tomaron por parte del equipo tecnocrático del 
Gobierno. Esto llevó a que perdieran cierta credibilidad en las bases, pero 
particularmente, que el Estado con toda su estructura y con las políticas 
sociales pudiera permear la base social del movimiento y de alguna manera 
el Gobierno pudieron articular las expectativas sociales de los indígenas, 
privando de piso social a la dirigencia del movimiento.
En términos generales, visto en conjunto, las conquistas del 
movi miento indígena en Ecuador han sido importantes, ya sea en el plano 
sim bólico como en la dimensión política. De una parte, el reconocimiento 
socio-cultural y el trato social hacia los indígenas es menos discriminatorio, 
aunque el racismo existe, es evidente que cada vez es menos legitimado. 
Si bien los resultados electorales del Movimiento Pachakutik han 
sido inestables, los resultados de las acciones socio-políticas del movimien-
to indígena en términos generales y vistos en conjunto, pueden concebirse 
como positivos, de una parte contribuyeron a resistir la aplicabilidad del 
modelo neoliberal en toda su dimensión, logró el reconocimiento social y 
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político del Estado Plurinacional en la Constitución, y alcanzó el reconoci-
miento de algunos derechos indígenas importantes. 
El movimiento indígena desplegó una potente acción social que 
se expresó en varios levantamientos que no sólo modificaron la agenda po-
lítica nacional, sino que en su momento más alto de acción socio-política, 
alteró el mismo sistema político en su conjunto, cuando en enero del 2000 
contribuyó decididamente para la destitución de Mahuad. 
Sin embargo, falta que el movimiento logre alcanzar cambios 
significativos. Si bien la Constitución declara que el Estado ecuatoriano es 
plurinacional, sigue evidenciando grandes “vacíos” con respecto a los pue-
blos indígenas, una de ellas es precisamente referida a la representación 
política. El sistema político vigente sigue priorizando la representación de 
la ciudadanía universalista y abstracta, que desde la perspectiva indígena 
resulta homogénea en la medida que no reconoce las diversidades de di-
versa naturaleza, y se mantiene el monopolio del sistema de partidos como 
el único válido reduciendo la representatividad de la conformación de la 
función legislativa y otros organismos políticos, los mismos que deberían 
ser espacios abiertos a recoger la heterogeneidad de la realidad social del 
país; el reconocimiento de la representación de los migrantes en el espacio 
parlamentario es significativa, pero todavía se reduce a un sector social, no 
visibilizando a otros sectores sociales de gran trascendencia social e históri-
ca, como sería el caso de los indígenas.
En este campo, un reto a desarrollar es la definición de parámetros 
objetivos para evaluar los procesos de participación institucional desde los 
movimientos sociales, pues éstos no están nítidamente definidos desde una 
perspectiva más integral, presentándose al respecto perspectivas diferencia-
das entre visiones más pragmáticas o realistas y visiones mas doctrinarias 
e ideologizadas, que se expresan en el debate entre posiciones que sostiene 
el derecho de disputar espacios en la estructura política institucional como 
parte de las negociaciones y acuerdos políticos y aquellas que identifican 
que el ocupar espacios públicos lleva necesariamente a la cooptación del 
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movimiento y el abandono de una estrategia de contrapoder que en las 
condiciones actuales es la única viable. 
En el campo analítico académico y político, es importante pro-
fundizar la reflexión y debate sobre el rol de los movimientos sociales en 
la construcción de un sistema político democrático. Hace falta profundizar 
el debate sobre la relación entre movimientos sociales y partidos políticos, 
la relación de movimientos sociales con los Gobiernos, sobre todo si éstos 
son el resultados de procesos y acciones socio-políticas de resistencia de la 
sociedad civil a los autoritarismo de los Gobiernos, en la perspectiva de en-
frentar precisamente el desafío de construir una nueva política. No se trata 
de cerrar el debate en nombre de la autoridad de los modelos conceptuales 
ya constituidos, los procesos socio-políticos obligan a recrear nuevos con-
ceptos y nuevos marcos conceptuales para dar cuenta precisamente de los 
procesos reales de democratización, y hacer que sea los procesos histórico-
sociales los que deben encajar en los marcos conceptuales existentes. 
Uno de los retos centrales que deja las crisis del sistema políti-
co y las continuas irrupciones de los movimientos sociales y en particular 
las demandas de los pueblos indígenas es que la consolidación de un régi-
men político democrático no pasa por reformas y acomodos técnicos de 
las instituciones políticas, el tema pasa por encontrar las alternativas que 
permitan un acercamiento más estrecho entre el mundo de “la política y 
el mundo de la vida social”, acercamiento que permita mejorar los proce-
sos de representatividad de la sociedad y del complejo trama de intereses 
y perspectivas de la dinámica nacional, de tal manera que el conjunto de 
actores y sus conflictos se expresen directa y transparentemente en la escena 
política, en la vida institucional y en el mismo terreno electoral. Este es uno 
de los mayores retos que toca asumir. 
Los movimientos sociales en su acción de denuncia, oposición 
y enfrentamiento a los Gobiernos y a las políticas que tienden a excluir 
de la participación económica a la mayoría de la población ecuatoriana 
y a los procesos e instituciones que limitan y recortan la representación y 
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participación política, han asumido roles políticos trascendentes que han 
permito ampliar las bases de apoyo social para la construcción de un sis-
tema político más incluyente y participativo que logre mayores niveles de 
credibilidad y confianza y como tal consiga estabilidad institucional. No se 
trata, entonces, de imponer un modelo que dé cuenta solo de una forma o 
modelo de representación, el sistema de partidos, que funcionó o funcio-
na en otras realidades en momentos históricos determinados, en donde el 
proceso de construcción de igualdad social en torno del concepto de ciu-
dadanía tuvo su sustento histórico, se trata de dar cuenta de la dinámica de 
la realidad socio-histórica del país: en este sentido, junto a una necesaria 
reforma del sistema de partidos, es imperioso revalorizar la posibilidad de 
considerar procesos de representación y participación socio-política desde 
los movimientos sociales que adecuadamente legitimado e institucionali-
zado en perspectiva de asegurar un una dinámica social de tratamiento y 
resolución de conflictos adecuada, asegure la una real participación social 
como garantía de estabilidad. 
Esta proyección en la legitimación e institucionalización de par-
ticipación de la sociedad civil organizada en torno de los movimientos so-
ciales en la definición de los aspectos centrales de la vida pública nacional e 
internacional, permitirá una real refundación de la democracia y un avance 
en la construcción de relaciones sociales cada vez menos discriminatorias 
lo que constituirá la vigencia plena de los derechos en su conjunto, pues la 
vigencia plena de los derechos es el resultado de relaciones de igualdad, lo 
que abriría posibilidades para el desarrollo económico integral del país y 
solo en esa medida, asegurar la estabilidad del sistema
En este sentido, es imperioso pensar el quehacer político no desde 
la política solo como ejercicio profesional tecnocrático y la democracia des-
de la perspectiva procedimental, sino pensarla más allá, desde una visión 
sustantiva, que entre otros aspectos implique la construcción de relaciones 
sociales no discriminatorias en que sean los actores sociales los implicados 
en las decisiones. 
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